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La investigación se refiere a las dificultades que afrontaron los actores judiciales 
(jueces, fiscales y defensores públicos) durante la ejecución del Nuevo Código 
Procesal Penal (NCPP) en el año 2015. Se trata del grado de relación de dos 
variables: 1º Dificultades que afrontan los actores judiciales y 2º Ejecución del 
nuevo código. Por consiguiente, es una investigación de tipo correlacional en el 
que se asume que las dificultades están directamente relacionadas con la forma 
de ejecución. 
 
El propósito del estudio fue la determinación de la medida en que se relaciona 
la ejecución del Nuevo Código Procesal Penal con las dificultades que 
afrontaron los actores judiciales durante el proceso común penal (abogados, 
fiscales y jueces) en el Distrito Judicial de Puno durante el año judicial 2015. Para 
recoger los datos se utilizaron dos técnicas de investigación. Por un lado la 
encuesta cuyo instrumento fue el cuestionario o cédula de preguntas del tipo 
Escala de Likert; en tanto que para recoger los datos de los documentos a los 
que se pudo acceder, se utilizó el análisis documental cuyo instrumento fue la 
guía o ficha de análisis. 
 
Después de la discusión de los datos,  se arriba a la siguiente conclusión 
general: La ejecución del Nuevo Código Procesal Penal  se relaciona con las 
dificultades que afrontaron los actores judiciales durante el proceso común penal 
(abogados, fiscales y jueces) en una medida que corresponde al grado muy alto, 
en el Distrito Judicial de Puno, durante el año judicial 2015. Se arriba a esta 
conclusión porque el coeficiente de correlación obtenido, mediante la aplicación 
del modelo estadístico de Karl Pearson, es de r=0.95, lo que de acuerdo a la 
tabla de valoración, corresponde al grado de correlación muy alto. 
 
Palabras claves: Ejecución del NCPP, Ministerio Público, defensores de oficio, 














The investigation refers to the difficulties faced by judicial actors (judges, 
prosecutors and public defenders) during the implementation of the new Code 
Criminal Procedure (NCPP) in the year 2015. It is the degree of relationship of 
two variables: 1st Difficulties facing the judicial actors and 2nd Execution of the 
new code. It is therefore a correlational inquiry in which it is assumed that the 
difficulties are directly related to the form of execution. 
 
 
The purpose of the study was to determine the extent to which the 
implementation of the new Criminal Procedure Code relates to the difficulties 
faced by the judicial actors during the common criminal process (Lawyers, 
prosecutors and judges) in the Judicial Puno District during the year Judicial 
2015. To collect the data, it was used two research techniques on the one side, 
the Survey, whose instrument was the questionnaire of the Likert scale; While to 
collect the data of the documents that could be accessed, we used the document 
analysis whose instrument was the guide or analysis sheet. 
 
 
Following the discussion of the data, the following general conclusion is reached: 
The implementation of the new Criminal Procedure Code it´s related with the 
difficulties than faced the judicial actors during the common criminal process 
(Lawyers, prosecutors and judges) to a corresponding extent to very high degree 
in the Judicial Puno District during the judicial year 2015. This conclusion is 
reached because the correlation coefficient obtained by applying the Karl 
Pearson statistical model is r = 0.95, which is in agreement to the valuation table, 
corresponds to very high degree of correlation. 
 
Keywords: Execution of the NCPP, Public Ministry, official defenders, Judges, 









Al cabo de cinco años de ejecución del Nuevo Código Procesal Penal (NCPP) 
en el Distrito Judicial de Puno, es necesario una evaluación sistemática de 
cómo se está ejecutando y qué dificultades afrontaron los tres principales 
actores judiciales (jueces, fiscales y defensores públicos). La evaluación 
sistemática de estas variables es importante para la toma de decisiones con 
la finalidad de que su ejecución mejore la administración de justicia. 
Especialmente, el estudio relacionado al año judicial 2015 y las dificultades 
que se afrontaron durante el proceso común, es la evaluación referida al 
primer quinquenio de la ejecución del NCPP, que debe servir para mejorar la 
administración de justicia en los siguientes ocho años. 
 
El presente estudio que se pone a consideración de los señores 
jurados, tiene una estructura de acuerdo al reglamento para la obtención del 
grado académico de magíster. Su estructura está compuesta básicamente 
por cuatro capítulos que se detallan seguidamente. 
 
En el capítulo I, se determina el problema de investigación. No se 
formula de inmediato las interrogantes como se exige en un artículo 
científico, sino se describe el problema para, recién, enunciar las 
interrogantes correspondientes. Luego, se justifica la investigación y se 
plantean los objetivos de investigación. Los problemas y los objetivos 
vi 
 
guardan relación estructural y semántica, así como su formulación responde 
a la estructura del problema, es decir, el problema y el objetivo general 
corresponden a las variables de estudio, en tanto que los problemas y 
objetivos específicos corresponden a las dimensiones ya determinadas. 
 
 
En el capítulo II, desarrolla todo lo referente al marco teórico de la 
investigación. El temario comprende todos los elementos del sistema de 
variables o estructura básica del problema: variables, dimensiones e 
indicadores de manera ordenada y sistemática. Se empieza con la revisión 
de los antecedentes de investigación existentes para, luego, construir la 
teoría necesaria que permita explicar la hipótesis planteada. Este capítulo 
termina con los términos claves que se definen operacionalmente y, tras 
estas definiciones, se plantean las hipótesis y se presenta el sistema de 
variables. 
 
En el capítulo III,  se define el marco metodológico. En este capítulo 
se determina el tipo y diseño de investigación, la población y la muestra de 
estudio, así como las técnicas e instrumentos de investigación. Además, se 
explica el proceso de la prueba de hipótesis, debido a que en este estudio se 
busca determinar el grado de correlación entre la ejecución y las dificultades 
durante el proceso común penal. 
 
En el capítulo IV, se presenta los resultados y la discusión de la 
investigación realizada. El orden en que se desarrolla este capítulo es de 
acuerdo a la lógica del sistema de variables, es decir, primero se trabaja la 
Variable 1, para luego, dar cuenta de la Variable 2, y en cada una de las 
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variables se consideran sus respectivas dimensiones. Las tablas estadísticos 
se presentan, primero para la variable tabla general) y, luego, para las 
dimensiones (tablas específicos). Las tablas específicas se analizan e 
interpretan, en tanto que las tablas generales, aparte del análisis, son 
discutidos en función de las hipótesis y los antecedentes de estudio. 
 
 
El informe de investigación termina con las conclusiones y las 
sugerencias. Las conclusiones se plantean en función de los objetivos; 
mientras que las sugerencias se alcanzan en función de las conclusiones a 
las que se arriban. En la parte final, se consigna la bibliografía y se anexan 
los modelos de los instrumentos de investigación que se utilizaron para 























1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
El Nuevo Código Procesal Penal (NCPP) entró en vigencia por primera 
vez en la provincia de Huara, Región Lima, a partir del mes de julio del año 
2006. Mientras que en el Distrito Judicial de Puno entró en vigencia en el 
mes de octubre del año 2008, aunque su efectiva implementación y 
ejecución se inició en el año 2009. Desde esa fecha los abogados 
defensores, los jueces, la fiscalía y los policías en la Región Puno deben 
conocer y aplicar el proceso según el Nuevo Código. Para este efecto, se 
organizaron muchos cursos de implementación de la norma, pero son 
pocos los que fueron beneficiados,  y por tanto, son pocos los que 
asimilaron el contenido de esta nueva norma. 
 
En  el  Distrito  Judicial  de  Puno  laboran  más  de  4,000  abogados, 
habiendo mayor concentración en la ciudad capital. En el Ministerio 
Público trabajan 82 fiscales distribuidos en las diferentes Provincias y 
Distritos y que tienen que ver con los casos penales. Los jueces penales 
son en la cantidad de 37 y los abogados defensores públicos en la cantidad 
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de 34, distribuidos en las diferentes Provincias y Distritos que comprende 
el Distrito Judicial. 
 
Según los abogados litigantes, la Fiscalía muestra algunas 
deficiencias durante la investigación criminal y esto se agrava con el 
incumplimiento de las funciones y atribuciones de los miembros de la 
Policía Nacional que prescribe el Nuevo Código Procesal Penal.  El autor 
del presente estudio entrevistó a 10 abogados de la Ciudad de Juliaca 
quienes están involucrados como defensores de oficio en casos de 
procesos penales. Las opiniones de los 10 abogados fueron las siguientes: 
 
- Existe  descoordinación  entre  la  Policía  Nacional  y  el  Ministerio 
Publico en el trabajo que se realiza en la etapa de investigación preliminar 
y preparatoria. 
- La Policía Nacional en la mayoría de los casos restringe o impide el 
acceso a los elementos de convicción y a la documentación referida a 
los clientes de los defensores de oficio. 
- Los  fiscales  no  realizan  la  investigación  criminal  como  debe  ser 
según los preceptos y protocolos del Nuevo Código Procesal Penal. 
- Algunas veces los jueces que controlan la investigación preparatoria se 
parcializan con la fiscalía afectando la labor de los defensores. 
- Los jueces que administran las audiencias orales no conducen según el 
procedimiento establecido en el Nuevo Código Procesal Penal. 
- Las  resoluciones  de  los  jueces  en  la  mayoría  de  los  casos  son 
incoherentes a las pruebas y argumentos que se presentaron en su 
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momento oportuno, es decir, los defensores no alcanzan los objetivos de 
la defensa que se propusieron en favor de sus clientes. 
 
De estas opiniones de los abogados defensores se deduce que hay 
dificultades en la ejecución  del Nuevo  Código  Procesal Penal, durante  
las etapas del proceso penal. Tanto los fiscales así como los jueces 
confrontan dificultades serias, unas veces por deficiente interpretación de 
la nueva norma, y otras veces, por la dirección inadecuada de las 
audiencias orales. 
 
Por su parte los fiscales así como los jueces opinan que los 
abogados desconocen sus funciones y asumen la defensa de su cliente 
sin cumplir con los procedimientos ni con argumentar adecuadamente la 
defensa. Además, señalan que en muchos casos entorpecen la 
administración de la justicia conforme a la Ley. 
 
De esta opinión de los jueces se puede deducir que los abogados 
defensores también muestran deficiencias en cuanto al conocimiento 
adecuado del Nuevo Código Procesal Penal y afrontan dificultades durante 
la defensa de su cliente. Inclusive se dieron casos en que los abogados 
fueron maltratados por  los  miembros  de  la  Policía  Nacional  cuando  
se  trataba  sólo  del cumplimiento de funciones según la Ley. En otras 
ocasiones la policía direcciona el proceso de investigación de un hecho 




1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA  
1.2.1. Problema General: 
¿En qué medida se relaciona la ejecución del Nuevo Código 
Procesal Penal con las dificultades que afrontaron los actores 
judiciales durante el proceso común penal (abogados, fiscales y 
jueces) en el Distrito Judicial de Puno? 
 
1.2.2. Problemas específicos 
- ¿Con qué frecuencia el Poder Judicial, la Fiscalía y la Defensoría 
de Puno difundieron el Nuevo Código Procesal Penal y en qué 
medida dotaron de los recursos económicos, materiales y del 
personal necesario para evitar dificultades durante el proceso 
común en el que intervinieron? 
 
- ¿En  qué escala de  valoración  se  puede  ubicar  la  ejecución  
del  Nuevo Código Procesal Penal, considerando en conjunto a las 
tres instituciones durante el año judicial 2015, en función de los 
datos recogidos respecto de las dimensiones de investigación: 
difusión y dotación de recursos? 
 
- ¿Qué dificultades afrontaron los defensores públicos, los fiscales y 
los jueces durante el proceso penal común en el Distrito Judicial 
de Puno durante el año 2015? 
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- ¿Cuál es la escala de valoración en la que se puede ubicar las 
dificultades que afrontaron los actores judiciales (defensores 
públicos,  fiscales y jueces), en conjunto, durante el proceso penal 
común en el Distrito Judicial de Puno durante el año judicial 2015? 
 
1.3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
Ninguna norma está acabada y es absolutamente definitiva. Es necesaria 
enriquecerla con las experiencias que se   viven durante su aplicación. El 
propósito central de este estudio es la sistematización de las experiencias 
que durante los dos últimos años se  vivieron  y, de  esta  manera,  
enriquecer y ampliar la doctrina del Nuevo Código Procesal Penal. 
 
Por consiguiente, con el presente estudio se aporta con el estudio 
sistematizado de las limitaciones y dificultades que se afrontaron durante 
la ejecución del nuevo código procesal durante los dos últimos años 
judiciales, con la finalidad de mejorar, más adelante, la doctrina que 
fundamenta el nuevo código. Además, se trata de alcanzar a los actores 
judiciales acerca de las limitaciones que tiene la norma durante su proceso 
de ejecución, lo que debe motivar las decisiones más adecuadas en la 
esfera de las autoridades. 
 
En el Distrito Judicial de Puno el NCPP entró en vigencia desde el 
mes de octubre del año 2008, iniciándose su ejecución a partir del año 
2009. Desde entonces hasta ahora, sólo el colegio de abogados y sus 
profesionales en forma aislada han dado sus opiniones acerca de las 
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dificultades en el proceso de ejecución de este nuevo código. Es evidente, 
por consiguiente, que falta una investigación científica acerca de los 
principales problemas que se vienen confrontando durante su ejecución. Lo 
que se tiene hasta estos momentos son opiniones sueltas que como en el 
caso de la descripción del problema, se dan a conocer como información 
periodística.  Con este estudio, por consiguiente, se pretende alcanzar un 
conocimiento sistematizado acerca de las dificultades que los jueces, los 
fiscales y los abogados están afrontando durante el proceso de ejecución. 
 
Los resultados de la presente investigación se deben alcanzar a las 
instancias  correspondientes  para  que  sirva  como  punto  de  partida  
para alcanzar las soluciones que sean necesarias. Es responsabilidad de 
las autoridades judiciales y de los demás actores para que mejore cada vez 
más la aplicación del Nuevo Código Procesal Penal. Para este efecto se 
debe tomar en cuenta los trabajos de investigación realizados por las 




1.4.1. Objetivo general 
Determinar  la medida en  que  se  relaciona  la  ejecución  del  
Nuevo  Código Procesal  Penal    con  las  dificultades  que  
afrontaron  los  actores  judiciales durante el proceso común penal 
(abogados, fiscales y jueces) en el Distrito Judicial de Puno. 
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1.4.2. Objetivos específicos 
- Señalar la frecuencia con que el Poder Judicial, la Fiscalía y la 
Defensoría de Puno difundieron el Nuevo Código Procesal Penal y 
en qué medida dotaron de los recursos económicos, materiales y 
del personal necesario para evitar dificultades durante el proceso 
común en el que intervinieron. 
 
- Establecer la escala de valoración en la que se puede ubicar la 
ejecución del Nuevo   Código   Procesal   Penal,   considerando   en   
conjunto   a   las   tres instituciones durante el año judicial 2015, en 
función de los datos recogidos respecto de las dimensiones de 
investigación: difusión y dotación de recursos. 
 
- Identificar las dificultades que afrontaron los defensores públicos, 
los fiscales y los jueces durante el proceso penal común en el 
Distrito Judicial de Puno durante el año judicial 2015. 
 
- Establecer la escala de valoración en la que se puede ubicar las 
dificultades que afrontaron los actores judiciales (defensores 
públicos, fiscales y jueces), en conjunto,  durante  el  proceso  penal  









EL MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
En las universidades del país y del extranjero no se realizaron 
investigaciones referidas a las dificultades que se afrontan durante la 
implementación de un nuevo código penal o algo parecido. 
 
Por eso, en el estudio que se pone a consideración de los señores 
jurados sólo se consideran algunos trabajos afines.  Lo que se tiene son 
los informes de los distritos judiciales, así como del Ministerio Público de 
cada uno de los departamentos del país acerca de la forma cómo se 
implementaron y cuáles fueron los resultados alcanzados. 
 
Por eso, en las siguientes líneas se da a conocer las conclusiones 
del Informe Final acerca de la implementación del Nuevo Código Procesal 
Penal, del mes de diciembre del año 2015, refrendado por los 
representantes del Ministerio de Justicia, del Ministerio Público y del 




- Mejorar  el  sistema  de  administración  de  justicia  es  una  clara exigencia 
del proceso de consolidación democrática y desarrollo económico el país, 
y, en este contexto, también, instituir un servicio de justicia penal 
confiable, previsible, y eficiente en el que los justiciables tengan 
garantizados sus derechos. 
 
- Este  reto,  sin  embargo,  afronta  desafíos,  relacionados  con  el 
mantenimiento, en el tiempo, de la voluntad institucional y las exigencias 
presupuestales que implica. 
 
- Para consolidar los logros alcanzados en este campo y profundizar la 
regencia integral del nuevo modelo de justicia penal, la reforma demanda 
redoblados compromisos, tiempo y recursos, con la perspectiva de 
revertir el estado de cosas de un servicio público deficitario en calidad, 
equidad y eficiencia, que genera altos costos de transacción para los 
ciudadanos. 
 
- Advertida  la  desatención  de  los  intereses  de  los  usuarios  de  la justicia 
penal (colectividad, agraviados y procesados), se aprecia que el servicio 
se encuentra en crisis, no coyuntural ni pasajera, sino crónica   y  
estructural,   permanente   y   raigal,   que   trasciende la ineficacia,  
ineficiencia  e  inoperatividad institucionales, para convertirse en un factor 
que corroe las mismas bases del Estado democrático social y obstruye el 
progreso y bienestar nacionales. 
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- En  este  marco  de  falencias  se  incrementa  el  descontento  e 
intranquilidad de los ciudadanos por la inoperatividad del servicio para 
procesar la criminalidad creciente, los delitos frecuentes, violentos,  el  
crimen  organizado  y  la  corrupción;  asimismo, la insatisfacción de los 
agraviados que no son reparados y la desesperanza de los procesados, 
sumidos en la incertidumbre y la demora para la definición de su situación 
jurídica. 
 
- Pese  a  este  sombrío  panorama,  se  ha  abierto  un  periodo  de transición 
procesal orientado a sustituir el viejo modelo mixto e inquisitorial por la 
opción contemporánea acusatoria y garantizadora; dejándose de lado 
propuestas que unilateral y limitadamente creen promover el cambio 
enfocándose en la sustitución de magistrados, el incremento inconsistente 
de presupuesto o la aplicación inconexa de técnicas organizacionales e 
informáticas. 
 
- El país, integrado al movimiento regional de reforma procesal, cuenta hoy 
con una innovación normativa definida en el NCPP, conforme al cual no 
puede ni debe haber proceso sin derechos y sin resultados que satisfagan 
a los usuarios del servicio. Esta innovación normativa, calificada como 
revolución procesal, ha quebrado la inercia de la crisis y sentado las 
bases para construir y consolidar una nueva forma de hacer justicia 
penal, acorde con el Estado democrático de Derecho. 
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- La  gran  perspectiva  de  este  cambio  reside  en  que  adhiere  al estándar 
mundial de justicia penal democrática, pautada por los tratados 
internacionales aprobados hacia fines de los años cuarenta del siglo 
pasado, como consecuencia de la derrota de regímenes totalitarios y 
tiránicos; y, también, en que se respalda en el programa constitucional 
procesal penal acuñado por la Carta Política de 1979 y reiterado por la de 
1993. 
 
- La reforma y el NCPP reconocen la obligación del estado de proteger los  
derechos  de  los  ciudadanos  frente  al  delito;  de  prever  las garantías 
que asisten al justiciable frente al poder de persecución penal, así como 
la determinación de cada una de las funciones procesales básicas y su 
asignación al correspondiente sujeto procesal, la revaloración del juicio 
público y oral y de la actuación probatoria de cara a la eficacia y eficiencia 
en la resolución de los conflictos sociales que suscita la criminalidad. 
- La transición y el cambio de sistema procesal penal han sido posible 
gracias a la etapa de restauración democrática vivida por la república 
desde fines de 2000; las nuevas circunstancias políticas y sociales hacen  
más  evidente  la  compatibilidad  de  la  reforma  con  los requerimientos 
ciudadanos. 
 
- La  democracia  no  puede  permitir  la  regencia  de  un  sistema  de justicia 
penal contrario a la Constitución y los elementales principios del Estado 
de Derecho, en el cual, nadie, persona o poder público, debe estar por 
encima de la ley; esto, traducido al campo procesal penal, importa 
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repulsa de la impunidad y el error judicial. Los fundamentos del cambio 
son  tales que  corresponde  insistir en  la sustitución del viejo sistema y 
desechar las infundadas opiniones que exigen retroceder. 
 
- La progresividad de la reforma procesal penal es uno de sus más 
señalados aciertos, porque permite aprender de la experiencia, detectar 
los nudos conflictivos y abordar su solución. 
 
- El diagnóstico de la situación inicial que efectúa la CEICPP, coincide con 
lo dicho precedentemente, es esencialmente acertado, sin perjuicio   de   
su   necesaria   profundización   para   destacar   las vinculaciones de la 
reforma con los imperativos constitucionales y elucidar el trasfondo 
político, económico y social en que ella discurre. 
 
- El  deficiente  servicio  de  justicia  penal,  entendido  por  la  CEICPP como 
problema específico, se explica de manera más penetrante si se lo 
presenta como derivación de un estado de cosas no eventual sino 
permanente, como expresión de la crisis crónica del sistema, que 
determina la magnitud del correctivo, esto es, de la asunción del modelo 
acusatorio y garantizador que norma el NCPP. 
 
- El diagnóstico de la calidad del servicio, apreciado desde fuera como parte 
del conjunto o tabla general de las funciones y actividades públicas, debe 
auscultar las interioridades del sistema, asunto capital para evaluar la 
implementación y aplicación del NCPP porque las normas procesales 
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no hacen otra cosa que formalizar la atención de un conflicto real, 
ocasionado por un comportamiento infractor, concreto e intolerable, que 
primero tendrá que esclarecerse fácticamente para luego ser calificado y 
sancionado, si corresponde, jurídicamente. 
 
- Lo anterior importa una marcada normativización, por el recorrido de los 
casos penales a lo largo de las etapas del proceso común, por esto se 
afirma que la investigación preparatoria es la fase en que el acopio de 
información probatoria permitirá o no, a su director, el Fiscal, plantear 
una acusación; que la etapa intermedia, dirigida por el Juez, es el filtro 
de control y saneamiento, para que pasen a juicio sólo  acusaciones  
plausibles,  y  que  el  juzgamiento  es  la  etapa principal del proceso, 
escenario de la actividad probatoria y de la decisión jurisdiccional. 
 
- En  esta  secuela procesal  los  sujetos procesales,  prestadores del 
servicio, asumen diferenciados roles, dependiendo de su actuación 
conjunta el éxito o logro de las metas procesales que son elucidar la verdad  
e  imponer,  cuando  corresponda,  la  consecuencia  jurídica, 
sancionadora, de la ley penal material sobre el agente del delito. El servicio 
de justicia penal no oferta ni entrega bienes materiales, suministra 
seguridad y libertad, a través de complejas operaciones normadas 
legalmente y formalizadas, por lo que al diagnosticar el estado del servicio 
hay que examinar las actuaciones derivadas de las etapas procesales y 
las tareas que cumplan los operadores del sistema, comprometidos 
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legalmente a suministrar específicos productos de calidad, constituidos 
generalmente por resoluciones judiciales y disposiciones fiscales. 
 
- El panel valora la existencia de una función de rectoría a cargo de una 
instancia de carácter interinstitucional, como la CEICPP, más allá de las 
mejoras que propone para el ejercicio de dicha función. 
 
- El  diseño  organizacional  del  Poder  Judicial,  en  sus  condiciones 
actuales siempre perfectibles, está adecuándose a las características del 
modelo de justicia penal acusatoria y garantista que plantea el NCPP. 
 
- El diseño organizacional del Ministerio Público, en sus condiciones 
actuales siempre perfectibles, ha previsto un despacho fiscal que toma 
elementos del modelo corporativo de trabajo, con el objetivo de optimizar 
el uso de recursos en el cumplimiento de sus funciones. 
 
- El Ministerio Público ha dado los primeros pasos para implementar el 
Programa Integral de Protección y Asistencia, lo cual implica valorar las 
necesidades de víctimas y testigos. 
 
- El Ministerio de Justicia ha iniciado la organización e implementación de 
un servicio que posiciona el derecho irrestricto a la defensa. 
 
- Sobre el presupuesto y resultados, pese a que el NCPP carece de un 
sistema de información para la gestión y de una evaluación de impacto, 
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existe evidencia sobre los primeros logros de la reforma. Las evidencias 
disponibles, los juicios de los expertos de reconocida reputación en el 
tema y estudios de organismos internacionales coinciden plenamente en 
este punto. 
 
- Los   indicadores   de   producción   muestran   un   avance   en   la 
implementación y en el aumento de la provisión de servicios al ciudadano.  
Aun  cuando  el  período  evaluado  es  breve  e  impide obtener  juicios  
concluyentes  sobre  tendencia,  en  variables  que comparan la 
trayectoria de la productividad de los distritos judiciales, y de la cantidad 
producida con la carga que enfrentan, se observan casos de aprendizaje 
y mejora de desempeño que vale la pena sistematizar, difundir y fortalecer. 
 
- La resolutividad del NCPP supera la del código de procedimientos penales, 
principalmente por la producción de disposiciones fiscales, como las 
salidas alternativas y archivos, que atienden al ciudadano en  menor  
tiempo  y  descongestionan  las  vías  judiciales.  Esto  es beneficioso para 
el ciudadano y para la eficiencia en el uso de recursos. 
 
- Si  bien  se  requiere  avanzar  en  un  análisis  más  riguroso  (con muestras 
de casos) de  la calidad y un monitoreo continuo de  la misma, los 
datos analizados indican que la producción está aumentando   sin   afectar   
significativamente   la   calidad   de   las soluciones que provee el NCPP. 
Contribuyen a sustentar esta conclusión el uso de salidas alternativas, la 
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proporción relativamente estable de archivos con quejas y el bajo 
porcentaje de archivos con quejas fundadas. 
 
- Las estimaciones de presupuesto proporcionadas por los sectores revelan 
que, conforme avanza la implementación, el aumento en los recursos 
presupuestales tiene respaldo en el incremento de la producción de 
servicios al ciudadano. 
 
- Es de suma complejidad concluir sobre el balance entre los costos y 
beneficios de esta reforma. Además de la ausencia de un sistema de 
costeo riguroso de productos y de estándares de productividad, son más   
fáciles   de   monetizar   los   gastos   presupuestales   que   los beneficios 
que percibe el ciudadano en comparación con el sistema antiguo,  en  
términos  de  acceso  a  la  justicia,  celeridad  de  los procesos y 
mejoramiento del Estado de Derecho. 
 
- La valoración positiva de expertos y actores relevantes, la evidencia sobre 
logros y la coherencia entre el modelo de justicia penal adoptado y los 
estándares internacionales vigentes de la reforma, constituyen elementos 
que juegan a favor de sus sostenibilidad. 
 
- Se justifica plenamente la continuidad de la reforma, y el desafío inmediato 
consiste en avanzar en su perfeccionamiento, de manera compatible con 
las expectativas ciudadanas y la responsabilidad fiscal. 
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En  la  Universidad  Nacional  Mayor  de  San  Marcos  de  Lima,  
Quispe (2010) sustentó una tesis referida a las causas que no permiten 
una cabal aplicación de los acuerdos reparatorios en el Distrito Judicial de 
Huaura, muy a pesar de la vigencia del Nuevo Código Procesal Penal. Las 
conclusiones a las que arribó en esta investigación fueron las siguientes: 
a) Los acuerdos reparatorios en el Distrito Judicial de Huaura, no se 
aplican adecuadamente por el personal Fiscal y por tanto no son eficaces; 
b) Los factores que no permiten su aplicación adecuada se deben a la 
falta de preparación del personal Fiscal en técnicas de negociación penal, 
a la resistencia por parte de los abogados y justiciables, a la ausencia de 
mecanismos para garantizar la ejecutividad de un acuerdo  reparatorio  y  
a  la  posibilidad  de  la  reapertura  del  proceso  penal cuando   un   
acuerdo   reparatorio   es   incumplido;   c)   Estos   factores   han 
determinado  que  los  acuerdos  reparatorios como  medios de  resolución  
de conflictos tengan una aplicación realmente mínima  en nuestro Distrito, 
pues se llega escasamente a 194 en tres años de vigencia del NCPP; y d) 
A ocho años, ya en la actualidad, se requiere de modificaciones legislativas 
urgentes para revertir ésta falta de operatividad de los acuerdos, para 
lograr un instituto realmente alternativo al proceso y que sirva a su finalidad 
de aliviar la carga procesal y no incrementar procesos por delitos de 
mínima culpabilidad, de escasa responsabilidad y de bagatela. 
 
En la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, Burgos (2002) 
sustentó una tesis referida al proceso penal peruano y su compatibilidad 
con la constitución de 1993. El propósito de la investigación fue conocer si 
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la regulación del Proceso Penal Peruano resulta compatible con la 
Constitución Política del Estado de 1993. En este antecedente no se 
registra una conclusión concreta respecto del objetivo general, pero se 
deduce de la conclusión siguiente: “Las prescripciones constitucionales 
que consagran derechos, principios o garantías con naturaleza procesal 
penal (expresa o tácita) poseen 
 
“eficacia directa”, constituyen derecho procesal penal; y en tal virtud, 
deben ser aplicados directamente por los jueces penales”. Con esta 
conclusión se deja entender que la regulación del proceso penal peruano 
resulta compatible con la constitución del año 1993. 
 
En la Pontificia Universidad Católica del Perú de Lima, Perú, 
Placencia (2012) sustentó una tesis de maestría referido al Hábeas 
Corpus contra actos de investigación preliminar. En el estudio se propone 
analizar la posibilidad de aplicación del Hábeas Corpus durante la 
investigación preliminar. La conclusión principal a la que se arriba en el 
estudio considera que la aplicación de la tipología de Hábeas Corpus 
durante la investigación preliminar resulta difícil porque no hay claridad en 
torno a la vinculación entre los derechos procesales penales con raigambre 
constitucional con el derecho a la libertad, que se constituye en el origen 
de la temática, menos podrá entenderse las consecuencias dentro del tipo, 
esto es, amenazas, restricciones, molestias, que comportan la vulneración 
del derecho a la libertad personal. Es decir, con la argumentación confusa, 
débil, deficitaria o inexistente en torno a la vinculación del debido proceso 
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(proceso conexo) y el derecho a la libertad personal, resulta entendible  el  
abordaje  dubitativo  sobre  la  tipología  de  los  hábeas  corpus durante la 
investigación preliminar. 
 
2.2. MARCO TEÓRICO 
2.2.1. LA EJECUCIÓN DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL 
La ejecución del Nuevo Código Procesal Penal en el ámbito del 
Distrito Judicial de Puno, y más concretamente en la Corte Superior de 
Justicia de Puno, es una de las variables del presente estudio. Esta 
variable, a su vez, comprende las siguientes dimensiones: 1º Difusión del 
nuevo código y, 2º Dotación de recursos. 
 
En este estudio se asume que la ejecución se refiere al acto de 
ejecutar, esto es, según Microsoft Encarta (2008), al acto de realizar las 
acciones que permitan lograr los objetivos propuestos o acordados para 
un determinado periodo. En el caso de la primera dimensión, se investigó 
el cómo se difundió el Nuevo Código Procesal Penal con la finalidad de 
garantizar su aplicación adecuada, por parte de los actores judiciales, en 
la Corte Superior de Justicia de Puno durante el año judicial 2015. 
 
En todos los casos, cuando se quiere ejecutar con éxito un proyecto 
o un plan, y en este caso, un nuevo código, es de vital importancia su 
difusión entre quienes van a ejecutar y entre quienes serán sus 
destinatarios o usuarios. Sin la difusión, a través de los medios pertinentes 
o adecuados, es imposible lograr una ejecución efectiva. Por 
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consiguiente, una de las medidas para determinar la ejecución de un 
código penal, según deja entender Hurtado (2014), es su difusión a 
través de todos los medios accesibles a los actores judiciales, por un lado;  
pero,  por  otro  lado,  es  necesario  también  difundir  en  la  ciudadanía, 
porque una sociedad bien  informada  acerca  de  las leyes, contribuye  
a  su aplicación correcta y oportuna. 
 
Por otro lado, la ejecución tiene que ver con la dotación de los 
recursos necesarios. Este término, según Herrera (2014), debe entenderse 
como provisión o asignación de lo que se necesita para la ejecución 
adecuada de una norma. Esta dotación, inclusive, comprende la dotación 
de hojas de papel y lapiceros, que en conjunto se denomina, material de 
escritorio. 
 
Veamos   a   continuación   en   qué   consisten   cada   una   de   
estas dimensiones de la variable en cuestión. 
 
a) Difusión de la norma: Para   Robbins y Coulter (2005), la “comunicación 
es la transferencia y la comprensión de significados. Lo primero que 
debemos observar en esta definición es el énfasis en la transferencia de 
significados”. Más adelante estos mismos autores sostienen que “la 
comunicación perfecta, si es que existe, se establecerá cuando el receptor 
percibe un pensamiento  o  idea  transmitido  exactamente  como lo 
previó el trasmisor”. Esto quiere decir, que la comunicación acerca del 
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NCPP debe ser interpretado, por parte de los actores judiciales y por parte 
de la ciudadanía, en los términos cómo está prescrito. 
 
Para Pantoja (2003), la difusión de las normas para garantizar su 
consideración y acatamiento es de vital importancia. Según el tratadista, 
el propósito de una norma sólo tendrá los efectos esperados cuando 
todos están enterados  y  conocen  de  su  contenido.  Ninguna  norma,  
por  más  que  su propósito sea para mejorar las condiciones de la 
sociedad o para lograr una mejor administración de la justicia, tendrá los 
efectos esperados sino se difunde en forma constante y efectiva. Por otro 
lado, como deja entender Meini (2014), no  sólo los administradores de 
justicia deben conocer obligatoriamente las normas, sino también la 
sociedad civil. La garantía de que las normas sean aplicadas tal como se 
prescribe y para que nadie interprete a su manera ni se aproveche de la 
ignorancia de los demás, es  necesario la difusión para que la sociedad 
también conozca la Ley.Por eso, en este estudio se da a conocer cuánto 
se difundió y a través de qué medios el Nuevo Código Procesal Penal en 
el ámbito de la ciudad de Puno. Lo que se sabe al respecto es que a nivel 
nacional, la mayoría de los ciudadanos desconocen los aspectos más 
elementales de las diferentes leyes. 
 
Por otro lado, Pantoja (2003) señala que las autoridades judiciales 
y el Colegio de Abogados son las instituciones que deben difundir todas 
las normas que directa o indirectamente incumben a la sociedad civil. Es 
una de las funciones que estas instituciones deben ejecutar 
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frecuentemente durante el año judicial. Claro que a veces esta difusión 
hacia la colectividad puede tener deficiencias, sin embargo, dentro de la 
institución, debe ser un asunto obligatorio y frecuente. 
 
Arias y García (2013) señalan que la difusión no se debe entender 
solo como aquella información que se transmite por una emisora radial o 
por un canal  de  televisión. Una  adecuada  difusión  comprende  el  uso  
de  diversos medios  disponibles.  Esto  es,  por  ejemplo,  que  los  jueces    
pueden  asistir constantemente a cursos y charlas de reforzamiento, a 
seminarios de implementación o capacitación, según sea el caso, para 
que  estén al tanto de la normatividad vigente y así puedan manejar las 
estrategias pertinentes para una adecuada y correcta interpretación en el 
momento de emitirse una resolución. 
 
Por otro lado, tal como sostienen Vásquez, Urquizo y Salazar 
(2011), los trabajadores administrativos de una dependencia judicial 
también deben conocer las normas que rigen el funcionamiento de la 
institución y, sobre todo, los procedimientos que  prescriben  las normas, 
según  sean  los casos. Por ejemplo, una secretaria de un juzgado, 
debe conocer el procedimiento del nuevo código procesal penal, para 
no incurrir en faltas administrativas que pueden entorpecer el proceso 
penal. 
 
Por su parte, tal como plantea Prado (2011), el Colegio de 
Abogados en cada región del país debe organizar en forma constante 
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cursos de capacitación o de actualización para que estén informados y 
actualizados sus afiliados en cuanto a los conocimientos que deben 
manejar para ejercer su profesión como corresponde. En muchos casos, 
algunos abogados, debido a la desinformación de los procedimientos o de 
las nuevas normas, cometen errores sencillos o fáciles de evitarse 
perjudicando a sus clientes. 
 
Según la teoría de la administración  en toda institución de 
servicios como es el caso del Poder Judicial, la comunicación es 
importante porque se constituye en su sistema nervioso. Es el sistema 
circulatorio de un distrito judicial como es el caso de Puno. Al respecto, 
Hitt y otros (2006) sostienen que “la mayoría de nosotros damos por hecho 
que la comunicación existe porque la practicamos a diario. Sin embargo, 
comunicarse con eficacia no es sencillo”. 
 
En otras palabras la comunicación de hecho existe y se da a 
diario dentro del Distrito Judicial de Puno y, en general, en todas las 
instituciones públicas y privadas, pero, ¿se da adecuadamente? Si se 
diese en forma adecuada y con la calidad necesaria, como  sostiene 
Salinas (2011), la mayoría de los problemas de la administración de justicia 
se superarían y la institución andaría por el camino correcto. Hoy día, como 
todos saben, es bastante criticada la forma cómo se administra la justicia 




Todos los teóricos de la comunicación afirman que la comunicación 
es concomitante a la naturaleza del ser humano. Sin embargo, saber 
comunicar con  efectividad es un asunto diferente. Lo que  se  trata  en  
una  institución judicial es que la comunicación no sea sólo natural y 
espontánea, sino profusa, racional y sistemática. Como señala Montoya 
(2012), la comunicación debe ser efectiva, es decir, debe lograr las 
respuestas o los resultados que se esperan. Todos se comunican 
naturalmente según las necesidades del momento, pero en la mayoría 
de los casos sin ninguna efectividad. Además, la existencia y 
funcionamiento   de   un   Poder   Judicial   no   puede   consistir   sólo   en   
la comunicación   espontánea,   tiene   que   ser   necesariamente   racional   
y sistemática. 
 
Para Montoya   (2012), lo racional y sistemático tiene que ver con 
la planificación de la difusión y el uso efectivo de los diferentes medios de 
comunicación que existen. Entre los medios de comunicación más usables 
se tiene a los boletines, las charlas, los cursos de capacitación, las cartillas, 
las revistas, la difusión radial y televisiva, las conferencias, los seminarios, 
etc. 
 
El Poder Judicial, según Pantoja (2003), tiene a disposición los 
medios masivos de comunicación para informar a la sociedad civil. Dentro 
de estos medios masivos se destacan la televisión, las emisoras radiales, 
los periódicos y las revistas. Inclusive ahora se puede explotar al máximo 
el sistema internet. Dentro de la institución judicial se tiene los boletines, 
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los periódicos murales, los documentos de gestión. Aparte de estos 
medios se debe aprovechar los medios de interacción social como las 
charlas, las entrevistas, las conferencias, los seminarios, los cursos, las 
asambleas, las dinámicas de grupo y otros. 
 
En el caso de la presente investigación,   el Nuevo Código 
Procesal Penal (NCPP) debe ser difundido   a través de todos   los 
medios señalados. Como señala Ramos (2010), “muchos errores en su 
aplicación son originados por la ausencia de una adecuada  difusión”. 
En la medida en que un juez conozca esta nueva norma, sus 
resoluciones serán coherentes. De la misma manera, en la medida en que 
los fiscales y los policías conozcan esta nueva norma, sabrán realizar las 
investigaciones y formular las acusaciones adecuadamente  en su  
momento  oportuno. De  la misma manera  se puede afirmar respecto 
del abogado. Un abogado sin conocimiento adecuado de las normas 
tendrá serios problemas durante el proceso de defensa de su cliente. Muy 
a pesar que es deber de su ejercicio profesional, muchos abogados del 
país no están premunidos con el conocimiento adecuado de la 
normatividad vigente. 
 
b) Dotación de recursos: Este título corresponde a la segunda dimensión de 
la variable: “Ejecución del NCPP”. Según Koontz, Weihrich y Cannice 
(2008), la dotación de recursos se refiere a la asignación del presupuesto, 
de los medios y materiales, así como de los recursos humanos necesarios 
para ejecutar un plan. Ninguna actividad  se podrá lograr sin estos 
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recursos. Como se ve, el término recurso, en esta investigación, no se 
refiere a la solicitud de un reexamen en los casos en que la resolución del 
juez sea desfavorable al interesado. El término se refiere al dinero, a 
los  medios y materiales de escritorio y a las personas. Por consiguiente, 
el término corresponde a la disciplina de la administración, ya que allí se 
habla de la provisión o dotación de recursos humanos, materiales y 
recursos económicos para ejecutar los planes. 
 
En efecto, para ejecutar un plan o proyecto hay que disponer de un 
personal suficientemente preparado y motivado. Aparte del personal, se 
debe disponer del financiamiento o de los dineros necesarios para su 
ejecución. En tercer lugar, son necesarios los materiales o los medios 
indispensables para su ejecución adecuada. A este proceso de disponer 
de los recursos señalados, dentro de la disciplina de la administración, se 
llama “provisión de recursos” o “dotación de recursos”. (Daft y Marcic, 
2006). 
 
De la misma manera, para que el NCPP se ejecute según los 
protocolos prescritos, es necesario que se disponga del personal 
calificado, de los medios y materiales necesarios y del presupuesto 
correspondiente. El nuevo código no se implementará con nuevos jueces 
ni con nuevos fiscales, sino con los que se dispone actualmente, pero este 
personal necesita ser capacitado en la comprensión, interpretación y 
aplicación de la nueva norma. Por eso, es importante la difusión en todas 
sus formas y a través de todos los medios en forma permanente. Por 
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otro lado, el personal administrativo que trabaja en la Fiscalía  y  en  el  
Poder  Judicial,  así  como  los  defensores  de  oficio,  deben conocer el 
procedimiento que implica la aplicación del nuevo código. 
 
Por  otro  lado,  tal  como  dejan  entender  Koontz, Weihrich  y  
Cannice (2008), las instancias que están involucradas en la aplicación del 
nuevo código requieren de medios y materiales de administración como 
computadoras, material de escritorio, archivadores, textos de consulta, etc.  
La disposición de estos recursos demanda la asignación de un 
presupuesto. 
 
No se trata de la difusión de las normas, como sostiene Cubas 
(2009), sino es necesario asegurar su aplicación con el personal idóneo, 
con los materiales indispensables y con el presupuesto que ello demanda. 
Quienes están obligados a garantizar que un proyecto o una norma se 
ejecute, como debe  ser,  es  la  autoridad  correspondiente  de  cada  
sector.  En  este  caso, cuando se trata del sector judicial, son las 
autoridades del Poder Judicial quienes debieron haber difundido y 
provisto de los recursos necesarios para que el NCPP se aplique 
adecuadamente en Puno. En el caso del Ministerio Público, de la 
Defensoría Pública y de la Policía Nacional,  deben ser sus respectivas 
autoridades quienes cumplan con la racionalización del personal que se 
dispone y motivarlos para que cumplan adecuadamente sus funciones. 
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La racionalización de los recursos es un factor importante para la 
efectividad de las decisiones que se toman en toda institución. En este 
caso, tanto el Poder Judicial, el Ministerio Público y la Defensa Pública 
deben racionalizar el uso de los recursos para una adecuada ejecución del 
NCPP. Según deja entender Daft y Marcic, (2006), racionalizar significa 
dotar a cada área u órgano de la institución, así como a cada persona que 
trabaja, de los recursos que mínimamente requiere para cumplir sus 
funciones o tareas encomendadas. El concepto de a cada quien según sus 
necesidades o requerimientos, es el concepto clave cuando se habla de 
racionalización. El caso de la racionalización del recurso humano, significa 
que en cada puesto deben asignarse a las personas que reúnan el perfil 
correspondiente. 
 
2.2.2. DIFICULTADES QUE AFRONTAN LOS ACTORES JUDICIALES 
En el presente estudio se considera como actores judiciales a los fiscales 
del Ministerio Público, a los jueces del Poder Judicial, a los abogados 
defensores, a los policías, a los imputados y a los agraviados. Sin 
embargo, en el presente estudio, debido a que los que interactúan y son 
los determinantes en la administración de la justicia, sólo se consideran a 
los fiscales, a los jueces y a los abogados defensores. En este sentido 
seguimos a Rivera (2001), quien sostiene que el triángulo de la 
administración de la justicia está constituido por tres sujetos activos: 1º Los 
contrincantes conformados por el abogado defensor y el fiscal; 2º El juez 
que es y debe ser el dirimente que aplica  la ley vigente según la demanda 
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de los contrincantes y las pruebas que acompañan. El imputado y el 
agraviado son los defendidos por sus respectivos abogados y, por tanto, 
son sujetos pasivos; mientras que la policía es el sujeto auxiliar cuya 
función básica es colaborar con la administración de la justicia según el 
requerimiento del Juez o del Fiscal. 
 
En el presente estudio se investiga las dificultades que traviesan 
o confrontan los sujetos activos de la administración de justicia dentro del 
marco del Nuevo Código Procesal Penal (NCPP). Según Salazar (2009), 
el nuevo código entró en vigencia en el Distrito Judicial de Puno en el 
mes de octubre del año 2008. Desde aquella fecha, según los sondeos 
que se tienen, tanto los jueces, los abogados y los fiscales atraviesan por 
muchas dificultades. En la mayoría   de   los   casos,   las   dificultades   
son   debidas   a   un   relativo desconocimiento del Nuevo Código Procesal 
Penal y, en la mayoría de las veces, por las deficiencias en la gestión 
administrativa, es decir, en la dotación de personal, en la asignación del 
presupuesto o de los medios y materiales indispensables. En otras 
ocasiones es la negligencia, la demora innecesaria en los trámites o el 
proceso burocrático. 
 
Cuando  se habla  en  este  estudio de  dificultades  que  atraviesan  
los actores judiciales, se hace referencia a las dificultades que confrontan 
durante el proceso común en el que se debe aplicar el nuevo código. Esta 
investigación focaliza su atención en el proceso común donde intervienen 
los actores judiciales. 
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El proceso común (ejecución): En esta investigación sólo abordamos el 
proceso común y no los procesos especiales. De acuerdo al Nuevo Código 
Procesal Penal (DL No. 957), el proceso común comprende tres etapas 
claramente identificables: la etapa de la investigación preparatoria, la etapa 
intermedia y la etapa del juzgamiento. Son los pasos básicos y 
secuenciales que se deben seguir, lo que implica el cumplimiento de los 
protocolos respectivos. Veamos cada una de estas etapas y sus 
características. 
 
Primera etapa: Corresponde a la investigación preparatoria. Es la etapa 
en la que el Fiscal debe recoger la información necesaria para tomar la 
decisión respecto de la formulación o no de la acusación. El Art. 321 del 
NCPP señala que: 
 
La Investigación Preparatoria persigue reunir los elementos de 
convicción, de cargo y de descargo, que permitan al Fiscal decidir si 
formula o no acusación y, en su caso, al imputado preparar su 
defensa. Tiene por finalidad determinar si la conducta incriminada es 
delictuosa, las circunstancias o móviles de la perpetración, la 
identidad del autor o partícipe y de la víctima, así como la existencia 
del daño causado. 
 
El proceso de investigación tiene carácter de reservado, salvo que 
se trate de las partes involucradas en el caso. Acerca del carácter de 
reservado de la investigación, en el Art. 324 del NCPP, se menciona que: 
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La investigación tiene carácter reservado. Sólo podrán enterarse de 
su contenido las partes de manera directa o a través de sus abogados 
debidamente  acreditados  en  autos. En  cualquier  momento  
pueden  obtener copia simple de las actuaciones”. 
 
Sin embargo, en el mismo artículo, numeral 2, se establece que: 
 
El Fiscal puede ordenar que alguna actuación o documento se 
mantenga en secreto por un tiempo no mayor de veinte días, prorrogables 
por el Juez de la Investigación Preparatoria por un plazo no mayor de 
veinte días,   cuando   su   conocimiento   pueda   dificultar   el   éxito   de   
la investigación. La Disposición del Fiscal que declara el secreto se 
notificará a las partes. 
 
La investigación preparatoria empieza cuando existe la comisión de 
un delito. Esta investigación puede ser de oficio por parte de la Fiscalía 
o en su defecto por una denuncia. En todos los casos el Fiscal debe 
constituirse inmediatamente al lugar de los hechos con el personal y los 
medios especializados necesarios. Sobre este punto, en el numeral 3 del 
Art. 329, se establece que: 
 
El Fiscal al tener conocimiento de un delito de ejercicio público de la 
acción  penal,  podrá  constituirse  inmediatamente  en  el  lugar  de  
los hechos con el personal y medios especializados necesarios y 
efectuar un examen con la finalidad de establecer la realidad de los 
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hechos y, en su caso, impedir que el delito produzca consecuencia 
ulteriores y que se altere la escena del delito. 
 
Si es la Policía la que tiene noticia de la comisión de un delito, lo 
debe poner  en  conocimiento  del  Ministerio  Público  inmediatamente  a  
través  del medio más rápido. 
 
Es el Fiscal que ve el caso quien tomará la decisión de formular  
la denuncia u ordenar el archivo previa evaluación de la denuncia y de 
todos los elementos  probatorios  recogidos  durante  las  diligencias.  En  
el  Art.  334, numeral 1, se establece lo siguiente: 
 
Si el Fiscal al calificar la denuncia  o después de haber realizado 
o dispuesto realizar diligencias preliminares, considera que el hecho 
denunciado no constituye delito, no es justiciable penalmente, o se 
presentan causas de extinción previstas en la Ley, declarará que no 
procede  formalizar  y  continuar  con  la  Investigación  Preparatoria,  
así como ordenará el archivo de lo actuado. Esta Disposición se 
notificará al denunciante y al denunciado. 
 
La etapa de la investigación preparatoria puede durar hasta ciento 
veinte días naturales e inclusive se puede prorrogar el plazo hasta por un 
máximo de sesenta  días  naturales.  En  los  casos  en  que  las  
investigaciones  sean complejas,  el  plazo  puede  ser  hasta  de  ocho  




Según Neyra (2010), “la investigación preparatoria persigue reunir 
los elementos de convicción, de cargo y de descargo, que permitan al fiscal 
decidir si formula  o no acusación  y, en su caso, al imputado preparar 
su defensa”. Más adelante, el mismo autor señala que “la finalidad de la 
investigación preparatoria no sólo es preparar la acusación sino que la 
actividad preliminar debe servir tanto para lo que determina   la inculpación 
como para lo que lo excluye, es decir, debe servir para preparar tanto   la 
acusación como la defensa”. 
 
Segunda etapa: Corresponde a la etapa intermedia. Esta etapa 
comprende el sobreseimiento, la acusación y el auto de enjuiciamiento.  
El Director de la etapa intermedia es el Juez de la investigación 
preparatoria. Es el Juez  quien  realizará  las  audiencias  correspondientes  
al  requerimiento  del Fiscal y de las partes, para finalmente realizar un 
pronunciamiento final, ya sea emitiendo el auto de enjuiciamiento o el 
sobreseimiento de la causa. 
 
Para Rivera (2001), el sobreseimiento consiste en desistir de la 
pretensión que se tenía. Es un tipo de resolución judicial que dicta un juez 
o un tribunal, suspendiendo un proceso por falta de causas que justifiquen 
la acción de la justicia. Habitualmente es una institución del derecho 
procesal penal. 
 
En el sobreseimiento el Juez, al ver la falta de pruebas o ciertos 
presupuestos, no entra a conocer el fondo del asunto o se abstiene de 
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seguirlo haciendo, pudiendo terminar el proceso antes de dictar sentencia. 
Por este motivo, dependiendo de la legislación, el sobreseimiento no da 
lugar normalmente a la situación de cosa juzgada, ya que el proceso 
se podría reabrir más adelante. Normalmente, el sobreseimiento se dicta 
mediante un auto, que puede ser objeto de recurso. 
 
Según el Art. 344 del NCPP, el Ministerio Público, después de haber 
dispuesto la conclusión de la investigación preparatoria, de conformidad 
con el numeral  1  del  Art.  343,  “decidirá  en  el  plazo  de  quince  días  
si  formula acusación, siempre que exista base suficiente para ello, o si 
requiere el sobreseimiento de la causa”.  En este mismo artículo, en el 
numeral 2, se establece los casos en que se procede con el 
sobreseimiento y son los siguientes: 
a)  El hecho objeto de la causa no se realizó o no puede atribuírsele al 
imputado; 
b)  El hecho imputado no es típico o concurre una causa de justificación, de 
inculpabilidad o de no punibilidad; 
c)   La acción penal se ha extinguido; y, 
d)  No existe razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos datos a la  
investigación  y no haya  elementos de  convicción  suficientes para 
solicitar fundadamente el enjuiciamiento del imputado. 
 
Si no procede el sobreseimiento, el Fiscal debe proceder con la 
acusación y ésta debe ser debidamente motivada, es decir, debe haber 
motivos suficientes como para formular la acusación. Según el Art. 349, 
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numeral 2, la acusación sólo puede referirse a los hechos y a las personas 
incluidas en la disposición de formalización de la investigación preparatoria, 
aunque se efectuare una distinta calificación jurídica. 
 
El auto de enjuiciamiento es la resolución judicial previa al 
juzgamiento. Con este auto el juez determina que el acusado sea juzgado 
según   los procedimientos correspondientes. Dentro de las cuarenta y 
ocho horas de la notificación, el Juez de la Investigación Preparatoria debe 
hacer llegar al Juez Penal que corresponda, la resolución de enjuiciamiento 
y todos los actuados correspondientes, así como los documentos y los 
objetos incautados. Si es el caso, se pondrá a la orden del Juez Penal a los 
presos preventivos. 
 
Según Neyra (2010), la etapa intermedia empieza inmediatamente 
después de haber culminado la investigación preparatoria. Con los 
resultados de la investigación, el Fiscal debe formular la acusación o 
solicitar el sobreseimiento ante el  Juez de la investigación preparatoria, 
según sea el caso. Por consiguiente, esta etapa termina con el 
dictamen del  Juez para enjuiciar o con el dictamen para el auto de 
sobreseimiento, según sea el caso. 
 
Tercera etapa: Es la etapa del juicio oral o el juzgamiento. Es la etapa 
principal del proceso y se realiza sobre la base de la acusación. Según 
el Art.359, numeral 1, “el juicio se realizará con la presencia ininterrumpida 
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de los jueces, el fiscal y de las demás partes, salvo lo dispuesto en los 
numerales siguientes”.  Una  vez  que  se  haya  instalada  la  audiencia,  
ésta  se  debe desarrollar en sesiones continuas e ininterrumpidas hasta 
su conclusión. Puede darse el caso que el debate no se realice en un solo 
día, en este caso, se debe continuar durante los días consecutivos hasta 
que se concluya. Según el Art. 360, numeral 2, la audiencia sólo se puede 
suspender por las razones siguientes: 
a) Por razones de enfermedad del Juez, del Fiscal o del imputado o su 
defensor; 
b) Por razones de fuerza mayor o caso fortuito; y, 
c) Cuando este Código lo disponga. 
 
Según Fuentes (2009), el juicio oral en el NCPP sufrió cambios   
muy sustantivos, ya que allí es donde se manifiesta notoriamente el tránsito 
del sistema acusatorio mixto al sistema acusatorio adversativo. Para López 
(2014), este nuevo sistema tiene un fuerte componente de oralidad y 
debate contradictorio, lo que exige tanto de los fiscales así como de los 
abogados defensores, una capacidad sobresaliente de oratoria forense y 
un conocimiento crítico y profundo del NCPP. 
 
En esta etapa el juicio se realiza en forma oral, pública y 
contradictoria y representa la fase central o principal del proceso. En este 
proceso el Juez o el tribunal decide, en base a los argumentos esgrimidos 




El Juez Penal o el Juez Presidente del Juzgado Colegiado son 
quienes dirigen  el  juicio  y  asumen  las  decisiones  que  sean  necesarias  
para  su desarrollo  adecuado  dentro  del  marco  legal.  Es  de  su  
responsabilidad garantizar el ejercicio pleno de la acusación y de la 
defensa de las partes. Es su responsabilidad garantizar un juzgamiento 
ceñido a la ley. 
 
Según el Art. 367, numeral 1, la audiencia no podrá realizarse sin la 
presencia del acusado y de su defensor. Para este efecto el Juez Penal 
debe haberlo citado en su momento oportuno y debe asegurar su presencia 
bajo apercibimiento de ser declarado contumaz. 
 
Cuando haya terminado el debate, los jueces pasarán a deliberar sin 
interrupción. Esta deliberación no podrá extenderse más allá de dos días, 
ni podrá extenderse por más de tres días en caso de enfermedad del juez 
o de alguno de los jueces del juzgado colegiado. De acuerdo al Art. 395, 
respecto de la culminación del debate, señala lo siguiente: 
 
Inmediatamente después de la deliberación, la sentencia será 
redactada por el Juez o el Director del Debate según el caso. Los 
párrafos se expresarán en orden numérico correlativo y referente a 
cada cuestión relevante.  En  la  redacción  de  las  sentencias  se  
pueden  emplear números en la mención de normas legales y 
jurisprudencia, y también notas al pie de página para la cita de 
doctrina, bibliografía, datos jurisprudenciales y temas adicionales que 
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sirvan para ampliar los conceptos o argumentos utilizados en la 
motivación. 
 
La sentencia puede ser absolutoria o condenatoria. 
 
El Art. 396 señala que después de terminarse con la redacción de la 
sentencia,  el  Juez  Penal,  unipersonal  o  colegiado,  según  sea  el  caso,  
y después de convocarse verbalmente a las partes, dará lectura a la 
sentencia. De esta manera la sentencia quedará notificada y las partes 
inmediatamente recibirán una copia de ella. La sentencia que se da lectura 
a las partes viene a ser la Resolución Judicial y ésta puede ser impugnada 
según los parámetros establecidos por la ley. 
 
Según Bacigalupo (2004), la oralidad en el proceso común está presente 
durante todo el proceso. Se desarrolla desde las diligencias preliminares, 
durante la investigación preparatoria y la etapa intermedia y, por su puesto, 
durante el juicio oral que es el proceso estelar del Nuevo Código 
Procesal Penal (NCPP). 
 
En las siguientes líneas se resumen las funciones básicas de los tres 
sujetos activos, según el Nuevo Código Procesal Penal (NCPP). 
a) El Ministerio Público: En el NCPP se determina que el Fiscal actúa en el 
proceso penal con independencia de criterio y adecua sus actos a un 
criterio  objetivo,  rigiéndose  únicamente  por  la  Constitución  y  la  Ley,  
sin perjuicio de las directivas o instrucciones de carácter general que emita 
39 
 
la Fiscalía de la Nación. Esta independencia de criterio exige que se 
precise el tipo de independencia, porque de ninguna manera es irrestricta 
ni liberal. El Ministerio Público para cumplir con sus obligaciones se rige 
por una serie de normas que, en todo caso, delimitan sus funciones. 
 
Por   ejemplo,   si   bien   el   Ministerio   Público   posee   amplio   
poder discrecional para la conclusión definitiva de la mayor parte de los 
casos, este no  tiene  facultad  para  tomar  decisiones  que  impliquen  la  
afectación  de derechos fundamentales; ya que para ello deberá acudir 
siempre al Juez de la investigación preparatoria. El Ministerio Público en 
lo que a la administración de justicia se refiere, tiene un carácter más 
administrativo que de enjuiciamiento debido en gran parte al elevado 
número de casos   que se proceden en la realidad. 
 
Según  el  Art.  60,  numeral  1,  “el  Ministerio  Público  es  el  titular  
del ejercicio de la acción penal. Actúa de oficio, a instancia de la 
víctima, por acción popular o por noticia policial”. Esto quiere decir que el 
Fiscal debe intervenir en la comisión de un delito para gestionar que la 
justicia castigue, según las leyes, a quienes son los responsables o 
culpables. Para este efecto desde el inicio conduce la investigación del 
delito con el auxilio de la Policía Nacional. 
 
Según el Art. 61 del NCPP, las atribuciones y obligaciones del 
Ministerio Público son los siguientes: 
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Conduce la investigación preparatoria: Es el Fiscal quien conduce la 
investigación preparatoria y para este efecto ordena la intervención de la 
policía para los casos que se deben establecer con claridad y ajustado a 
las normas vigentes. Por otro lado, el Fiscal es quien decide la estrategia 
de investigación y, en los casos que se amerite, decide la conducción 
compulsiva del omiso por parte de la Policía Nacional. Además, durante 
este transcurso y cuando corresponda hacerlo, puede solicitar al Juez las 
medidas que considere necesarias. 
 
Acata  las  causales  de  impedimento: El  Fiscal  está  obligado  a 
apartarse del conocimiento de una investigación o proceso cuando esté 
incurso en las causales de inhibición establecidas en el Art. 53. Según 
este artículo, el fiscal debe inhibirse por las siguientes causales: 
 
- Cuando directa o indirectamente tuviesen interés en el proceso o lo 
tuviere su cónyuge, sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguineidad o segundo de afinidad, o sus parientes por adopción o 
relación de convivencia con alguno de los demás sujetos procesales. En 
el caso del cónyuge y del parentesco que de ese vínculo se deriven, 
subsistirá  esta  causal  incluso  luego  de  la  anulación,  disolución  o 
cesación de los efectos civiles del matrimonio. De igual manera se tratará, 
en lo pertinente, cuando se produce una ruptura definitiva del vínculo 
convivencial. 
 
- Cuando tenga amistad notoria, enemistad manifiesta o un vínculo de 
compadrazgo con el imputado, la víctima, o contra sus representantes. 
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- Cuando fueren acreedores o deudores del imputado, víctima o tercero civil. 
 
- Cuando hubieren intervenido anteriormente como Juez o Fiscal en el 
proceso o como perito, testigo o abogado de alguna de las partes o de la 
víctima. 
 
- Cuando exista cualquier otra causa, fundada en motivos graves, que 
afecte su imparcialidad. 
 
Según el Art. 53, la inhibición se hará constar por escrito, con 
expresa indicación de la causal invocada. 
 
Pero, también, cuando el Fiscal no cumple con sus funciones o 
incurre en irregularidades puede ser reemplazo. En el Art. 62, numeral 1, 
se establece al respecto lo siguiente: 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Orgánica del Ministerio 
Público, el superior jerárquico de un Fiscal, de oficio o a instancia 
del afectado, podrá   reemplazarlo   cuando   no   cumple   
adecuadamente   con   sus funciones o incurre en irregularidades. 
 
Por consiguiente, el Ministerio Público es el titular del ejercicio de la 
acción penal, es decir, es el encargado de que la Ley se respete o se 
acate. Desde este punto de vista, el Fiscal está facultado para intervenir 
durante todo el proceso penal.  En el numeral 3, del Art. 61, se establece 
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que el Ministerio Público “interviene permanentemente en todo el 
desarrollo del proceso. Tiene legitimación para interponer los recursos y 
medios de impugnación que la Ley establece”. 
 
Según este artículo, el Fiscal que empieza la investigación 
preparatoria de un hecho delictivo no se queda en la investigación o en 
la denuncia, sino que debe monitorear el proceso penal hasta que el Juez, 
que ve el caso, emita la resolución de sentencia o de absolución 
correspondiente. 
 
En la presente investigación se asume que el Ministerio Público 
afronta una serie de dificultades durante el cumplimiento de sus 
funciones. ¿Cuáles son esas dificultades y en qué consisten? Esta es la 
pregunta central de esta segunda variable de la investigación cuyos 
resultados se dan cuenta en este informe. 
 
b) Los abogados de defensa pública: El abogado es el profesional del  
derecho  que  cumple  la  función  de  defender,  según  sea  el  caso,  al 
agraviado o al imputado. En este estudio que se realiza existen dos tipos 
de abogados: por un lado, el abogado de oficio, y, por otro lado, el abogado 
elegido. El abogado de oficio lo dispone el Servicio Nacional de la Defensa 
de Oficio, a cargo del Ministerio de Justicia y es gratuita para todas  
aquellas personas que están incursos en un proceso penal y que no tienen 
medios económicos para pagar los honorarios de un abogado particular. 
Mientras que el abogado elegido es aquel profesional solicitado por una 
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de las partes involucradas en el proceso penal, siendo sus servicios 
pagados por el interesado. 
 
En el Art. 80 del NCPP se establece al respecto lo siguiente: 
 
El Servicio Nacional de la Defensa de Oficio, a cargo del Ministerio 
de Justicia, proveerá la defensa gratuita a todos aquellos que dentro 
del proceso penal, por sus escasos recursos no puedan designar 
abogado defensor   de   su   elección,   o   cuando   resulte   
indispensable   el nombramiento de un abogado defensor de oficio 
para garantizar la legalidad de una diligencia y el debido proceso. 
 
Por otro lado, según el Art. 81, un abogado defensor puede 
patrocinar a varios imputados de un mismo proceso siempre y cuando que 
entre los imputados no haya incompatibilidad de defensa. Esto es así 
porque entre los imputados sólo es posible patrocinarse con un solo 
abogado cuando no se tiene expectativas judiciales contradictorios. 
También puede darse el caso que varios abogados defiendan a un solo 
imputado. A esto se denomina la defensa conjunta, según el Art. 82 del 
Nuevo Código Procesal Penal. 
 
Los  derechos  del  Abogado  Defensor,  según  el  Art.  84,  




1. Prestar asesoramiento desde que su patrocinado fuere citado o detenido 
por la autoridad policial. 
 
2. Interrogar directamente a su defendido, así como a los demás procesados, 
testigos y peritos. 
 
3. Recurrir a la asistencia reservada de un experto en ciencia, técnica o arte 
durante el desarrollo de una diligencia, siempre que sus conocimientos 
sean requeridos para mejor defender. El asistente deberá abstenerse de 
intervenir de manera directa. 
 
4. Participar en todas las diligencias, excepto en la declaración prestada 
durante la etapa de Investigación por el imputado que no defienda. 
 
5. Aportar los medios de investigación y de prueba que estime pertinentes. 
 
6. Presentar peticiones orales o escritas para asuntos de simple trámite. 
 
7. Tener acceso al expediente fiscal y judicial para informarse del proceso, 
sin más limitación que la prevista en la Ley, así como a obtener copia 
simple de las actuaciones en cualquier estado o grado del procedimiento. 
 
8. Ingresar a los establecimientos penales y dependencias policiales, previa 




9. Expresarse con amplia libertad en el curso de la defensa, oralmente y por 
escrito, siempre que no se ofenda el honor de las personas, ya sean 
naturales o jurídicas. 
 
10. Interponer cuestiones previas, cuestiones prejudiciales, excepciones, 
recursos impugnatorios y los demás medios de defensa permitidos por la 
Ley. 
 
De estos derechos se destacan como los más importantes la 
comunicación con el defendido, la participación en las diligencias, el 
acceso al expediente fiscal y judicial (carpeta), ingreso a los 
establecimientos penales y dependencias policiales y la libertad de 
expresión durante la defensa oral. A estos derechos también se les puede 
denominar como las funciones de un abogado defensor. 
 
Según la doctrina, las responsabilidades de un abogado defensor 
comprende  la  presentación  de  argumentos  orales  a  la  corte,  recoger  
e investigar documentos legales, desarrollar una relación adecuada con el 
cliente y defender su inocencia de la mejor manera posible. Las 
responsabilidades de un abogado son fundamentalmente de carácter 
intrínseco y para ello son necesarias una gran pericia legal y de empatía 
humana. (García, 2003). Sin importar la opinión pública respecto del 
cliente que se defiende, el abogado debe defenderlo y pelear por su 
inocencia hasta el último momento. El abogado viene a ser el mejor y único 
defensor del cliente. Así debe entenderse. 
46 
 






II. Etapa del juzgamiento 
o juicio oral 
 
JUEZ DE JUZGAMIENTO 
c) El Juez: En el proceso de reforma que se está viviendo, la función del 
Juez ha cambiado en comparación al antiguo código de procedimientos 
penales de 1940. El actual proceso acusatorio que instaura el NCPP le da 
al Juez una función acorde con los fundamentos de un estado de derecho 
democrático. 
 
Según Neyra (2010), el proceso  común del NCPP tiene tres  
etapas fundamentales y, en cada una de ellas interviene un juez, de tal 
forma que la función de cada etapa tiene relación directa en la función 
o rol que juega el Juez en cada una de ellas. En el siguiente esquema se 
advierte los roles de un Juez durante el proceso común. 
 
El proceso judicial en el NCPP se rige en gran parte bajo las 
disposiciones del Proceso Común, el cual está compuesto de tres etapas, 
tal como se ve en el esquema: 1) investigación preparatoria, 2) etapa 
intermedia y, 3) juzgamiento. 
 
 





FIGURA 1 : El rol del juez en las tres etapas del proceso común 
FUENTE : NCPP 
 
Según el Poder Judicial (2015), dentro de las nuevas instituciones 
en la Reforma Procesal Penal encontramos a los Jueces de la 
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Investigación Preparatoria y los Jueces de Juzgamiento (colegiado-
unipersonal) que conforman el Tribunal Oral. 
 
Así  el  rol  del  Juez  de  la  Investigación  Preparatoria  se  centrará  
a controlar  el  plazo  de  la  Investigación  realizada  por  el  Fiscal,  
dirigir  las audiencias judiciales en la fase de Investigación Preparatoria 
y resolver sobre la detención o prisión preventiva de los procesados. 
 
Asimismo, por su parte el Juez de Juzgamiento (colegiado- 
unipersonal) conocerá y juzgará las causas conforme al Nuevo Código 
Procesal Penal, conducirá el Juicio Oral y dictará sentencia. 
 
En la investigación preparatoria, el papel que asume el Magistrado 
es la de un Juez de Garantías. En esta etapa le corresponde realizar 
requerimientos al Fiscal, autorizar los pedidos de  constitución  de  las 
partes, pronunciarse sobre las medidas limitativas de derechos que 
requieren orden judicial, así como de las medidas de protección, en el 
caso que corresponda. Debe resolver las excepciones, cuestiones previas 
y prejudiciales, realizar los actos de prueba anticipada, controlar el 
cumplimiento de los plazos fijados por el código. Se puede acudir a él en 
el caso de no respetarse en la tramitación de la causa las garantías 
mínimas del proceso. 
 
En síntesis, ¿cuáles son las funciones del Juez de la Investigación 
Preparatoria según el NCPP? Las funciones del juez de la Investigación 
preparatoria son las siguientes: 
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- Formalización de transacción. 
- Emitir  el  auto  de  sobreseimiento  por  aplicación  del  principio  de 
oportunidad. 
- Resolver declinatoria de competencia. 
- Dictado de medidas de corrección o de protección a favor del imputado 
durante las diligencias preliminares o Investigación Preparatoria. 
- Pedido de tutelas por infracción de derechos. 
- Tomar conocimiento respecto de la formalización de la denuncia. 
- Controlar  el  cumplimiento  del  plazo,  así  como  su  prórroga,  en  las 
condiciones fijadas en el NCPP. 
- Realizar el reexamen judicial de actos procesales. 
- Conocer las cuestiones derivadas de la constitución de las partes y 
sujetos procesales. 
- Declaración de contumacia y ausencia 
- Emitir  auto  declarando  fundado  la  excepción  o  medio  de  defensa 
técnica. 
- Pronunciarse    sobre    la    procedencia,    modificación,    prolongación, 
revocatoria,  cese de las medidas restrictivas de derechos (personales o 
reales). 
- Pronunciamiento sobre la procedencia, término, cesación, revocatoria, 
prolongación de la prisión preventiva, o su cambio por comparecencia. 
- Dictar internamiento preventivo. 
- Disposición de evaluación y evacuación del imputado que se enfermara 
durante la privación de libertad. 
- Ordenar las diligencias de inspección judicial y reconstrucción. 
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- Ordenar el examen corporal del imputado. 
- Resolver nulidad de transferencias o gravamen fraudulentos. 
- Realizar el procedimiento para la actuación de prueba anticipada. 
- Resolver procedencia de diligencias preliminares. 
- Corte de la secuela del proceso por minoría de edad del imputado. 
- Disposición de la práctica pericial por razones de inimputabilidad del 
procesado o anomalía psíquica sobrevenida 
 
En la etapa intermedia, el Juez realiza el control del requerimiento 
fiscal (sobreseimiento o acusación fiscal), convocando a una audiencia 
para debatir los fundamentos del requerimiento efectuado. Si el 
requerimiento del Fiscal es de sobreseimiento y el Juez lo considera 
fundado, emitirá el auto de sobreseimiento, el cual puede ser recurrido. En 
el caso, si no lo considera procedente, expedirá un auto elevando lo 
actuado ante el Fiscal Superior para que ratifique o rectifique la solicitud 
del Fiscal Provincial. La etapa intermedia aludida es  también  conocida  
como  etapa  de  saneamiento,  ya  que  ella  es utilizada como filtro a fin 
de que en el juzgamiento el proceso se encuentre libre de impurezas que 
afecten o invaliden la prosecución de la causa. En resumen, esta etapa 
tiene por finalidad dejar expedito el camino para la realización del juicio 
oral en el caso que lo amerite. 
 
La etapa del juzgamiento es asumida por un  Juez distinto al 
de las etapas anteriores, a fin de evitar prejuicios que perturben o 
contaminen  la percepción del encargado de juzgar. En esta etapa se 
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materializa el principio de que quien instruye no juzga. Ésta es la etapa 
principal del proceso. El Juez tiene que verificar que la misma se realice 
sobre la base de la acusación, sin perjuicio de las garantías procesales 
reconocidas por la Constitución y los tratados del Derecho Internacional 
aprobados y ratificados por el Perú. Asimismo, siendo el director del juicio, 
ordenará los actos necesarios para su desarrollo, debiendo garantizar la 
igualdad jurídica de las partes (acusador- defensa). Además, deberá 
impedir aquellas alegaciones impertinentes y ajenas al objeto del 
proceso, encontrándose premunido de poderes disciplinarios y 
discrecionales. 
 
Es el juzgamiento el escenario de la prueba, en el que el Magistrado 
se forma su convicción respecto al themadecidendi propuesto en la 
acusación y por lo general opuesta por la defensa, ya que podría ocurrir 
que se evite el debate si los acusados (autores y participes) admiten los 
cargos formulados en la acusación y asuman el pago de la reparación civil. 
En esta etapa se distinguen tres partes de manera notoria, las cuales son: 
a) periodo de instalación del juicio, b) periodo probatorio, que comprende 
propiamente la actuación probatoria y, c) el periodo decisorio. 
 
Según recomienda Gimeno (2014), tanto acusador como defensa 
deben estar preparados en técnicas de litigación oral, toda vez que, el 
conocimiento de ese conjunto de habilidades y destrezas que la conforman 
marcarán la diferencia sustancial para inclinar la balanza en su favor y 
alzarse como vencedor en el litigio que regula este nuevo proceso penal. 
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En síntesis, ¿cuáles son las funciones del Juez de Juzgamiento 
(colegiado o unipersonal) en la fase del Juicio Oral?   Según el NCPP sus 
funciones son las siguientes: 
 
- Dictar auto de citación a juicio. 
- Dirigir la etapa de juzgamiento. 
- Resolver  los  incidentes  que  se  promuevan  durante  el  curso  de 
juzgamiento. 
- Emitir sentencia (absolutoria o condenatoria). 
 
Todos los actores asumen, según con sus intereses y situación en 
el proceso penal, diversas obligaciones y cargas; pero quien debe 
mantenerse como  vigilante  de  las  reglas  del  método  prescrito  para  la  
resolución  del conflicto, es el Juez. 
 
La imparcialidad de un Juez es un componente importante de la 
función jurisdiccional y, también, es una garantía para el justiciable. El Art. 
8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, dispone lo 
siguiente: 
 
Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en 
la sustentación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 
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o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden 
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
 
El sometimiento del Juez a la Constitución y la Ley determina su no 
sometimiento a cualquier voluntad, incluida la suya propia, en forma de 






















2.3. MARCO CONCEPTUAL 
2.3.1. Ejecución 
Este término se refiere al proceso de aplicación a partir del mes de  
octubre  del  año  2008  del  Nuevo  Código  Procesal  Penal  en  el  Distrito 
Judicial de Puno. Sin embargo, en el estudio que se pone a 
consideración de los señores jurados, se focaliza solo la ejecución del 
NCPP durante el año judicial 2015. 
 
2.3.2. Dificultades 
Se refieren a los obstáculos que durante el proceso de aplicación 
del Nuevo Código afrontan los actores activos de un proceso penal: 
jueces, fiscales y abogados. Sólo se toma en cuenta a los tres actores 
porque son los principales en un proceso penal. 
 
2.3.3. Difusión 
Es el proceso de comunicación de las normas vigentes para el 
conocimiento de los actores judiciales tanto activos como pasivos, así 
como para la población en general. En el caso del presente estudio se 
trata de la difusión del Nuevo Código Procesal Penal a través de los 
medios de comunicación existentes. 
 
2.3.4. Proceso común 
En esta investigación sólo abordamos el proceso común y no los 
procesos especiales. De acuerdo al Nuevo Código Procesal Penal (DL No. 
957), el proceso común comprende tres etapas claramente identificables: 
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la etapa de la investigación preparatoria, la etapa intermedia y la etapa del 
juzgamiento o juicio oral. 
 
2.3.5. Actores judiciales 
Se identifican dos clases de actores del proceso penal: 1º Los 
actores judiciales activos constituidos por los jueces, los fiscales y los 
abogados defensores; 2º Los actores judiciales pasivos constituidos por 
los imputados y los agraviados. 
 
2.3.6. Dotación de recursos 
Es la segunda dimensión de la variable “implementación del NCPP”. 
Se utiliza con el significado de provisión de personal profesional, de 
materiales y medios de escritorio y de presupuesto. Como en todos los 
casos, la ejecución de una media o, como en este caso, la ejecución de un 
nuevo código, implica una serie de necesidades. 
 
2.3.7. Defensores de oficio 
Son los abogados pagados por el Estado para defender a los 
imputados que no disponen de medios económicos para pagar los 
honorarios de un abogado particular. En el estudio solo se investiga a los 







2.4. HIPÓTESIS  
2.4.1. Hipótesis general 
La medida en que se relaciona la ejecución del Nuevo Código 
Procesal Penal con las dificultades que afrontaron los actores 
judiciales durante el proceso común penal (abogados, fiscales y 
jueces) en el Distrito Judicial de Puno, corresponde al grado muy 
alto. 
 
 2.4.2. Hipótesis específicas 
- El Poder Judicial, la Fiscalía y la Defensoría Pública difundieron el 
Nuevo Código Procesal Penal de vez en cuando y la medida en que 
dotaron de recursos necesarios para evitar dificultades durante el 
proceso común penal en el que intervinieron, fue regular. 
 
- La escala de valoración en la que se ubica la ejecución del Nuevo 
Código Procesal Penal, considerando en conjunto a las tres 
instituciones durante el año judicial 2015, en función de los datos 
recogidos respecto de las dimensiones de investigación: difusión y 
dotación de recursos, es la escala regular. 
 
- Las dificultades que afrontaron los defensores públicos durante el 
proceso común penal en el año judicial 2015, fue el 
desconocimiento e inadecuada aplicación  de  las  normas  del  
nuevo  código  y  algunas  debilidades  en  las técnicas de litigación 
oral; los fiscales también evidenciaron, en algunos casos, 
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desconocimiento de las normas, deficiencias en el trabajo en equipo 
con la Policía Nacional y la ausencia de un laboratorio de 
criminalística implementado y obstáculos para acceder a los 
diversos registros de información de las instituciones públicas; 
mientras que algunos jueces mostraron debilidades en la 
conducción de las audiencias según el protocolo establecido,   
mantuvieron algunas viejas prácticas del modelo inquisitivo y, en 
ocasiones, hubo  ausencia de unidad de criterio para emitir las 
resoluciones. 
 
- La escala de valoración en la que se puede ubicar las dificultades 
que afrontaron los actores judiciales (defensores públicos, fiscales 
y jueces), en conjunto, durante el proceso común penal, en el 
Distrito Judicial de Puno, durante el año judicial 2015, es 
correspondiente a la escala de vez en cuando o regular, es decir, 
tuvieron dificultades de vez en cuando. 
 
2.5. VARIABLES 
2.5.1. Variable independiente 
Ejecución del nuevo código procesal penal (NCPP) 
 
2.5.2. Variable dependiente 
Dificultades  que  afrontan los actores judiciales
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2.6. OPERACIONALIZACIÓN DE LAS VARIABLES  
 
VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES 
 
1. Ejecución del nuevo 




- Organización de cursos, seminarios, foros, etc. 
- Medios de comunicación masivos 
- Medios de comunicación institucional 
 
1.2. Dotación de recursos 
- Recursos económicos 
- Recursos materiales 










2. Dificultades que 





2.1. El Ministerio Público 
- Dificultades para conducir la investigación 
preparatoria 
- Dificultades para solicitar la intervención de 
la Policía nacional 
- Dificultades para dictar las disposiciones, 
providencias, formular los requerimientos y la 
acusación 
- Dificultades en las audiencias y en el juicio oral 





2.2. Los defensores de oficio 
- Dificultades en la comunicación con el defendido 
- Dificultades para la participación en las 
diligencias 
- Acceso al expediente fiscal y judicial (carpeta) 
- Dificultades en las audiencias y en el juicio oral 




2.3. Los jueces 
- Dificultades durante el control de la 
investigación 
- Dificultades en la administración de la etapa 
intermedia 
- Dificultades durante la etapa de instalación del 
juicio 
- Dificultades durante la etapa de la actuación 
probatoria 








METODOLOGÍA DE INVESTIGACIÓN 
3.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN 
Según  la  estrategia  de  investigación  para recoger los datos, el tipo de 
investigación es no experimental, es decir, es de tipo descriptivo. En esta 
investigación no se preparan las condiciones de investigación ni se 
manipula ninguna variable. Los datos se recogieron de los actores activos 
del proceso penal común a través de encuestas estructuradas. 
 
Por otro lado, según el propósito que se persigue, es 
correspondiente al tipo básico. En este sentido Álvarez (2003) señala que 
el tipo básico se caracteriza porque los resultados de la investigación son 
conocimientos acerca de las variables de estudio. Estos conocimientos 
sirven para incrementar, recrear o replicar los conocimientos que ya 
existen. En el caso de la presente investigación   se   trata   de   ampliar   
los   conocimientos   acerca   de   la implementación  del  Nuevo  Código  
Procesal  Penal  y  las  dificultades  que afrontan los actores del proceso 
penal en el Distrito Judicial de Puno. No se trata de ningún experimento 
en el que se tenga que demostrar la efectividad de alguna estrategia o de 
una determinada doctrina. 
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3.2. DISEÑO DE INVESTIGACIÓN:  
El diseño que se asume corresponde al tipo de investigación 









M : Muestra o población de estudio 
O : Observaciones 
V1 : Variable: “Ejecución del  NCPP” 
V2 : Variable: “Dificultades que afrontan los actores judiciales” 
r  : Coeficiente de correlaciónal  
 
Según este diseño, la muestra de estudio (M) estuvo constituida por 
los actores activos del proceso penal: los defensores públicos 
(abogados), los fiscales y los jueces. Las observaciones (O) son las 
informaciones o los datos que los actores activos  del proceso penal 
alcanzaron a través de las encuestas que se les aplicó. Los datos son 
referidos a la ejecución del NCPP (OV1) y a las dificultades que 
afrontaron (OV2) durante la ejecución del nuevo código en los  dos  últimos  
años  judiciales  (2015  y  2016).  Con  los  datos  de  ambas variables se 
procedió a determinar el coeficiente de correlación para determinar la 




En el presente estudio se investiga a todos los jueces, fiscales y a los 
defensores públicos que intervinieron en un proceso penal común como 
actores activos. Para el caso del presente estudio se consideran sólo a los 
actores que intervinieron durante el año judicial 2015 en el proceso penal 
común. No se toma en cuenta a ningún abogado ni actor judicial que esté 
al margen de los procesos penales en los que se aplicaron el Nuevo 
Código Procesal Penal (NCPP). Esta población de estudio se muestra 
en los siguientes tres tablas elaborados por el autor del presente estudio. 
TABLA 1 
POBLACIÓN DE JUECES DEL DISTRITO JUDICIAL DE PUNO, AÑO 2015 
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TOTAL 5 32 37 
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La cantidad de jueces que fueron investigados son 37, a quienes 
se les aplicó las encuestas correspondientes a las dos variables de 
estudio. Estos jueces, como se ve en el tabla, están distribuidos en toda 
la región Puno de acuerdo a la estructura institucional y las necesidades 
de servicio existentes en el sector. Se aplicaron dos tipos de encuestas: 
Una encuesta fue referida a la implementación del Nuevo Código 
Procesal Penal y la otra, a las dificultades que afrontan los actores 
judiciales. 
TABLA 2 
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TOTAL 23 59 82 




En el Ministerio Público trabajan como fiscales y en los diferentes 
órganos jurisdiccionales del área penal, la cantidad de 82 representantes. 
Dado que la población de estudio es reducida no se tomó en cuenta 
ninguna muestra de estudio. A esta población también se le aplicó las dos 
encuestas señaladas. Como se ve en la tabla, los fiscales están 
distribuidos de acuerdo a los requerimientos existentes y según la 
estructura institucional, en las provincias de la Región Puno. 
 
TABLA 3 
POBLACIÓN DE DEFENSORES PÚBLICOS DEL DISTRITO JUDICIAL DE PUNO, AÑO 
2015 
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TOTAL 3 31 34 
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En cuanto respecta a los defensores públicos, la cantidad de 
abogados de defensa pública que fueron investigados a través de las dos 
encuestas, son 34 defensores, tal como se muestra en la tabla 
correspondiente. 
 
3.4. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 
La principal técnica de investigación que se utilizó, para recoger datos 
correspondientes  a  las  dos  variables  de  estudio,  fue  la  encuesta.  Su 





Encuesta: Según Encinas (1987), la encuesta es una técnica muy 
utilizada en las investigaciones sociales como medio para obtener datos o 
información, que sólo pueden aportar los sujetos, sobre un determinado 
problema; constituye, a menudo, el único medio por el cual se puede 
obtener opiniones, conocer actitudes y recibir sugerencias. Más adelante 
dice que “la encuesta puede realizarse mediante el cuestionario o la 
entrevista”. Por nuestra parte   consideramos   que   el   instrumento   propio   
de   la   encuesta   es   el cuestionario. 
 
Según Microsoft® Encarta® (2008) la encuesta es un “conjunto de 
preguntas tipificadas dirigidas a una muestra representativa, para 
averiguar estados de opinión o diversas cuestiones de hecho”. El 
cuestionario, como instrumento de la encuesta, es una lista de preguntas 
que se proponen con un determinado fin. 
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En  el  caso de  la presente  investigación  esta  técnica se  utilizó  
para recoger datos referidos a las dos variables: 1ª Variable: Ejecución del 
Nuevo Código Procesal Penal, y 2ª Variable: Dificultades que afrontan los 
actores judiciales. Las preguntas del cuestionario fueron referidas a cada 
uno de los indicadores de las dos variables de estudio. Por consiguiente, la 
validez de contenido fue determinada con la coherencia entre los 
indicadores y los ítems de  cada  cuestionario.  Por  cada  indicador  se  
formuló  una  pregunta,  cuya ponderación responde al sistema vigesimal, 




Análisis documental: Como complemento se utilizó la técnica 
denominada Análisis Documental cuyo instrumento fue la Ficha de Análisis 
(ver anexo). Respecto de esta técnica, un docente de la Universidad 
Complutense de Madrid-España, aborda el tema del análisis de contenido, 
de la siguiente forma: 
 
Se  suele llamar análisis de  contenido  al conjunto de 
procedimientos interpretativos   de   productos   comunicativos   
(mensajes,   textos   o discursos) que proceden de procesos 
singulares de comunicación previamente registrados, y que, basados 
en técnicas de medida, a veces cuantitativas (estadísticas basadas 
en el recuento de unidades), a veces cualitativas (lógicas basadas en 
la combinación de categorías) tienen por objeto  elaborar  y  procesar  
datos  relevantes  sobre  las  condiciones mismas  en  que  se  han  
producido  aquellos  textos,  o  sobre  las condiciones que puedan 
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darse para su empleo posterior. El análisis de contenido, de hecho, 
se convirtió a finales del siglo XX en una de las técnicas de uso más 
frecuente en muchas ciencias sociales, adquiriendo una relevancia 
desconocida en el pasado a medida que se introdujeron 
procedimientos informáticos en el tratamiento de los datos. 
 
Su propia denominación de análisis de “contenido”, lleva a suponer 
que el  “contenido”  está  encerrado,  guardado  –e  incluso  a  veces  
oculto– dentro de un “continente” (el documento físico, el texto 
registrado, etc.) y que analizando “por dentro” ese “continente”, se 
puede desvelar su contenido (su significado, o su sentido), de forma 
que una nueva “interpretación” tomando en cuenta los datos del 
análisis, permitiría un diagnóstico, es decir, un nuevo conocimiento 





En el caso de la presente investigación se analizaron los informes 
anuales (Informe Memoria) del Poder Judicial y del Ministerio Público, en 
el que se hace referencia a la implementación del NCPP en los años 2015 
y 2016. 
 
3.5. PROCESO DE INVESTIGACIÓN 
Los pasos que se ejecutaron durante el proceso de recojo de datos 
fueron los siguientes: 
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Primero: Se identificaron a los sujetos de la investigación, en este caso, 
se identificó la oficina o la institución donde habitualmente trabajan los 
actores activos del proceso penal: jueces, fiscales y abogados de defensa 
pública. En la mayoría de las veces, no se pudo encontrar en sus oficinas 
a los sujetos del presente  estudio,  es por  eso,  que  esta  investigación  
duró muchos meses, aparte de las dificultades generadas por la falta de 
disponibilidad de tiempo. 
 
Segundo: Se elaboraron los instrumentos de investigación para la 
cantidad  de  sujetos  a  investigarse  y  según  los  criterios  de  validez  y 
confiabilidad. 
 
Tercero: Se aplicaron los instrumentos de investigación por separado en 
las fechas en que estuvieron disponibles los actores del proceso penal 
para resolver el cuestionario de preguntas de la encuesta. Este proceso 
tuvo una duración  de  aproximadamente  un  semestre,  debido  a  la  
ubicación  de  las oficinas donde se encontraban los sujetos de estudio 
y porque se tuvo que viajar al interior de la Región Puno para encuestar 
a los abogados de defensa pública de las diferentes provincias con la 
ayuda de auxiliares de investigación (colegas). Por otro lado, en la mayoría 
de las ocasiones los actores judiciales, considerados en la población de 
estudio, fueron reacios a la aplicación de la encuesta, lo que se sumó a 
las demás dificultades que se tuvo que afrontar para lograr la recolección 
de datos de acuerdo al plan previsto. En los hechos no se pudo cumplir 
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con el cronograma de recojo de datos, logrando en un tiempo prolongado, 
el recojo de datos requeridos para el estudio. 
 
3.6. PROCESO DE TRATAMIENTO DE DATOS 
Los datos recogidos  fueron  abordados considerando los siguientes 
estadígrafos: 
 
a) Tabla de Distribución Porcentual: Se elaboraron tablas de distribución 
porcentual para cada dimensión y para cada variable con los datos 
recogidos.  Los  datos  recogidos  se  ordenaron  y,  luego,  se  elaboraron  
las tablas estadísticas de acuerdo a las siguientes escalas de valoración. 
 
Según la escala de valoración que se muestra en la Tabla 4,  la opinión de 
los abogados, de los jueces y de los fiscales, se expresan en puntajes que 
pueden significar que la ejecución es muy buena, buena, regular, 
deficiente o muy deficiente. Dado que el instrumento de investigación 
aplicado a los actores judiciales, consistió en 10 ítems, fue posible el 
manejo de los datos según el sistema vigesimal.   Por esta razón, una 
encuesta fue tomada como si fuese una prueba escrita de conocimientos, 
en la que cada pregunta vale 2 puntos como máximo, si es que la 
respuesta era correcta, 1 punto si la respuesta era intermedia, y 0 puntos, 








ESCALA DE VALORACIÓN DE LA VARIABLE “EJECUCIÓN DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL” 
 




















Ejecución muy buena 
FUENTE: Adaptación de la escala de evaluación del aprendizaje del Ministerio de Educación. 
 
Por otro lado, la escala de valoración que se muestra en la Tabla 5, 
es para  analizar  e  interpretar  las  dificultades  que  afrontan  los  fiscales,  
los abogados de defensa pública y los jueces, durante los procesos 
penales que se ventilan en el Distrito Judicial de Puno. Las versiones de 
estos actores judiciales se organizan   en función de los datos recogidos a 
través de una encuesta. 
 
Las escalas cuantitativas se elaboraron considerando el sistema 
vigesimal que utiliza con frecuencia la Universidad Peruana para la 
evaluación del personal docente, del personal de trabajadores 
administrativos, para el aprendizaje de los estudiantes, etc.; mientras que 
la escala cualitativa es propuesta del autor del presente estudio en función 






















Afrontan dificultades de vez en cuando 
 
No afrontan dificultades 
 
Son excelentes en el proceso 
 
TABLA 5 























b) Figuras estadísticas: Para ilustrar algunas tablas de distribución 
porcentual, se elaboraron las figuras de columnas. Estas figuras sólo se 
elaboraron para las tablas generales correspondientes a las dos variables 
de estudio. No se analizan ni se interpretan, sino sólo se exponen como 
factores de ilustración de las tablas estadísticas. 
 
c) Media aritmética: Con la finalidad de determinar la tendencia de cada una 
de las variables de estudio, se halló la media aritmética, considerando los 
puntajes que cada uno de los sujetos de estudio obtienen en las encuestas 
que se les aplicó. La fórmula de la media aritmética es la siguiente: 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                   
∑                            Donde: 
̅: Media aritmética 
∑  Sumatoria 
fi : Frecuencias absolutas 
n: Muestra de estudio 
 
 
d) Prueba de hipótesis general: Se prueba la verdad de la hipótesis con 
el modelo estadístico denominado Coeficiente de Correlación de Datos 
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Agrupados en Clases de Karl Pearson. El procedimiento para esta prueba 
de hipótesis fue el siguiente: 
 
a)    Determinación de las hipótesis estadísticas: 
 
H i  Rxy   0 Existe un determinado grado de correlación 
 
H o   Rxy   0 No existe ningún grado de correlación 
 
 
b)    Estadística de prueba: 
 
Para hallar el coeficiente de correlación se aplicó la fórmula que 
se muestra. 
 
∑                           ∑              ∑ 
 
            √[    ∑                   ∑              ][  (∑          )       ∑              ] 
 
    Donde: 
n=Población o número de observaciones bivariables 
fx=Frecuencias marginales de la variable X 
 fy= Frecuencias marginales de la variable Y 
dx= Desviación respecto a un valor de X 




c) Regla   de  decisión  que  se  asume:   Para  interpretar  el  coeficiente  
de correlación (r) que se obtuvo, se tomó como criterio de decisión, 
la siguiente tabla de correlación. 
 
TABLA 6 
ESCALA VALORATIVA DEL COEFICIENTE DE CORRELACIÓN 
VALOR CUANTITATIVO SIGNIFICADO LITERAL 
-1 Correlación negativa grande y perfecta 
-0,9 a -0,99 Correlación negativa muy alta 
-0,7 a -0,89 Correlación negativa alta 
-0,4 a -0,69 Correlación negativa moderada 
-0,2 a -0,39 Correlación negativa baja 
-0,01 a -0,19 Correlación negativa muy baja 
0 Correlación nula 
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0,01 a 0,19 Correlación positiva muy baja 
0,2 a 0,39 Correlación positiva baja 
0,4 a 0,69 Correlación positiva moderada 
0,7 a 0,89 Correlación positiva alta 
0,9 a 0,99 Correlación positiva muy alta 
1 Correlación positiva grande y perfecta 
FUENTE: Valores del coeficiente de correlación de Karl Pearson 
 
 
Los signos tienen que ver con el tipo de correlación, en tanto que 
los valores cuantitativos (de 0.0 a 1.0), son los grados de correlación. De 
esta manera, si el valor del coeficiente de correlación es de signo 
negativo (-), quiere decir que el tipo de correlación es negativa,  indirecta 
o inversa; en tanto que si el signo es positivo (+), el tipo de correlación es 
positivo o directa. Por otro lado, si el coeficiente de correlación que se 
obtenga es equivalente a 1, quiere decir que la correlación es perfecta, lo 
que significa de otra manera, que en el 100% hay correlación entre las dos 








RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
4.1. EJECUCIÓN DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL 
Para recoger los datos de esta variable, se aplicó una encuesta con 10 
ítems referidos a las dos dimensiones (difusión y dotación de recursos) 
que comprende   la   variable.   El   cuestionario   consistió   en   cinco   
preguntas relacionadas con la difusión del NCPP y cinco preguntas 
relacionadas a la dotación de recursos. 
 
Los resultados de la encuesta aplicada a los jueces, a los fiscales y 
a los defensores públicos, se muestran a continuación en la tabla 
general, donde se juntan los datos; pero, luego, se presentan las tablas 
específicas de cada institución.   Es decir, primero se da a conocer cuál es 
la tendencia de las tres instituciones respecto de la ejecución del NCPP en 
el distrito judicial de Puno para, luego, ir a los casos particulares. 
 
Las tablas se elaboraron en función de la escala de valoración que 
se asumió y que exige que el cuestionario sea calificado en base a 20 
puntos. Esto quiere decir que cada pregunta fue ponderada con dos 
puntos. De esta manera, por ejemplo, en el ítem 1, dirigido a los jueces, 
la ponderación fue de la siguiente manera: 
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ESCALA DE VALORACIÓN f % 
Ejecución muy deficiente  (01-05) 
Ejecución deficiente         (06.10) 
Ejecución regular            (11-13) 
Ejecución buena              (14-17) 



















TOTAL 153 100 
 
¿Es   verdad   que   la   Corte   Superior   de   Justicia   de   Puno,   según   
sus competencias   y   obligaciones,   organizó   muchos   cursos   de   
capacitación referidos al Nuevo Código Procesal Penal para su ejecución 
adecuada? 
a) Es verdad                  (2) 
b) Sólo algunas veces  (1) 
c) No es verdad           (0) 
d) Si no es verdad, diga qué es lo que debió hacerse: …………………. 
…………………………………………………………………………….… 
Esta misma pregunta se formuló al Defensor Público así como al 
Fiscal, respecto de sus instituciones. Como resultado de la sumatoria de 
las puntuaciones de los tres actores se elabora la siguiente tabla, 
considerando la escala de valoración que se asume para organizar los 
datos y presentar didácticamente. 
 
TABALA 7 
EJECUCIÓN DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL SEGÚN LA 




















FUENTE: Encuesta aplicada a los actores judiciales, año 2013 
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FUENTE: Encuesta aplicada a los actores judiciales 
El  total  de  actores  judiciales,  entre  jueces,  fiscales  y  defensores 
públicos, que fueron investigados, suman 153 personas. De esa cantidad 
84 actores (54.90%) consideran que la ejecución del NCPP fue regular. 
Luego se tiene a 52 actores judiciales (33.98%) quienes consideran que la 
ejecución fue deficiente. en tercer orden se destacan 8 actores judiciales 
(5.22%) quienes consideran que la ejecución fue muy deficiente. en el otro 
extremo se registran a 3 actores judiciales (1.96%) quienes consideran que 
la ejecución fue muy buena. (Tabla 7). 
 
Del  análisis  de  los  datos  se  infiere  que  la  mayoría  de  los  
actores judiciales    (jueces,  fiscales  y  defensores)  consideran  que  la  
ejecución  del NCPP fue regular en el año judicial 2015. Esta percepción 
que tienen es en base a dos dimensiones: la difusión del nuevo código y la 
dotación de recursos para su ejecución adecuada. Esto quiere decir que 




del nuevo código fue regular y la dotación de recursos económicos, 
materiales y de personal fue también regular. 
 
Discusión: El objetivo que nos propusimos en la investigación, respecto 
de la variable 1, fue el siguiente: Establecer la escala de valoración en la 
que se puede ubicar la ejecución del Nuevo Código Procesal Penal, 
considerando en conjunto a las tres instituciones durante el año judicial 
2015, en función de los datos recogidos respecto de las dimensiones de 
investigación: difusión y dotación de recursos. Como hipótesis planteamos 
que la escala de valoración en   la   que   se   ubica   la   ejecución   del   
Nuevo   Código   Procesal   Penal, considerando en conjunto a las tres 
instituciones durante el año judicial 2015, en   función   de   los   datos   
recogidos   respecto   de   las   dimensiones   de investigación: difusión y 
dotación de recursos, es la escala regular. La tabla que acabamos de 
analizar confirma esta hipótesis, es decir, permite afirmar que 
efectivamente, la mayoría de los actores judiciales, en conjunto, señalan 
que la ejecución del NCPP corresponde a la escala de valoración 
denominada regular. 
 
Desde el punto de vista ideal, respecto de la ejecución de cualquier 
norma promulgada para un mejor servicio de la ciudadanía, se puede 
señalar que en el año judicial 2015, la ejecución del NCPP no fue buena ni 
muy buena, sino sólo regular. Esta afirmación se sostiene con la percepción 
del 54.90% de actores judiciales, a quienes se les aplicó la encuesta con 
preguntas referidas a dos dimensiones que determinan la buena o mala 
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ejecución del nuevo código  penal  en  la  Distrito  Judicial  de  Puno:  
difusión  de  la  norma  y  dotación  de recursos necesarios.  Por otro lado, 
se observa que en segundo orden están los actores judiciales en un 
33.98%, quienes consideran que la ejecución fue deficiente. Por 
consiguiente, se puede afirmar que la ejecución regular tiene tendencia a 
deficiente. 
 
Los pocos actores judiciales que consideran que la ejecución fue 
buena (3.92%) o muy buena (1.96%), suman porcentualmente sólo el 
5.88% que puede explicarse en el tipo de relaciones que algunos actores 
judiciales tienen con las autoridades de las tres instituciones, de quienes 
reciben algún tipo de prerrogativas o, en su defecto, relativamente tuvieron 
éxito en su participación en el proceso común penal.   Por consiguiente, el 
origen de sus opiniones favorables sería debido a factores personales. De 
la misma manera se puede señalar respecto de los actores judiciales que 
consideran que la ejecución fue muy  deficiente,  ya  que  en  estas  
opiniones  se  trasluciría  algún  tipo  de frustración o de fracaso profesional 
durante su participación en el proceso común penal. 
 
Además, con los resultados analizados se prueba lo que en la 
realidad se observa. Esta realidad se refiere al hecho que los defensores 
públicos así como  los  fiscales  evidencian  dificultades  durante  las  etapas  
del  proceso común, lo que hace suponer que  los inconvenientes 
afrontados tienen sus causas en el   conocimiento regular del NCPP y 
porque las autoridades correspondientes dotaron regularmente con los 
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recursos necesarios para su implementación adecuada. Por supuesto que 
estas conclusiones deben ser tomadas relativamente, ya que son sólo 
percepciones de los actores judiciales y del autor de la investigación. Una 
comprobación más confiable sería el monitoreo permanente durante todo 
un año, con criterios previamente establecidos,  para  que  al  final  se  
pueda  concluir  de  manera  contundente acerca de esta variable. No se 
puede realizar una observación permanente debido a muchos factores 
como el de tipo económico, temporal, institucional, administrativo, etc. 
 
En  cuanto  se   refiere   al  marco   teórico  que   se  asume  en  
esta investigación,  debemos   señalar  que   la  ejecución  de  una  
norma  debe consideran dos dimensiones concomitantes a su éxito o 
fracaso  (Calderón, 2013). Estas dimensiones son la difusión de la norma 
por todos los medios de comunicación y de manera didáctica, por un lado; 
y de otro lado, la dotación de los recursos materiales, económicos y del 
personal necesarios. La consideración de estas dos dimensiones que 
podemos también denominarlos como factores, son determinantes para 
una buena y adecuada ejecución del NCPP en el Distrito Judicial de Puno. 
 
Los resultados que la tabla analizada nos muestra, permite 
señalar que lo ideal teóricamente no corresponde a los hechos. Es decir, 
lo que se plantea teóricamente, en la realidad, no se ejecuta. En la teoría 
se plantea que la  difusión  de  la  norma  debe  realizarse  por  todos  los  
medios y  en  forma adecuada, es decir, didáctica. Como deja entrever 
Calderón (2013), no se trata de una difusión en términos de mucha 
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frecuencia y en términos de hacerlo por todos los medios existentes en la 
Región, sino de una difusión con estrategias metodológicas que permita 
llegar no sólo a los actores judiciales, sino a la ciudadanía que demanda 
justicia. 
 
Además, se trata de la organización de cursos, seminarios, foros y 
conferencias, que comprometan a  los actores judiciales y a  la 
ciudadanía. Estas actividades deben realizarse considerando la 
disponibilidad de tiempo de los beneficiarios y con el concurso de 
profesionales que oficien de ponentes con capacidad didáctica, aparte de 
un conocimiento contextual de las normas. 
 
En cuanto a la dotación de recursos, en este estudio se asumió que 
la ejecución adecuada del NCPP requiere necesariamente de la dotación 
de recursos materiales, de personal idóneo y de la dotación del 
presupuesto indispensable, tal como sostiene Peña (2013). Sin estos 
recursos es imposible que la ejecución de una norma sea exitosa. En 
general, cuando se trata de ejecutar cualquier proyecto o plan, siempre 
será necesaria la dotación de un conjunto de recursos materiales, 
económicos y del personal calificado para el trabajo (Parma, 2013). 
 
Según el análisis  e interpretación realizada a la tabla en cuestión, y 
de acuerdo a la teoría que se asume en este estudio, se puede señalar que 
lo planteado como una ejecución ideal o teórica, en los hechos no se 
cumple. Este es el caso de la ejecución del NCPP en el Distrito Judicial de 
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Puno, donde la ejecución, según la percepción de la mayoría de los actores 
judiciales, en conjunto, sólo fue regular en el año 2016. 
 
Seguidamente, se presentan las tablas particulares, es decir, las 
tablas de cada sector, con la finalidad de contar con una aproximación 
más objetiva de los resultados que respecto de esta variable, se recogieron 
durante la investigación. Los datos se presentan de manera muy detallada, 
considerando en cada tabla una dimensión y sus indicadores. 
 
4.1.1. DIFUSIÓN DEL NCPP 
El objetivo específico planteado para esta dimensión fue el siguiente: 
Señalar la frecuencia con que el Poder Judicial, la Fiscalía  y la 
Defensoría  de  Puno difundieron el Nuevo Código Procesal Penal. Se 
refiere a la primera dimensión de la variable “Ejecución del NCPP”. Para 
lograr este objetivo de investigación, se utilizó un cuestionario de preguntas 
dirigido a los tres actores judiciales. A cada actor judicial se formuló cinco 
preguntas que tienen que ver básicamente con la difusión de la norma, 
siendo las preguntas de la misma forma para todos. 
 
En las siguientes páginas se presentan las tablas, por separado, 
para los jueces, para los fiscales y, finalmente, para los defensores 
públicos. Se trata de ver cómo perciben cada uno de estos actores  
respecto de la difusión del NCPP que se realizó durante el año 2015. 
 
a) Percepción de los jueces:  Las  preguntas  formuladas  a  los jueces 





CRITERIOS DE VALORACIÓN  
TOTAL 
Es verdad Sólo algunas veces No es verdad 
f % f % f % f % 
1. ¿Es verdad que la Corte Superior de Justicia, 
según sus competencias y obligaciones, organizó 
muchos cursos de capacitación referidos al NCPP 

















2. ¿Es verdad que la Corte Superior de Justicia, 
según sus competencias y obligaciones, organizó 
seminarios referidos al NCPP para los jueces en 

















3. ¿Es verdad que la Corte Superior de Justicia, 
según sus competencias y obligaciones, organizó 
foros y conferencias referidos al NCPP para los 

















4. ¿Es verdad que la Corte Superior de Justicia, 
divulgó adecuadamente y en forma didáctica, por 
los    medios    masivos    de    comunicación,    los 
aspectos    pertinentes    del        NCPP    para    el 

























5. ¿Es verdad que la Corte Superior de Justicia, 
divulgó   adecuadamente   y   con   frecuencia,   el 
NCPP a través de revistas, boletines y trípticos al 

















PROMEDIO 4 10.80 18 48.64 15 40.53 37 100 
 
la  divulgación  de  la  norma  por  medios  de  comunicación  masiva  y 
medios internos de la institución, en este caso, al interior del Poder Judicial 
durante el año judicial 2015. Son los indicadores de la dimensión “difusión 
del NCPP”. 
 
Los jueces investigados fueron en la cantidad de 37 personas. De 
esa cantidad de jueces, se tiene que un promedio de 18 jueces (49%), 
perciben que sólo algunas veces se realizó la difusión del NCPP.   En 
segundo orden se destacan 15 jueces (40%), quienes señalaron que no 
es verdad que se haya realizado la difusión como se plantean en las 
preguntas. Luego se tiene a un promedio de 4 jueces (11%), quienes 
respondieron que es verdad que se haya realizado la difusión en los 
términos cómo se plantea la pregunta. (Tabla 8). 
TABLA 8 





























Para los tres primeros indicadores las preguntas tuvieron la siguiente 
forma: ¿Es verdad que  la Corte  Superior de Justicia de  Puno, según  
sus competencias   y   obligaciones,   organizó   muchos   cursos   de   
capacitación referidos al Nuevo Código Procesal Penal para los jueces, 
para los fiscales y para los defensores públicos? Mientras que los 
siguientes dos indicadores se formularon  de  la  siguiente  manera:  ¿Es  
verdad  que  la  Corte  Superior  de Justicia de Puno, dentro de sus 
competencias y obligaciones, aparte de los cursos de capacitación que 
debió organizar, divulgó adecuadamente y en su momento oportuno, las 
novedades y cambios que significaban la ejecución del NCPP, a través 
de los medios de comunicación masivos y a través de los medios 
internos? 
 
Como señala Momethiano (2011), la gestión de la justicia empieza 
por la difusión de las normas que no sólo deben conocer bien los 
magistrados, sino también  los  demás  actores  de  la  justicia  y  la  
ciudadanía  demandante  de justicia.   Esta difusión no debe entenderse 
como una acción de información periodística, sino como una acción de 
educación didáctica que permita tomar conciencia de la importancia de 
las normas y de sus procesos de aplicación. De ahí que adquiere 
importancia la organización de seminarios, de charlas, de conferencias y 
foros de socialización de la norma. Esta difusión en los términos señalados 




Según la tabla analizada, la difusión del NCPP, en los términos 
como se plantea, se realizó sólo algunas veces, según la percepción de 
la mayoría de los jueces investigados. 
 
b) Percepción de los fiscales: En la tabla que a continuación se 
presenta, se muestran los resultados de la aplicación del cuestionario de 
preguntas, a los fiscales. La cantidad de fiscales investigados fueron 82 
personas. El cuestionario consistente en cinco preguntas o ítems, son las 
mismas preguntas formuladas a los jueces. Es decir, lo que se quiere 
saber aquí es lo que perciben los fiscales respecto de la difusión del NCPP 
durante el año 2015. No debemos olvidar que estos datos son según la 
percepción de los fiscales, porque de hecho que en los documentos 
existentes y refrendados por las autoridades respectivas, hay otra  
versión  que más adelante se  dará a conocer. 
 
TABLA 9 
PERCEPCIÓN DE LOS FISCALES RESPECTO DE LA DIFUSIÓN DEL NCPP, AÑO 2015 
FUENTE. Encuesta aplicada a los fiscales. 
 
ÍTEMS 
CRITERIOS DE VALORACIÓN  
TOTAL 
Es verdad Sólo algunas veces No es verdad 
f % f % f % f % 
1. ¿Es verdad que el Ministerio Público, según sus 
competencias y obligaciones, organizó muchos cursos 
de capacitación referidos al NCPP para los fiscales en 














2. ¿Es verdad que el Ministerio Público, según sus 
competencias y obligaciones, organizó seminarios 














3. ¿Es verdad que el Ministerio Público, según sus 
competencias y obligaciones, organizó foros y 















4. ¿Es verdad que el Ministerio Público, divulgó 
adecuadamente y en forma didáctica, por los medios 
masivos de comunicación, los aspectos pertinentes del 














5. ¿Es verdad que el Ministerio Público, divulgó 
adecuadamente y con frecuencia, el NCPP a través de 



























41.46 82 100 
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De 82 fiscales investigados, un promedio de 45 fiscales (54.87%) 
respondieron que la difusión sólo fue algunas veces. Luego, se tiene, en 
segundo orden, a un promedio de 34 fiscales (41.46%) que consideran que 
no es verdad que la difusión del NCPP se haya realizado en los términos 
cómo se debe realizar. (Tabla 9). De estos datos se infiere que la mayoría 
de los fiscales consideran que la difusión del NCPP se realizó 
regularmente. 
 
Según Abanto (2011), el Fiscal es el funcionario público, integrante 
del Ministerio  Público,  que  dirige  materialmente  el  proceso  de  
investigación criminal  y  el  ejercicio  de  la  acción  penal  pública. Debe  
salvaguardar  el cumplimiento de la ley en los casos que interviene. Para 
este efecto necesita estar al tanto y en forma permanente de la 
normatividad vigente. En la media en que los casos penales sean 
diversos, el fiscal debe estar en permanente actualización respecto de 
las normas que debe considerar cuando debe dirigir la investigación 
preparatoria y cuando debe presentar la acusación respectiva. 
 
Como señala Hurtado (2005) el Fiscal ve el cumplimiento de la ley 
en favor del Estado o en favor de la ciudadanía, según sean los casos. Por 
eso, uno de los actores judiciales que debe estar al tanto de la normatividad 
vigente son los fiscales. En la mayoría de las veces, esta actualización 
permanente debe ser promovida por la institución respectiva, es decir, por 
el Ministerio Público. Cada institución maneja estrategias pertinentes para 
llegar a sus miembros y, al mismo tiempo, para llegar a la población con 
los contenidos que considera importantes. 
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De acuerdo al análisis e  interpretación de la tabla en cuestión, 
esta difusión, en los términos como debe concebirse, sólo se realizó 
algunas veces, es decir, de otra manera podemos señalar que sólo fue 
regular. Esta es   la percepción de la mayoría de los fiscales, lo que debe 
motivar a las autoridades respectivas, mejores acciones de difusión en el 
siguiente año judicial. 
 
c) Percepción de los defensores públicos: Como se puede 
entender, no sólo los jueces y los fiscales deben conocer adecuadamente 
la normatividad vigente y, en este caso, los preceptos del NCPP. Los 
defensores públicos  también  están  obligados,  por  la  misma  naturaleza  
de  su  función. Como sostiene Hurtado (2005), muchas veces el 
desconocimiento de la normatividad vigente, hizo  que  los abogados 
defensores incurran  en faltas elementales, perjudicando a sus 
patrocinados. 
 
En el presente estudio se investigó a 34 defensores públicos. Las 
preguntas que se les formuló son las mismas que se formularon a los 
jueces y a los fiscales, con la única diferencia que la difusión que se debe 
realizar se refiere a la institución a donde pertenecen. En este caso, se trata 
de la difusión que debió realizar la Defensoría Pública de Puno durante el 







CRITERIOS DE VALORACIÓN  
TOTAL 
Es verdad Sólo algunas veces No es verdad 
f % f % f % f % 
1. ¿Es verdad que la Defensoría Pública, según sus 
competencias y obligaciones, organizó muchos cursos 
de capacitación referidos al NCPP para los abogados 














2. ¿Es verdad que la Defensoría Pública, según sus 
competencias y obligaciones, organizó seminarios 















3. ¿Es verdad que la Defensoría Pública, según sus 
competencias y obligaciones, organizó foros y 
conferencias referidos al NCPP para los abogados 














4. ¿Es verdad que la Defensoría Pública, divulgó 
adecuadamente  y  en  forma  didáctica, por los medios 
masivos de comunicación, los aspectos pertinentes del 














5. ¿Es verdad que la Defensoría Pública, divulgó 
adecuadamente y con frecuencia, el NCPP a través de 


























32.35 34 100 
 
TABLA 10 
PERCEPCIÓN DE LOS DEFENSORES PÚBLICOS RESPECTO DE LA DIFUSIÓN 



























FUENTE. Encuesta aplicada a los jueces. 
 
 
De 34 defensores públicos investigados, un promedio de 21 
defensores respondieron en la encuesta que sólo algunas veces se 
difundió adecuadamente el NCPP. Luego se tiene a un promedio de 11 
defensores (32.35%) quienes señalaron que no es verdad que se haya 
difundido en los términos cómo debe ser. En el otro extremo se tiene a 2 
defensores (5.88%) quienes señalaron que  es verdad que la difusión se 
haya realizado como debe ser. (Tabla 10). Del análisis de esta tabla se 
infiere que la mayoría de los defensores  públicos  consideran  que  la  
difusión  del  NCPP  por  parte  de  la Defensoría Pública sólo fue regular 
en el año judicial 2015. 
 
Hasta aquí se puede señalar que la hipótesis planteada respecto de 
esta dimensión, se comprueba con las versiones producto de las 
86 
 
percepciones de los tres actores activos del proceso común penal. Se 
asumió como hipótesis que la mayoría de los actores judiciales consideran 
que la difusión sólo fue regular, lo que con las tablas analizadas hasta aquí, 
se comprueba que efectivamente fue así. 
 
4.1.2. DOTACIÓN DE RECURSOS 
Cuando se habla de dotación de recursos nos referimos a los 
recursos materiales, económicos y personal de técnicos y profesionales 
para ejecutar adecuadamente el NCPP. Por eso, se planteó como objetivo 
de investigación señalar la medida en que se dotaron de los recursos 
económicos, materiales y del personal necesario para evitar dificultades 
durante el proceso común penal en el que intervienen los actores 
judiciales. Se trata de la segunda dimensión de la variable “Ejecución del 
NCPP”.  De la misma manera que en la dimensión anterior, para recoger 
los datos respecto de esta dimensión, se formuló cinco preguntas en un 
cuestionario dirigido a los tres actores judiciales. La otra fuente de datos, 
los documentos, fue imposible acceder debido a los trámites y a los 
obstáculos burocráticos que caracterizan a estas instituciones. 
A continuación se presentan estos datos en el siguiente orden: 
Primero la tabla estadística referido a la percepción  de los jueces; 
luego, de los fiscales; y, en tercer lugar, de los abogados de defensa 
pública. 
a) Percepción de los jueces: Como ya se mencionó en el marco teórico, 
los recursos se refieren a lo económico, al personal necesario y a los 






CRITERIOS DE VALORACIÓN  
TOTAL 
Sí Regularmente No 
f % f % f % f % 
1. ¿Considera usted que al Poder Judicial se le 
asignó un presupuesto suficiente para aplicar 

















2. ¿Considera usted que los jueces están bien 
remunerados, como debe ser, para cumplir con su 
trabajo adecuadamente durante el proceso de 

















3. ¿Considera usted que el Poder Judicial fue 
provisto de los recursos materiales necesarios 
(materiales  de escritorio,  computadoras, 


























4.   ¿Considera   usted   que   los   jueces   están 
provistos de los recursos materiales necesarios 
(materiales  de escritorio,  computadoras, 
bibliografía   y   otros)   para   cumplir   con   sus 
































5. ¿Considera usted que el Poder Judicial está 
provisto   del   personal   administrativo   necesario 



































PERCEPCIÓN DE LOS JUECES RESPECTO DE LA DOTACIÓN DE RECURSOS 
































FUENTE. Encuesta aplicada a los jueces. 
 
 
De  37  jueces  investigados,  un  promedio  de  18  jueces  (48.64%) 
señalaron que la dotación de recursos fue regular. En segundo orden se 
destacan 15 jueces (40.54%) quienes respondieron que no se dotó de los 
recursos necesarios. En el otro extremo se tiene a 4 jueces (10.81%) que 
señalaron que sí se dotó de los recursos. Del análisis de la tabla se infiere 
que la mayoría de los jueces señalan que la dotación de recursos fue 
regular en el año judicial 2015. (Tabla 11). 
 
La ejecución de cualquier actividad requiere de un conjunto de 
recursos. Como señala Chiavenato (2001), los planes, los proyectos y las 
normas se implementan adecuadamente en la medida en que se dispone 
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de todos los recursos  indispensables.  Por  consiguiente, la  dotación  de  
recursos  es  una medida y una decisión que las autoridades respectivas 
deben tomar para que se asegure la ejecución de la actividad. Este es el 
caso de la ejecución del NCPP que es todo un proceso de carácter 
administrativo, técnico, jurídico y social. De acuerdo a las versiones de los 
jueces investigados, en el poder judicial no siempre se contó con los 
materiales necesarios ni con el personal administrativo suficiente. 
 
Por ejemplo, en cuanto se refiere al presupuesto destinado al Poder 
Judicial, como es de conocimiento público, el Estado generalmente no 
asigna el presupuesto que se requiere. Por consiguiente, es lógico que los 
actores judiciales señalen que el presupuesto asignado no fue suficiente. 
De la misma manera, cuando se trata de la implementación de una 
nueva ley, muchas veces, el personal disponible tarda en adaptarse y 
actualizarse para una adecuada implementación y, por consiguiente, es 
lógico que muchos de los actores judiciales sostengan que en los primeros 
meses o años no se tuvo el personal  adecuado.  Con  el  transcurrir  de  
los  años  estas  deficiencias  o carencias se van superando como sucede 
actualmente en el Distrito Judicial de Puno. 
 
b) Percepción  de  los  fiscales: Las  preguntas  formuladas  a  los fiscales 
fueron en el mismo sentido que las preguntas formuladas a los jueces. 
Como se sabe, no sólo el Poder Judicial debe contar con todos los 
recursos necesarios, sino   también la fiscalía. Además, los recursos 





CRITERIOS DE VALORACIÓN 
 
TOTAL 
Sí Regularmente No 
f % f % f % f % 
1. ¿Considera usted que al Ministerio Público de Puno 


















2.   ¿Considera   usted   que   los   fiscales   están 
adecuadamente remunerados   para cumplir con su 

















3. ¿Considera usted que el Ministerio Público, como 
institución, está provisto de los recursos materiales 
necesarios (materiales de escritorio, computadoras, 

















4. ¿Considera usted que los fiscales están  provistos 
de los recursos materiales necesarios (materiales de 
escritorio, computadoras, bibliografía y otros) para 


























5. ¿Considera usted que el Ministerio Público está 
provisto del personal administrativo necesario para 



































PERCEPCIÓN DE LOS FISCALES RESPECTO DE LA DOTACIÓN DE RECURSOS 




























FUENTE. Encuesta aplicada a los fiscales. 
 
 
De 82 fiscales encuestados, se tiene que un promedio de 45 fiscales 
(54.87%) consideran que la dotación de recursos en su institución y para 
el cumplimiento de sus funciones, fue regular. En segundo orden se 
destaca un promedio de 34 fiscales (41.46%) quienes señalaron que la 
dotación fue deficiente. Los fiscales que consideran que la dotación fue 
buena son sólo un promedio de 3 fiscales (3.65%). Como se puede 
observar, la mayoría de los fiscales consideran que la dotación de recursos 
fue regular. (Tabla 12). 
 
Entre algunas carencias que muchas veces impidieron una 
operatividad dinámica en la labor de los fiscales fue la ausencia de 
movilidad, el aparato burocrático que dilata el trámite de los expedientes 
para la actuación de los fiscales, la falta de apoyo oportuno de los 
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trabajadores administrativos para la disponibilidad de los documentos 
necesarios para las diligencias. Por otro lado, la falta de más fiscales para 
una población en constante crecimiento, genera problemas de atención a 
todas las demandas de intervención del Ministerio Público.  Estas y otras 
razones son las que dieron lugar para que la mayoría de los fiscales 
señalen que la dotación de recursos, considerando los recursos materiales, 
económicos, de personal profesional y técnico necesarios. 
 
c) Percepción de los defensores públicos: Según la Ley 29369, Art. 
2, el Servicio de Defensa Pública tiene la finalidad de asegurar el derecho 
de defensa proporcionando asistencia y asesoría técnico legal, a las 
personas que no cuenten con recursos económicos y en los demás casos 
en que la Ley expresamente así lo establezca. Algunos principios del 
Servicio de Defensa Pública, son los siguientes: la probidad, independencia 
funcional, confidencialidad, unidad de actuación, gratuidad, 
desconcentración y diversidad cultural. 
 
De 34 defensores públicos investigados, un promedio de 21 
defensores (61.76%)  señalaron  que  la  dotación  de  recursos  fue  regular.  
Luego,  en segundo orden se destaca un promedio  de 12 defensores 
(35.29%) quienes señalaron que no hubo una dotación adecuada de 
recursos necesarios. Sólo un defensor (2.94%) señaló que sí hubo 
dotación de recursos. De acuerdo al análisis de los datos se puede concluir 
que para la mayoría de los defensores públicos  la  dotación  de  recursos  
económicos,  materiales  y  de  personal necesario fue regular en el año 





CRITERIOS DE VALORACIÓN 
 
TOTAL 
Sí Regularmente No 
f % f % f % f % 
1.  ¿Considera  usted  que  a  la  Defensoría  Pública, 
como   institución,   se   le   asignó   un   presupuesto 

















2. ¿Considera usted que los defensores de oficio 
cuentan con los recursos económicos suficientes para 


















3. ¿Considera usted que las oficinas de la Defensoría 
pública, como institución, está provisto de los recursos 
materiales    necesarios    (materiales    de    escritorio, 
computadoras,   bibliografía   y   otros)   para   aplicar 

























4. ¿Considera usted que los defensores de oficio están 
provistos de los recursos materiales necesarios 
(materiales de escritorio, computadoras, bibliografía y 
otros) para cumplir con sus funciones adecuadamente 

























5. ¿Considera usted que la Defensoría Pública, como 
institución, está provista del personal administrativo 



































PERCEPCIÓN DE LOS DEFENSORES PÚBLICOS RESPECTO DE LA 



































Según las versiones de los abogados con quienes se pudo 
conversar, señalaron que a diario reciben la visita de decenas de 
ciudadanos en procura de asistencia jurídica. Los abogados que trabajan 
en la defensoría pública no se abastecen para atender esta gran demanda.  
Se requiere, dijeron de más personal  administrativo,  de  material  de  
escritorio,  de  movilidad.  El  Poder Judicial y la Fiscalía cuentan con un 
buen número de unidades móviles para cumplir con sus funciones; 
mientras que la defensoría pública carece de este servicio y, por eso, se 
atraviesa por muchas dificultades para servir mejor a los ciudadanos de 




4.2. LAS DIFICULTADES QUE AFRONTARON LOS ACTORES 
JUDICIALES 
En este estudio se asume que la deficiente ejecución del NCPP, según la 
percepción de los actores judiciales, da lugar a las dificultades que durante 
el proceso común penal afrontan. Al respecto, Peña (2013) deja entrever 
que las dificultades que durante el proceso penal afrontan los jueces, los 
fiscales o los defensores públicos se deben a las deficiencias en la 
ejecución de la Ley. En otro momento señala que la ejecución de la Ley no 
implica sólo el conocimiento de los preceptos, sino sobre todo, la actuación 
de un conjunto de profesionales, del uso de medios y materiales, de la 
disponibilidad de recursos económicos. El sólo hecho de conocer la Ley, 
sin que haya mecanismos ni medios para ejecutarlo, es como si la Ley no 
estuviese considerándose. 
 
En este estudio, como ya se sabe, los actores judiciales son los 
fiscales, los defensores públicos y los jueces. Para conocer las dificultades 
que afrontaron cada uno de estos actores, se aplicó una encuesta a cada 
uno de ellos.  Los encuestados en este caso son los mismos a quienes se 
les preguntó respecto de la difusión del NCPP y acerca de la dotación de 
recursos. De esta manera, la ejecución del  NCPP y las dificultades que se 
afrontaron durante el año judicial 2015, tiene como fuente de datos a los 
mismos protagonistas. Es cierto que las versiones de los investigados 
pueden diferir con respecto de la realidad, ya que la carga emocional y los 
intereses personales pueden influir en el momento de responder a las 
preguntas formuladas   del cuestionario. Sin embargo, cuando se tiene la 
versión de los tres actores principales, respecto de los mismos indicadores, 
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ESCALA DE VALORACIÓN f % 
Afrontan muchas dificultades  (01-05) 
 
Afrontan dificultades                (06-10) 
Afrontan de vez en cuando     (11-13) 
No afrontan dificultades           (14-17) 



















TOTAL 153 100 
 
se reduce al máximo los sesgos  que pudiesen existir en los datos 
recogidos. 
 
Bajo las consideraciones señaladas, en seguida se presenta la tabla 
general que comprende a los tres actores judiciales.   Con este tabla se 
responde al objetivo siguiente: Establecer la escala de valoración en la que 
se puede ubicar las dificultades que afrontaron los actores judiciales 
(defensores públicos, fiscales y jueces), en conjunto, durante el proceso 
penal común en el Distrito Judicial de Puno durante el año judicial 2015. 
 
Para elaborar la tabla estadística, como en los demás casos, se 
considera la escala de valoración asumida en la investigación. Esta escala 
comprende cinco niveles o categorías.    Cada nivel, a su  vez, comprende 
un intervalo de puntos correspondiente al sistema vigesimal. En este 
sentido, los puntajes se adaptan del sistema de calificación de la 
Universidad Peruana. 
TABLA 14 
DIFICULTADES QUE AFRONTARON LOS ACTORES JUDICIALES 


















FUENTE: Encuesta aplicada a los actores judiciales.
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GRÁFICO 2: Dificultades que afrontan los actores judiciales en el Distrito 
























































De vez en cuando 
 








     FUENTE: Encuesta aplicada a los actores judiciales 
 
La población total de actores judiciales investigados son 153 personas 
entre fiscales, jueces y defensores públicos. De esta cantidad de 
investigados, 85 actores judiciales (55.55%) señalan que en el año judicial 
2013, afrontaron dificultades de vez en cuando, lo que de otra manera 
significa que tuvieron dificultades en un nivel regular.  Luego, en segundo 
orden se registran en el tabla a 50 actores judiciales (32.67%), quienes 
señalaron que afrontaron dificultades durante el año señalado. en esta 
misma tendencia se registran a 9 actores judiciales (5.88%) quienes 
señalaron que afrontaron muchas dificultades. en la otra tendencia se tiene 
a 7 actores judiciales (4.57%) quienes señalaron que no afrontaron 
dificultades durante el año judicial 2015. En esta misma tendencia se 
registra a 2 actores judiciales (1.30%),  quienes consideran que fueron 
excelentes durante el proceso común penal durante el año judicial 
2015. De acuerdo a este análisis se puede concluir que la mayoría 
de los actores  judiciales  aceptan  que  afrontaron  dificultades  de  vez  





Discusión: La tendencia predominante en los tres actores judiciales, 
permite, en primer lugar, confirmar lo que sostienen muchos tratadistas 
respecto de la ejecución de un nuevo código penal. Para Neyra (2010), los 
jueces y los fiscales atravesarán por serios problemas de aplicación sino 
interiorizaron adecuadamente el nuevo código. Este autor le da mucha 
importancia al nivel de conocimiento del nuevo código.  En esta 
investigación los resultados que se han mostrado, confirman esta 
afirmación del Dr. Neyra. Por ejemplo, el 55.55% de los actores judiciales, 
señalaron que afrontaron dificultades de vez en cuando y, en segundo 
orden, el 32.67%, que afrontaron dificultades.  Es necesario recordar que 
estas dificultades no se refieren a las deficiencias de la norma, sino a su 
aplicación por parte de los actores. 
 
Por su  parte,  Ángulo (2008) sostiene que los abogados defensores 
son los que generalmente afrontan problemas en el momento de 
argumentar la defensa de su cliente. En la mayoría de los casos es 
porque estos abogados no están informados adecuadamente respecto del 
contenido del nuevo código o porque carecen de experiencia en estos 
menesteres jurídicos. Los resultados que se muestran confirman esta 
aseveración de Angulo, aunque, como se verá en las tablas particulares, la 
mayoría de los abogados señalaron que sólo tenían de vez cuando 
dificultades, y que estas dificultades se refieren a la falta de sinceridad de 
los imputados y a las pocas facilidades para acceder a los registros de las 
instituciones o a las pruebas que obran en manos de la Policía Nacional. 
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En segundo lugar, la hipótesis específica que se planteó respecto 
de las dificultades que afrontaron los actores judiciales, con los resultados 
que en el tabla se muestran, se  está  confirmando.   En efecto, la 
confrontación  de dificultades, de vez en cuando, significa que los 
defensores públicos durante el proceso común penal en el año  judicial 
2016, mostraron algunas veces  el desconocimiento e inadecuada 
aplicación de las normas del nuevo código y algunas debilidades en las 
técnicas de litigación oral; los fiscales también evidenciaron, en algunos 
casos, desconocimiento de las normas, deficiencias en el trabajo en 
equipo con la Policía Nacional y la ausencia de un laboratorio de 
criminalística implementado y obstáculos para acceder a los diversos 
registros de información de las instituciones públicas. 
 
Por otro lado, las dificultades que afrontan los jueces al dirigir las 
audiencias orales y al momento de expedir las distintas clases de 
resoluciones en el proceso común penal, están referidas a los siguientes 
aspectos: no dirigieron las audiencias, algunas veces, según el 
procedimiento establecido en el Nuevo Código Procesal Penal; 
mantuvieron en ocasiones algunas viejas prácticas del modelo inquisitivo, 
aplicaron inadecuadamente las normas del Nuevo Código Procesal Penal 
y, en ocasiones, carecieron de argumentación y de unidad de criterio en 
sus decisiones. 
 
En términos generales, se puede afirmar que los jueces, fiscales o 
defensores públicos, cuando se les pregunta si tuvieron dificultades o no, 
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contestaron en el sentido que tuvieron dificultades de vez en cuando. Como 
conclusión general se puede sostener que los actores judiciales afrontaron 
problemas regularmente durante el proceso común en el año judicial 2015. 
Así se demuestra con los datos recogidos a través de las encuestas 
aplicadas a los tres actores judiciales. Con estos resultados se confirma la 
hipótesis específica planteada, así como se logra el objetivo específico 
correspondiente. 
 
Seguidamente se muestran en las tablas específicas de cada 
sector. La tabla general que acabamos de analizar, interpretar y discutir, 
ahora en las siguientes páginas se desglosa para ver  cuáles son las 
tendencias, respecto de las dificultades que afrontaron, los jueces, los 
fiscales y los defensores públicos. Aquí es necesario recordar que la 
investigación no se realizó a los abogados particulares que también 
asumen la defensa. 
 
4.2.1. Dificultades que afrontaron los fiscales 
Son 82 fiscales a quienes se les investigó respecto de las 
dificultades que afrontaron durante el año judicial 2015.  Son las mismas 
personas a quienes se les investigó respecto de la ejecución del NCPP, la 
primera variable de estudio. Los resultados de la encuesta aplicada se 







DIFICULTADES QUE AFRONTAN LOS FISCALES, AÑO 2015 
ESCALA DE VALORACIÓN F % 
Afrontan muchas dificultades   (00-05) 
Afrontan dificultades                (06-10) 
Afrontan de vez en cuando     (11-13) 
No afrontan dificultades           (14-17) 















TOTAL 82 100 
FUENTE: Encuesta aplicada a los actores judiciales. 
 
En la tabla se observa que 46 fiscales (56.09%) señalaron que 
afrontaron dificultades de vez en cuando. En segundo orden se destaca a 
26 fiscales (31.70%) que señalaron que afrontaron dificultades durante el 
proceso común penal en el año judicial 2015. En este mismo sentido se 
observa a 4 fiscales (4.87%) que señalaron que afrontaron muchas 
dificultades. En el otro extremo se identifican a 4 fiscales (4.87%) que 
señalaron que no afrontaron dificultades y, finalmente, 2 fiscales (2.43%) 
que señalaron que su desenvolvimiento fue excelente durante el proceso 
común penal. Del análisis de los datos se infiere que la mayoría de los 
fiscales señalan que en el año 2015 tuvieron de vez cuando dificultades 
durante el proceso común penal. (Tabla 15). 
 
Hay que señalar que las preguntas formuladas fueron 
correspondientes a los indicadores considerados en las dimensiones 
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correspondientes. Es así que para los fiscales, las primeras preguntas 
formuladas fueron de la siguiente manera: 
 
1.  ¿Con  qué  frecuencia  tuvo  dificultades  para  comunicarse  con  las 
partes   en   conflicto   durante   la   conducción   de   la   investigación 
preparatoria? 
a) Con frecuencia      ( ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca             (  ) 
 
 
2. Señale las dificultades que afronta con frecuencia para conducir la 












3. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para comunicarse con la Policía 
Nacional y solicitar su intervención durante la conducción de la 
investigación preparatoria? 
a) Con frecuencia      (   ) 
b) De vez en cuando (    ) 
c) Nunca                     (  ) 
 
 
4. Señale las dificultades que afronta con frecuencia para solicitar el apoyo 
de la Policía Nacional para salvaguardar sus investigaciones. Si no tiene 















Se formularon 10 preguntas con las mismas alternativas. La mayoría 
de los fiscales marcaron la alternativa “de vez en cuando”. Por ejemplo, 
respecto de la primera pregunta, la mayoría marcó la alternativa señalada, 
esto es, que tuvieron dificultades de vez en cuando para comunicarse con 
las partes en conflicto.  En  realidad,  los  que  estamos  inmersos  en  el  
proceso  común, sabemos que muchas veces la falta de una adecuada 
comunicación impide que se pueda recoger los datos verídicos y objetivos 
respecto del asunto que se está ventilando. Por esta razón, no se puede 
elaborar un expediente que dé lugar a la acusación o, en su defecto, al 
sobreseimiento. 
 
4.2.2. Dificultades que afrontaron los defensores públicos 
Los defensores públicos investigados fueron en la cantidad de 34 
abogados, quienes en el año judicial 2015 trabajaron en la Defensoría 
Pública. A ellos se les aplicó el mismo cuestionario aplicado a los jueces y 
a los fiscales. Esto fue así  porque  los  indicadores  de  la  variable  son  
los  mismos,  con  la  única diferencia  de  que  para  cada  institución  se  
consideraron  las  formas  de preguntas correspondientes. 
 
TABLA 16 
DIFICULTADES QUE AFRONTAN LOS DEFENSORES PÚBLICOS, AÑO 2015 
ESCALA DE VALORACIÓN f % 
Afrontan muchas dificultades  (00-05) 
 
Afrontan dificultades                (06-10) 
Afrontan de vez en cuando     (11-13) 
No afrontan dificultades           (14-17) 



















TOTAL 34 100 
FUENTE: Encuesta aplicada a los actores judiciales. 
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En la tabla que se expone se muestra que 18 defensores públicos 
(52.94%), respondieron en la encuesta que afrontaron dificultades de vez 
en cuando. Luego, en segundo orden se destacan 10 defensores (29.41%), 
quienes señalaron que afrontaron dificultades durante el proceso común 
penal en el año 2015; y en esta misma tendencia 3 defensores (8.82%), 
respondieron que afrontaron muchas dificultades. en el lado opuesto se 
tiene a 2 defensores (5.88%)  quienes  señalaron  que  no  afrontaron  
dificultades;  y  solo  un  (1) defensor  (2.94%)  que  respondió  en  el  
sentido  de  que  su  desempeño  fue excelente durante el proceso común 
penal. (Tabla 16). 
 
Del análisis de esta tabla se infiere que la mayoría de los defensores 
públicos reconocen que tuvieron de vez en cuando dificultades y, en 
segundo orden, la tendencia de esta tabla es que otros defensores 
consideran que tuvieron dificultades. Los que señalaron que no tuvieron 
dificultades son comparativamente una ínfima minoría. 
 
El abogado defensor, en el NCPP, responde al Art. 9, que 
textualmente señala que “toda persona tiene derecho inviolable e irrestricto 
a que se le informe   de   sus   derechos,   a   que   se   le   comunique   de   
inmediato   y detalladamente la imputación formulada en su contra, y a ser 
asistida por un abogado defensor de su elección o, en su caso por un 
abogado de oficio, desde que es citada o detenida por autoridad”. Según 
el Art. 84, del mismo código, se establece que el Abogado Defensor goza 
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de todos los derechos que la ley le confiere para el ejercicio de su 
profesión, especialmente en los siguientes aspectos: 
 
- Prestar  asesoramiento  desde  que  su  patrocinado  fuere  citado  o 
detenido por la autoridad policial. Respecto  de este  derecho  que tienen 
los abogados, muchas veces la policía nacional les pone obstáculos para 
que el detenido pueda recibir de inmediato el asesoramiento de un 
abogado. 
 
- Ingresar a los establecimientos penales o dependencias policiales previa 
identificación, para entrevistarse con su patrocinado. este derecho en 
muchas ocasiones es infringida por la policía nacional que  no  le  
permite  ingresar  a  la  dependencia  policial  de  forma inmediata para 
que se pueda comunicar con el detenido. 
 
- Recurrir a la asistencia reservada de un experto en ciencia, técnica o arte 
durante el desarrollo de una diligencia, siempre que sus conocimientos 
sean requeridos para mejorar la defensa. El asistente deberá abstenerse 
de intervenir de manera directa. De este derecho muchas veces no se 
puede gozar porque para un caso concreto, no se cuenta con la asistencia 
de un técnico o profesional experto. 
 
Los mencionados son algunos derechos que el abogado defensor, 
muchas veces, no goza o no accede, debido a muchos factores y, dentro 
de ellos, aquellos que se acaba de señalar. 
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4.2.3. Dificultades de los Jueces 
En el NCPP los jueces son de investigación preparatoria y de 
juzgamiento. Entre algunas funciones del juez de investigación 
preparatoria son: El control del plazo de investigación, conducción de las 
audiencias judiciales y resolución acerca de la detención o prisión 
preventiva de los procesados. Mientras que el juez de juzgamiento conoce 
y juzga las causas conforme al NCPP, conduce el juicio oral y dicta la 
sentencia correspondiente. Estos jueces pueden ser colegiados o 
unipersonales. 
 
Durante el proceso común penal, estos jueces, unos más y otros 
menos, afrontan  dificultades  de  diversos  aspectos.  La  investigación  
realizada  tuvo como propósito conocer de la versión de los mismos jueces 
actores, las dificultades que afrontaron durante el año judicial 2015.  Para 
este efecto se les aplicó  el  mismo  instrumento  de  investigación  y  con  
preguntas  similares aplicado a los otros actores. El resultado de la 
investigación se muestra en la siguiente tabla. 
 
TABLA 17 
DIFICULTADES QUE AFRONTAN LOS JUECES, AÑO 2015 
ESCALA DE VALORACIÓN F % 
Afrontan muchas dificultades  (00-05) 
 
Afrontan dificultades                (06-10) 
Afrontan de vez en cuando     (11-13) 
No afrontan dificultades           (14-17) 























De 37 jueces investigados, 19 de ellos (51.35%) respondieron en la 
encuesta que afrontaron de vez en cuando durante el proceso común penal 
en el año 2015. En segundo orden se registran a 10 jueces (27.02%) 
quienes señalaron  que  afrontaron  dificultades;  y  en  ese  mismo  sentido,  
3  jueces (8.10%) señalaron que afrontaron muchas dificultades. En la otra 
tendencia se registran a 3 jueces (8.10%) quienes señalaron que no 
afrontaron dificultades durante el proceso común penal en el año 2015; y, 
finalmente, en esta misma tendencia, 2 jueces (5.40%) señalaron que su 
desempeño fue excelente. (Tabla  17).  Estas  versiones  de  los  jueces  
no  tiene  atingencia  con  la percepción de los demás actores judiciales, tal 
como se está demostrado. 
 
Con el análisis de la tabla se concluye que la mayoría de los jueces 
señalaron que afrontaron dificultades de vez en cuando durante el año 
judicial. 2015. Esta tendencia de la mayoría de los jueces, como se puede 
entender, es una tendencia que se condice con la realidad. En efecto, en 
una evaluación realizada por personas neutrales, se puede afirmar que las 
dificultades de los jueces, así como de los fiscales y de los defensores 
públicos, es correspondiente a una escala de regular. 
 
4.3. EJECUCIÓN DEL NCPP SEGÚN LAS AUTORIDADES 
Los resultados mostrados a través de las tablas estadísticas, no serían 
completos   si no se confrontan con los datos que obran en los 
documentos refrendados por las autoridades de las tres instituciones, 
respecto de la implementación del NCPP. Por eso, el autor del presente 
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estudio, accedió a los   informes memoria de la Corte Superior de Justicia 
de Puno, de la Defensoría Pública y a los documentos del Ministerio Público 
de Puno, para ver cómo se ejecutó el NCPP durante el año judicial 2015. 
 
Para este efecto se analizó la memoria anual 2015 de la Corte 
Superior de Justicia de Puno. También se revisó el Informe de Gestión 
Anual 2015 de la Dirección General de Defensa Pública del Distrito 
Judicial de Puno. Mientras que del Ministerio Público no se pudo 
acceder a ningún documento oficial referido a una memoria anual. Se 
presentaron las solicitudes para acceder a los documentos oficiales de la 
Fiscalía de Puno, pero a pesar de la insistencia no se pudo conocer la 
versión oficial acerca de la forma cómo se ejecutó el NCPP durante el año 
2015. 
 
Sin  embargo,  mediante  otras  fuentes,  como  los  documentos  del 
Ministerio Público que se difunden a través del sistema internet, 
documentos proporcionados por parte de fiscales a quienes se les solicitó, 
como el diagnóstico situacional de la institución, fueron las fuentes para 
elaborar un informe general acerca de esta institución. 
 
4.3.1. Ministerio   Público 
Según   esta   Institución,   una   de   las debilidades es la carencia 
de fiscales. Según las autoridades de la institución, a nivel nacional hay un 
promedio de un (01) fiscal por cada 13,664 habitantes. Esta  carencia  es  
uno  de  los  indicadores de  los  problemas  que  afronta  el Ministerio 
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Público para ofrecer un servicio eficiente en materia de disposición y 
competencia. La carencia de fiscales es más notoria en el interior del 
país, como es el caso de la Región Puno. 
 
Otro de los problemas, según el diagnóstico de las autoridades del 
Ministerio Público, es la centralización de la función fiscal en la sede central 
de la capital de la república y en las sedes de los distritos judiciales. La 
elevada cantidad de denuncias y expedientes que se tramitan en las sedes 
centrales no permite que la atención sea fluida y rápida, según los 
requerimientos de los usuarios. Esta realidad hace ver la necesidad de 
facilitar el acceso a los servicios por parte de la población de las provincias 
y distritos alejados de la Región. 
 
Por otro lado, lo que se considera como problema, por parte de las 
autoridades de esta institución, es la falta de agilidad y mayor transparencia 
en los procedimientos jurisdiccionales que permitan recuperar la confianza 
de la ciudadanía. Para este cometido hace falta la realización de cursos o 
programas de  capacitación,  actualización  y  sensibilización  de  los  
fiscales  y  personal administrativo de esta institución. 
 
A los problemas señalados se suma el incompleto marco normativo 
relacionado con la Nueva Ley Orgánica del Ministerio Público y del Nuevo 
Código Procesal Penal que brinde mayores atribuciones para la 
investigación preliminar  y la actuación del fiscal durante el proceso común 
penal.  A estas dificultades se suman la falta de personal administrativo 
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suficiente y la ausencia de coordinadores adecuados con los demás 
actores judiciales. 
 
En cuanto a las dificultades para cumplir con la función, los fiscales, 
según el diagnóstico de las autoridades del sector, es el apoyo del   
médico legista y de la Policía Nacional. Los médicos legistas carecen de 
los equipos  e instrumentos necesarios para emitir sus dictámenes en los 
casos en que la fiscalía requiere el apoyo del servicio médico legista. De la 
misma manera, la policía nacional, en la mayoría de las veces se 
contrapone con las actas que se levantan  o  con  las  decisiones  que  se  
toman,  habiendo  en  los  hechos testimonios diferentes o propuestas 
diferentes respecto de un caso que tiene evidencias objetivas 
contundentes. En otras ocasiones la conducción de la investigación tiene 
dos mandos que entorpecen el recojo de datos y las decisiones que se 
deben tomar son, a veces, contraproducentes, favoreciéndose a los 
responsables del delito. 
 
4.3.2. Poder  Judicial  de  Puno 
El  Nuevo  Código  Procesal  Penal (NCPP) se aprobó mediante 
Decreto Legislativo No 957, el 29 de julio del año 2004. El 30 de enero del 
2006 se expidió la Ley 28671, que prorrogó la entrada en vigencia del 
NCPP para el 1 de julio del 2006. Asimismo, ordenó que el cronograma de 
implementación fuera adecuado al texto de la norma. En cada 
departamento existe un  Distrito  Judicial, a excepción  de  Lima  que  
tiene 6 distrito judiciales, debido a la cantidad de población que sobrepasa 
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los nueve millones de habitantes al año 2015. El NCPP entró en vigencia 
en el Distrito Judicial de Puno en el 1º de octubre del año 2009. En aquel 






FIGURA 1: Distrito Judicial de Puno 





El 21 de diciembre del año 1832 se creó la Corte Superior de Justicia 
de Puno a través de la Ley No 138 y fue promulgada el 7 de enero de 1833 
por el Presidente de la República, Mariscal Don Agustín Gamarra, oficiando 
como Ministro de Justicia Don José María Pando. 
 
El proceso de implementación del NCPP en el Distrito Judicial de 
Puno, en el año 2009, se puede resumir, según el informe que se tuvo de 
la autoridad judicial del año señalado en los siguientes aspectos: 
 
1º Conformación de la Comisión Implementadora: Para la implementación 
del NCPP se conformó la Comisión de Implementación de la Corte Superior 
de Justicia de Puno integrada por las siguientes personas: como 
Presidente, el Dr. Reynaldo Luque Mamani, y como integrantes estuvieron 
la Dr.  Melchor Gaspar Coaquila Salasar, Dr. Oscar Ayestas  Ardiles,  Dr.  
Juan  José Machicao Tejada (Juez   superior Provisional), Dr. Oswaldo 
Mamani Coaquira (Juez Penal Titular), Dr. Edson Jáuregui Mercado (Juez 
Penal Provisional), Dr. Jorge Abad Salazar Calla, Ing. Heflin Béjar Uruchi 
(administrador) y el Dr. Youl Riveros Salazar (Secretario Técnico). 
 
2º Decisiones efectivas para la implementación: Las decisiones que se 
tomaron para la implementación del NCPP, según el informe de los tres 
primeros meses de implementación, es decir, de octubre a diciembre del 
año 2009, fueron las siguientes: 
 
2.1.  Reestructuración  institucional: Antes  de  la  implementación,  la 





para  iniciar con la implementación se introdujeron cambios. En la Tabla 18 
se expone la distribución de los órganos jurisdiccionales del poder judicial 
de Puno antes de la implementación del NCPP. 
 
TABLA 18 
DISTRIBUCIÓN DE ÓRGANOS JURISDICCIONALES  ANTES DE LA APLICACIÓN DEL NCPP 
 










1er JUZGADO PENAL 
2do JUZGADO PENAL 
3er JUZGADO PENAL 
4to JUZGADO PENAL 
1er JUZGADO DE PAZ LETRADO 
2do JUZGADO DE PAZ LETRADO 
3er JUZGADO DE PAZ LETRADO 
ACORA 











1era SALA PENAL 
2da SALA PENAL 
1er JUZGADO PENAL 
2do JUZGADO PENAL 
3er JUZGADO PENAL 
4to JUZGADO PENAL 
1er JUZGADO DE PAZ LETRADO 
2do JUZGADO DE PAZ LETRADO 




MÓDULO BÁSICO  DE JUSTICIA 
JUZGADO MIXTO PERMANENTE 
JUZGADO MIXTO TRANSITORIO 
JUZGADO DE PAZ LETRADO 
CARABAYA-MACUSANI JUZGADO MIXTO 











JUZGADO DE PAZ LETRADO 
DESAGUADERO 
JUZGADO MIXTO 





JUZGADO PENAL DESCARGA 
1er JUZGADO DE PAZ LETRADO 






JUZGADO DE PAZ LETRADO 









1er JUZGADO MIXTO 
2do JUZGADO MIXTO 
1er JUZGADO DE PAZ LETRADO 
2do JUZGADO DE PAZ LETRADO 
SAN ANTONIO DE PUTINA- 
PUTINA 
JUZGADO MIXTO 
JUZGADO DE PAZ LETRADO 
 
 





SANDIA JUZGADO MIXTO 
JUZGADO DE PAZ LETRADO 
YUNGUYO JUZGADO MIXTO 




La Corte Superior de Justicia de Puno, con RA No 1062-2009-P- 
CSJPU/PJ, con fecha 15 de setiembre del año 2009, dispuso las 
creaciones , conversiones y reubicaciones de los órganos jurisdiccionales 




CREACIONES, CONVERSIONES, REUBICACIONES Y CONFORMACIONES 
  
CREACIONES, CONVERSIONES, REUBICACIONES Y CONFORMACIONES 
PUNO 
CONVERSIÓN SALA SUPERIOR ESPACIALIZADA EN LO PENAL EN SALA PENAL DE APELACIONES 
CREACIÓN SALA PENAL LIQUIDADORA 
CONVERSIÓN PRIMER JUZGADO PENAL EN 1er JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
CONVERSIÓN SEGUNDO JUZGADO PENAL EN 2do JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
CREACIÓN 3er JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
CONVERSIÓN TERCER JUZGADO PENAL EN 1er JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
CONVERSIÓN CUARTO JUZGADO PENAL EN 2do JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
CREACIÓN JUZGADO PENAL COLEGIADO SUPRAPROVINCIAL 
CREACIÓN 1er JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
CREACIÓN 2do JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
SAN ROMAN 
CONVERSIÓN 1ra SALA SUPERIOR ESPACIALIZADA EN LO 
PENAL 








2da SALA SUPERIOR ESPACIALIZADA EN LO 
PENAL 
EN 2da SALA PENAL LIQUIDADORA 
CONVERSIÓN PRIMER JUZGADO PENAL EN 1er JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
SUPRAPROVINCIAL 
CONVERSIÓN SEGUNDO JUZGADO PENAL EN 2do JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
SUPRAPROVINCIAL 
CREACIÓN 3er JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
SUPRAPROVINCIAL 
CONVERSIÓN TERCER JUZGADO PENAL EN 1er JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
CONVERSIÓN CUARTO JUZGADO PENAL EN 2do JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
CREACIÓN JUZGADO PENAL COLEGIADO SUPRAPROVINCIAL 
CREACIÓN 1er JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
CREACIÓN 2do JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
CREACIÓN 3er JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
AZÁNGARO 




JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
CONVERSIÓN JUZGADO PENAL DE DESCARGA A JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
SAN PEDRO DE MOHO 
CREACIÓN  JUZGADO DE PAZ LETRADO EN ADICCIÓN A SUS 
FUNCIONES 
JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
JUZGADO MIXTO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO PERSONAL UNIPERSONAL 
YUNGUYO 
1er JUZGADO DE PAZ LETRADO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
1er JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
REUBICACIÓN 1er JUZGADO DE PAZ LETRADO DE EL 
COLLAO-ILAVE 
A JUZGADO DE PAZ LETRADO EN ADICCIÓN A SUS 
FUNCIONES 




JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
JUZGADO PENAL LIQUIDADOR 
EL COLLAO-ILAVE 
JUZGADO MIXTO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 




JUZGADO MIXTO DE SAN PEDRO DE 
MOHO 
A JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
CONVERSIÓN JUZGADO PENAL DE DESCARGA A JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
CHUCUITO-JULI 
1er JUZGADO MIXTO 
ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
JUZGADO PENAL LIQUIDADOR 
JUZGADO DE PAZ LETRADO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
CHUCUITO-DESAGUADERO 
2do JUZGADO MIXTO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 








JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
CARABAYA 
JUZGADO MIXTO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
JUZGADO PENAL LIQUIDADOR 
JUZGADO DE PAZ LETRADO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
SANDIA 
JUZGADO MIXTO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
JUZGADO PENAL LIQUIDADOR 
JUZGADO DE PAZ LETRADO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
HUANCANÉ 
JUZGADO MIXTO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
JUZGADO DE PAZ LETRADO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
CONVERSIÓN JUZGADO PENAL DE DESCARGA A JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
MELGAR- AYAVIRI 
1er JUZGADO MIXTO 
ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
2do JUZGADO MIXTO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
CONVERSIÓN JUZGADO PENAL DE DESCARGA A JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
SAN ANTONIO DE PUTINA 
JUZGADO MIXTO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
JUZGADO PENAL LIQUIDADOR 
JUZGADO DE PAZ LETRADO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
LAMPA 
JUZGADO MIXTO ADICIÓN DE 
FUNCIONES 
JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
 
 
De las tablas expuestas se deduce que la implementación del 
NCPP se inicia el 1º de octubre del año 2009. Para este efecto se 
constituyeron nuevos órganos jurisdiccionales como los que se detallan a 
continuación. 
-    Una Sala de Apelaciones, 
-    Dos juzgados penales colegiados supraprovinciales, 
-    Seis juzgados penales unipersonales supraprovinciales, 
-    Seis juzgados de la investigación preparatoria, 
-    Tres salas penales liquidadoras transitorias y  





Estos órganos, en  la mayoría  de  los casos empezaron  con 
muchas deficiencias en cuanto a la dotación de recursos básicos. 
 
Estos juzgados son distribuidos en las provincias de Puno, San 
Román, Azángaro, el Collao-Ilave, Huancané y Melgar-Ayaviri y en el resto 
de provincias, tal como se puede apreciar en el tabla correspondiente. 
 
Por otro lado, el 15 de octubre del año 2009 se publica en el diario 
oficial El Peruano la RA No 326-2009-CE-PJ, que RESUELVE: Disponer 
que a partir del 1º de octubre del año 2009, la Primera Sala Penal 
Liquidadora de San Román, con sede en la ciudad de Juliaca, se constituya 
en adición a sus funciones en Sala Penal de apelaciones, con competencia  
en las provincias de Azángaro, Huancané, Melgar, Carabaya, Sandia, 
Lampa, San Antonio de Putina, San Pedro de Mohó y San Román. 
 
Luego, La corte superior de Justicia de Puno, con RA No 1216-2009-
P- CSJPU/PJ, de fecha 19 de octubre del año 2009, RESUELVE: Instalar 
en cumplimiento de la RA No 326-2009-CE-PJ, con efectividad del primero 
de octubre del año 2009, la Primera Sala Penal Liquidadora de la Provincia 
de San Román- Juliaca, constituida en adición de sus funciones como Sala 
Penal de apelaciones, con competencia en las provincias de Azángaro, 
Huancané, Melgar, Carabaya, Sandía, Lampa, San Antonio de Putina, San 





MAGISTRADO CARGO DEPENDENCIA 
PROVINCIA DE 
PUNO AYESTAS ARDILES, OSCAR FREDY JUEZ SUPERIOR (PRESIDENTE) SALA DE APELACIONES 
DEZA COLQUE, RENE RAUL JUEZ SUPERIOR (P)  
MACHICAO TEJADA, JUAN JOSÉ JUEZ SUPERIOR (P)  
GALLEGOS ZANABRIA, JUSTINO JUEZ SUPERIOR (PRESIDENTE SALA PENAL LIQUIDADORA TRANSITORIA 
NAVINTA HUAMANÍ, PASTOR DAVID JUEZ SUPERIOR (S)  
FLORES ORTIZ, ELIZABETH P. JUEZ SUPERIOR (S)  






MACEDO IDME, RUBEN NÉSTOR JUEZ ESPECIALIZADO (S) 2do JUZGADO UNIPERSONAL 
 
SUPREPROVINCIAL 
SUMIRI GARCÍA, EFRAÍN JUEZ ESPECIALIZADO (S) 3er JUZGADO UNIPERSONAL 
SUPREPROVINCIAL 
CALIZAYA COLILA, VÍCTOR JUEZ ESPECIALIZADO (P) 1er JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
JAUREGUI MERCADO, EDSON A. JUEZ ESPECIALIZADO (P) 2do JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
VALDEZ PEÑARANDA, JOVIN H. JUEZ ESPECIALIZADO (P) 1º JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
RAMOS RÍOS, MARTHA GLORIA JUEZ ESPECIALIZADO (S) 2º JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
PROVINCIA DE SAN 
ROMAN MAMANI COAQUIRA, OSWALDO JUEZ SUPERIOR (PRESIDENTE) SALA PENAL LIQUIDADORA EN ADICCIÓN 
COAGUILA SALAZAR, MELCHOR JUEZ SUPERIOR (P)  
MOLINA LAZO, SANTIAGO P. JUEZ SUPERIOR (P)  
COYLA FLORES, BARTOLOME JUEZ SUPERIOR SALA PENAL LIQUIDADORA 
GALLEGOS ZANABRIA, JUSTINO JUEZ SUPERIOR (P)  
 JUEZ SUPERIOR (S)  






GUTIERREZ CAHUANA, FÉLIX JUEZ PENAL 2do JUZGADO UNIPERSONAL 
SUPREPROVINCIAL 
QUINTANILLA CHACÓN, VÍCTOR JUEZ ESPECIALIZADO (S) 3er JUZGADO UNIPERSONAL 
SUPREPROVINCIAL 
ANCCO GUTIERREZ, EDWIN JUEZ ESPECIALIZADO (P) 1er JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
GUARDIA HUAMANÍ, CÉSAR JUAN JUEZ ESPECIALIZADO (S) 2do JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
GUTIERREZ CAHUANA, FÉLIX JUEZ ESPECIALIZADO (P) 1º JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
CONDORI CHATA, YÉSSICA JUEZ ESPECIALIZADO (S) 2º JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
VALDIVIA VALDIVIA, DEMESIO JUEZ ESPECIALIZADO (S) 3º JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
PROVINCIA DE 
AZÁNGARO MÓDULO BÁSICO DE 
JUSTICIA AGUILAR LASTEROS, RENÉ JUEZ ESPECIALIZADO JUZGADO MIXTO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES COMO 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
COAGUILA PALOMINO, MARIO H. JUEZ ESPECIALIZADO (S) JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
SEJJE  LUQUE, VÍCTOR SIMÓN JUEZ ESPECIALIZADO (S) JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
 
2.2. Racionalización de personal: La racionalización de personal no 
significa sólo la reducción de personal, como la mayoría entiende. Según 
los entendidos en la materia, la racionalización también significa la 
reubicación o incremento de más personal. 
 
La cantidad de magistrados de los órganos jurisdiccionales del 
NCPP y de los órganos jurisdiccionales de los liquidadores transitorios es 
de 55, distribuidos de acuerdo al siguiente detalle que se muestra en la 
tabla que sigue. 
TABLA 20 





PROVINCIA DE CARABAYA-MACUSANI 
GIL LAYME, JUAN LEOPOLDO JUEZ ESPECIALIZADO JUZGADO MIXTO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES COMO 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL Y JUZGADO 
PENAL LIQUIDADOR 
AGUILAR LASTEROS, RENÉ JUEZ I JUZGADO DE PAZ LETRADO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES 





CUBA PINO, JOSÉ WALTER. JUEZ ESPECIALIZADO JUZGADO MIXTO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES COMO 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL Y JUZGADO 
PENAL LIQUIDADOR 
MAMANI COILA, FELIPE E. JUEZ ESPECIALIZADO (S) JUZGADO DE PAZ LETRADO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES 
COMO JUZGADO DE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
DESAGUADER
O MANZANO SANDOVAL, WILFREDO JUEZ ESPECIALIZADO (P) JUZGADO MIXTO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES COMO 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL Y JUZGADO 
PENAL LIQUIDADOR 
BUSTAMANTE CASAS, CARLOS A. JUEZ I (S) JUZGADO DE PAZ LETRADO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES 
COMO JUZGADO DE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
PROVINCIA DE EL COLLAO-ILAVE 
BRAVO RODRIGUEZ, JUAN F. JUEZ ESPECIALIZADO (P) JUZGADO MIXTO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES COMO 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
ARIAS CALVO, IVAN VÍCTOR JUEZ ESPECIALIZADO (S) JUZGADO DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
GUILLEN GUTIERREZ, EDMUNDO JUEZ ESPECIALIZADO (S) JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
PROVINCIA DE 
HUANCANE QUISPE VARGAS, EDWIN HUGO JUEZ ESPECIALIZADO (P) JUZGADO MIXTO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES COMO 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
CHOQUEHUANCA MACEDO, 
RONILDA 
JUEZ I (S) JUZGADO DE PAZ LETRADO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES 
COMO JUZGADO DE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
ARPASI PACHO, JAVIER JUEZ ESPECIALIZADO (S) JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
PROVINCIA DE 
LAMPA NAJAR PINEDA, PENELOPE JUEZ ESPECIALIZADO JUZGADO MIXTO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES 
COMO JUZGADO DE LA INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA PROVINCIA DE 
MELGAR 
ROQUE DÍAZ, ALEXANDER JUEZ ESPECIALIZADO JUZGADO MIXTO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES COMO 
JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
GOMEZ AQUINO, RUBEN JUEZ ESPECIALIZADO (P) JUZGADO DE PAZ LETRADO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES 
COMO JUZGADO DE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
CHAVEZ LINARES, CARLOS JUEZ ESPECIALIZADO (S) JUZGADO PENAL LIQUIDADOR TRANSITORIO 
PROVINCIA DE SAN ANTONIO DE PUTINA 
CUBA PINO, JOSÉ WALTER JUEZ ESPECIALIZADO JUZGADO MIXTO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES 
COMO JUZGADO PENAL UNIPERSONAL Y JUZGADO 
PENAL 
LIQUIDADOR ANGLES URVIOLA, ANA GUADALUPE JUEZ ESPECIALIZADO (S) JUZGADO DE PAZ LETRADO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES 
COMO JUZGADO DE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 




SALAZAR CALLA, JORGE ABAD JUEZ ESPECIALIZADO JUZGADO MIXTO CON SEDE EN MOHO, EN ADICCIÓN DE 
FUNCIONES COMO JUZGADO PENAL UNIPERSONAL 
FLORES CHAMBILLA, HILARION JUEZ I (S) JUZGADO DE PAZ LETRADO CON SEDE EN MOHO, 




CHECA CONDORI, FREDY OCTAVIO JUEZ ESPECIALIZADO JUZGADO MIXTO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES 
COMO JUZGADO PENAL UNIPERSONAL Y JUZGADO 
PENAL 
LIQUIDADOR PALOMINO JARA, IVAN FERNANDO JUEZ I (S) JUZGADO DE PAZ LETRADO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES 
COMO JUZGADO DE LA INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
PROVINCIA DE 
YUNGUYO MÓDULO BÁSICO DE 
JUSTICIA 
AGUILAR BUTRON, VÍCTOR S. JUEZ ESPECIALIZADO (P) JUZGADO MIXTO EN ADICCIÓN DE FUNCIONES 







CHARAJA GONZALES, RUBEN JUEZ (S) 1ºJUZGADO DE PAZ LETRADO EN ADICCIÓN DE 
FUNCIONES COMO JUZGADO DE LA 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
ZEVALLOS VALDEZ, GUSELLA JUEZ (S) 2ºJUZGADO DE PAZ LETRADO EN ADICCIÓN 




Por otro lado, para implementar el NCPP, también se procedió con 
la adecuación, reubicación o ratificación en sus puestos    al personal 
administrativo, como apoyo jurisdiccional. Según el informe de la 
Presidencia de la Corte Superior de Justicia de Puno, la cantidad de 
personal administrativo del Módulo Penal es de 85, distribuidos en 13 
provincias que comprende la Región Puno. 
 
2.3. Capacitaciones realizadas para la implementación del NCPP: En 
el informe del Presidente de la Corte Superior de Justicia de Puno, se da a 
conocer la organización de los siguientes cursos, sin mencionarse las 
fechas ni las horas que duraron. Estos cursos estuvieron dirigidos a los 
Magistrados, a los trabajadores jurisdiccionales, abogados y estudiantes 
de derecho. La relación de los cursos se muestra en la tabla siguiente: 
 
TABLA 21 
ORGANIZACIÓN DE CURSOS PARA CAPACITAR A LOS MAGISTRADOS Y OTROS EN 




1. Gestión del Despacho Judicial en el Nuevo Código 
Procesal Penal 
2. La Investigación Preparatoria y la Teoría del Caso 
3. El Código Procesal Penal 
 
Ing. Karla Gonzales De La Vega 
 
Dr. Rodolfo Socla Alarcón 






4. Inducción sobre Uso de Manuales de Despacho 
Judicial 
5. Gestión Judicial en el Marco del Nuevo Código 
Procesal Penal, Organización y Gestión del Nuevo 
Despacho Judicial 
6. El Nuevo Sistema Procesal Penal en la CSJ de Puno 
 
7. Introducción al Sistema Acusatorio 
8. Investigación Preparatoria 
9. Métodos Alternativos de Solución de Conflictos en 
Materia Penal y Tutela de Derechos Fundamentales 
10. Simulación de Audiencias 
11. I Ciclo de Conferencias Magistrales sobre el NCPP 
 
12. Taller de Especialización en Litigación Oral 
13. Métodos Alternativos de Solución de Conflictos en 
Materia Penal y Tutela de Derechos Fundamentales 
14. Juicio Oral y Litigación Oral 
Magistrados de la Corte Superior de 
Justicia de Puno 
  Profesores de las Facultades de Derecho  con 
experiencia 
 
Dr. Robinsón Gonzáles Campos 
Dr. José Antonio Neyra Flores 
Dra. Rosa Mavila León 
Dr. Giampol Taboada Pilco 
Dr. Julio César Espinoza Goyena 
 
Dr. Fredy Apaza Nobleza 
Dr. Bonifacio Meneses Gonzáles 
Dr. William Quiroz Salazar 
Dr. Rodolfo Socla Alarcón 
Dr. Julio César Espinoza Goyena 
 
Dr. Celis Mendoza Ayma 
 
 
Aparte de los cursos señalados en la tabla, se organizaron 
seminarios taller de simulación para los juicios orales y para las audiencias 
públicas. A estos eventos se sumaron algunas pasantías consistentes en 
la visita de los magistrados de la Corte Superior de Justicia de Puno a la 
ciudad de Trujillo, a la República de Colombia y a las cortes superiores de 






2.4. Difusión: Según el informe que obra en los archivos de la Corte 
Superior de Justicia de Puno, para la implementación del NCPP, se 
realizaron las  actividades  de  difusión  y  sensibilización.  Entre  estas  
actividades  se destacan las siguientes: 
 
- Producción audiovisual: Spot de propaganda televisiva respecto del nuevo 
modelo procesal penal, en los idiomas: Castellano, Aymará y Quechua. 
Estas producciones han sido distribuidas y difundidas  en los medios 
radiales televisivos de la ciudad de Puno y distribuidos a las provincias. 
 
- Producción  de  material  impreso: Se  produjeron  afiches,  trípticos,  fólders 
y gigantografías. Todos estos materiales se utilizaron en los talleres de 
sensibilización realizados en todas las provincias del departamento, así 
como en las ferias sabatinas. 
 
- Difusión radial y televisiva: Los medios radiales que se aunaron en la 
difusión  del  NCPP  fueron:  Pachamama,  Onda  azul,  Constelación,  y  
las emisoras de Juliaca y de las provincias. Entre los medios televisivos se 
destacan el Canal 11 de la UNA, Tele Imagen, Foro TV, Cosmos, Puno 
Visión. En la mayoría de las ocasiones la difusión fue gratuita. 
 
- Conferencias de prensa: Se realizaron varias conferencias de prensa para 
informar a los periodistas acerca de la implementación del NCPP. En 
estas conferencias estuvieron presentes los miembros de la Comisión 





3º Dificultades afrontadas en el primer año de vigencia del 
NCPP (2009): Las dificultades que se afrontaron, según el informe del 
año 2009, fueron de carácter administrativo, jurisdiccional y normativo. 
 
En el aspecto administrativo, las principales dificultades fueron las 
siguientes: 
 No se contó con los ambientes ni las áreas necesarias para organizar 
adecuadamente el nuevo despacho judicial. Por lo tanto, se tuvo que 
improvisar ambientes y espacios. 
 
 Hasta finales del mes de diciembre del año 2009, no se instalaron aún 
las salas de audiencias en los establecimientos penitenciarios de 
Yanamayo, de Lampa y en la Capilla de Juliaca. Por otro lado, no se 
instalaron los equipos de audio-video para la grabación de las audiencias. 
 
 En la totalidad de las provincias de la Región Puno, a excepción de los 
poderes judiciales de Puno y San Román, aún no se instalaron en las salas 
de audiencias los equipos de grabación audiovisual ni los equipos 
multifuncionales para el uso de los asistentes de apoyo. 
 
 No se instalaron el sistema Integrado Judicial Ligh en las sedes de las 
provincias  de la Región Puno. 
 
 Los fondos asignados para el NCPP, hasta el mes de diciembre del año 
2009, no fueron manejados por el Administrador del Módulo, lo que dificultó 





la Administración General de la Corte, generándose una burocracia 
innecesaria. 
 
 No se dotó hasta el mes de diciembre del año 2009, el mobiliario 
necesario para el personal jurisdiccional y administrativo del Módulo penal. 
 
En la parte jurisdiccional, algunas dificultades afrontadas durante los 
tres primeros meses (octubre-diciembre, 2009), fueron las siguientes: 
 
 No existió unidad de criterio ni prácticas procesales uniformes   de parte 
de los magistrados respecto de la aplicación del NCPP. 
 
 Existen paradigmas antiguos arraigados en algunos magistrados que les  
impide  comprender  adecuadamente  el  nuevo  modelo  para trabajar en 
equipo, dentro del marco de la oralidad y la separación de funciones. 
 
 La falta de manejo adecuado, de parte de muchos magistrados, del 
software acorde a las necesidades del NCPP. 
 
Hasta  aquí  una  breve  referencia  al  proceso  de  implementación  
del NCPP  en  su  primer año.  Seguidamente,  se  da  a  conocer  como  
se  viene ejecutando este nuevo código en el año judicial 2015, después 








4.3.3. Ejecución del NCPP en el   año 2015 
Según la Memoria Anual 2015 del Dr. Hernan Layme Yepez, 
Presidente de la Corte Superior de Justicia de Puno, las acciones que se 
realizaron para la ejecución del Nuevo Código Procesal Penal, se dividen 
en tres ejes. 
 
Primer   eje:   Producción   y   Celeridad   Jurisdiccional.   Para   que   la 
producción de la justicia sea rápida, se realizaron durante el año 2015 
cuatro (04) jornadas de trabajo en la sede Puno y en la sede de Juliaca. En 
estas jornadas participaron magistrados que aplican el NCPP en la zona 
sur y zona norte. Este evento fue organizado por el Equipo Técnico Distrital 
de Implementación del Código Procesal Penal. El propósito de estas 
jornadas fue la consolidación en el conocimiento y manejo del NCPP, 
después de cuatro años de vigencia de esta nueva norma. 
 
La producción jurisdiccional alcanzada por los órganos 
jurisdiccionales que aplican el nuevo modelo del Código Procesal Penal, 
de acuerdo a la tabla de estadísticas al mes de noviembre del 2015, 
también ha sido bastante positiva. El Tercer Juzgado de Investigación 
Preparatoria de San Román tiene un promedio de avance del 309%; el 
Juzgado de Investigación Preparatoria de Azángaro, 248%; el Cuarto 
Juzgado Penal Unipersonal de San Román, 247%; el Cuarto Juzgado de 
Investigación Preparatoria de San Román, 180%, y la Sala Penal de 





En síntesis, durante el 2014, la producción judicial fue 16,953; 
mientras que en el 2015, se llegó a una producción judicial de 19354, 
advirtiéndose, un incremento del 14%. En cuanto se refiere a los casos 
penales, concretamente, en el año judicial 2015, se tuvo una producción de 
5,263 casos. 
 
Segundo eje: Honestidad y Transparencia en el Ámbito Jurisdiccional y 
Administrativo: Durante el 2015 desde la Presidencia de la Corte Superior 
de Justicia de Puno, se impulsó con mucha firmeza una gestión de 
honestidad y transparencia, tanto en el ámbito jurisdiccional y 
administrativo, con la única finalidad de fortalecer la imagen del Poder 
Judicial y en particular de la Corte Superior de Justicia de Puno. 
 
Algunas acciones más resaltantes emprendidas durante el año 
judicial 2015, según la Memoria Anual, se destacan las siguientes: 
 
 Las atenciones al público fueron agilizadas en un plazo máximo de 48 
horas de presentada la solicitud. En algunas ocasiones la atención al 
público usuario se efectuó en el día, aun cuando el expediente se 
encontraba en el local anexo del Jirón Libertad No. 1138. En el año judicial 
2015, las atenciones a los órganos jurisdiccionales y otras dependencias 
solicitantes fueron  en más de 1450 atenciones. 
 
 En   cuanto   a   la   digitación   de   expedientes,   se   ha   avanzado 





expedientes  con  el  sistema  antiguo;  mientras  que  con  el sistema nuevo 
se han ingresado un promedio de 31485 expedientes. 
 
 Respecto de cursos de capacitación, un equipo de la OCMA realizó un  
taller  de  capacitación  y  prevención,  con  la  presencia  del  Dr. Ramiro 
de Valdivia Cano,  Juez  Supremo Titular de Corte Suprema de Justicia de 
la República. No se menciona la fecha de la realización de este taller de 
capacitación en la Memoria Anual a la que nos remitimos. El curso taller 
estuvo dirigido a los señores magistrados y personal jurisdiccional de la 
Corte Superior de Justicia de Puno. Por otro  lado  se  organizaron  otros  
cursos  de  capacitación  para  los magistrados de la Corte Superior 
durante los meses de mayo y junio. 
 
 De la Memoria Anual 2015, se  deduce que la oficina desconcentrada del   
control   de   la   magistratura   (ODECMA)   tuvo   la   siguiente producción: 
 
 Quejas verbales: 89 
 Quejas por escrito: 287 
 Investigaciones: 311 
 Visitas realizadas: 188 
 
 En cuanto se refiere al área de administración, se da cuenta de la 
ejecución presupuestal, la que asciende a un total de  S/ 30 961, 923 





 Respecto  de  los  procesos  de  selección  de  personal,  según  la 
Memoria Anual 2015, se realizaron 6 convocatorias de selección de 
personal bajo el régimen laboral del Decreto Legislativo No. 1057 para 
cubrir plazas vacantes de resguardo, custodia y vigilancia, así como para 
cubrir plazas  vacantes  de  supervisores  de  resguardo, custodia y 
vigilancia. 
 
Tercer eje: Acceso Efectivo del Servicio de Justicia: Según la Memoria 
Anual 2015, para promover el acceso efectivo del servicio de justicia, se 
realizaron las siguientes acciones: 
 
 Se realizó la conversión de la Sala Penal Liquidadora Transitoria de la  
provincia y Distrito Judicial de Puno, a partir del 1 de noviembre del 2015 
hasta el 31 de enero del 2016 en Sala Mixta Transitoria de la Provincia 
de Huancané, con competencias territoriales en las provincias de 
Huancané, San Antonio de Putina, Moho y Sandia. 
 
 En el mes de agosto se inauguró el servicio de video conferencias para 
la realización de audiencias entre los juzgados y los establecimientos  
penitenciarios,  ya  que  hasta  entonces  no  se disponía de ningún enlace. 
 
 También  en  el  mes  de  agosto  se  descentralizó  la  atención  del 
servicio de antecedentes penales. Desde   esta fecha se viene expidiendo 





 En el año 2015 se realizaron las ferias informativas como una forma de 
proyectar la institución hacia la colectividad puneña. Esta actividad se 
organizó en coordinación con el Ministerio Público, la Policía Nacional, y la 
Defensoría Pública. Estas ferias fueron respecto de la difusión del NCPP,  
sobre los derechos de la infancia y la familia, así como respecto de otros 
temas jurídicos. 
 
 En este año judicial se editó la Revista Institucional “Voz de Justicia” en 
donde se presentaron 13 artículos jurídicos referidos al derecho penal, civil, 
administrativo, la ley de consulta previa, entre otros. 
 
 Finalmente,   de   la   Memoria   Anual   2015,   se   deduce   que   se 
organizaron charlas  de orientación para las organizaciones sociales en las 
provincias de Yunguyo, San Román y Puno. 
 
4.3.4.  Ejecución   del   NCPP   en   la   Dirección   General   de  Defensa 
Pública, Distrito Judicial de Puno 
De la Memoria anual 2015 de la Dirección General   de Defensa 
Pública del Distrito Judicial de Puno, se destaca, entre las actividades 
realizadas para ejecutar el NCPP, las siguientes: 
 
Actividades de difusión: Entre las principales actividades que realizó la 
Defensa Pública de Puno, son las actividades de difusión   como 






Dificultades afrontadas durante el año 2015: Bajo el título de malas 
prácticas vigentes, en el Informe Anual de la Defensoría Pública de Puno, 
se destacan las siguientes dificultades que tienen que ver con la aplicación 
del Nuevo Código Procesal Penal. 
 
 Se sigue con el prejuicio en el Ministerio Público, que el abogado 
defensor obstaculiza la investigación, cuando se presentan controles de 
plazo y se hace uso del derecho a guardar silencio. 
 
 La Policía Nacional muchas veces se entromete en los asuntos que 
competen a los defensores públicos, impidiendo una adecuada 
comunicación con los detenidos. En otras ocasiones no se brinda las 
facilidades necesarias. 
 
 El Poder Judicial, en cuanto a  la forma  cómo  se  desarrollan  las 
audiencias de control de acusación, no concede el uso de la palabra al 
abogado defensor según el protocolo existente. Concede plazos para la 
subsanación de las observaciones, para luego, recién conceder el uso de 
la palabra, motivándose suspensiones innecesarias. 
 
En  la  percepción  de  los  jueces  y  de  los  fiscales,  los  abogados 
defensores públicos presentan muchas deficiencias que no se mencionan 
en el Informe Anual 2015. En este caso, lo que se deduce es que las 





que afrontar durante la ejecución del NCPP, para evitar las observaciones 
o las descalificaciones de autoridades superiores o de la opinión pública. 
 
4.3.5.  Ejecución del NCPP en el Distrito Fiscal de Puno 
De  esta  institución  no  se  tiene  ningún  documento  que  pueda  
servir  para resumir el proceso de ejecución del NCPP durante el año 2015.   
El actual Decano  Superior  del  Ministerio  Público  de  Puno  es  el  Dr.  
Manuel  Torres Quispe. 
 
Sin embargo, de acuerdo a las versiones de los fiscales 
entrevistados espontáneamente, se puede resumir que las principales 
dificultades afrontadas durante el año 2015, son las siguientes: 
 
 Inexistencia de colaboración de los demás actores judiciales con los 
policías y los jueces. Los primeros, muchas veces, se niegan 
indirectamente a colaborar cuando se les solicita o, algunas, veces, se 
niegan a proporcionar la información requerida. Los segundos, no actúan 
ni toman decisiones en el momento en que se espera una decisión ipso-
facto, etc. 
 
 Imposibilidad de brindar atención a todas las demandas y a todos los casos 
que se presentan diariamente, es decir, la falta de suficiente personal para 






 Personal   administrativo   insuficiente   para   procesar   todos   los 
documentos  así como  para  colaborar  con  las  diligencias  que  los 
fiscales deben realizar. A esta deficiencia de personal, se suma la falta de 
unidades móviles en la cantidad correspondiente a las fiscalías del distrito 
judicial de Puno. 
 
4.4. PRUEBA DE HIPÓTESIS 
En este acápite se comprueba estadísticamente la hipótesis central 
planteada en  la  investigación.  Para  este  efecto  se  consideran  las  dos  
variables  de estudio, cuyos datos son los puntajes obtenidos en cada una 
de ellas por parte de los actores judiciales.  Es necesario recordar que las 
variables de estudio son, por un lado, la ejecución del NCPP en el año 
judicial 2015, según la percepción de los actores judiciales; y, por otro lado, 
las dificultades que afrontaron los actores judiciales. 
 
Para llegar a este momento, antes se tuvo que haber analizado, 
interpretado y discutido cada una de las variables por separado. Así se 
procedió. En las páginas precedentes, cada una de las variables fue 
analizada de acuerdo a la escala de valoración asumida y según la teoría 
y los objetivos planteados para cada cual. Además la discusión consistió 
en la contrastación con los antecedentes y con la teoría considerada. 
 
Los  datos  de  estas  dos  variables  se  cruzan  en  la   tabla  








TABLA DE CORRELACIÓN DE DATOS AGRUPADOS ENTRE LAS VARIABLES 
EJECUCIÓN DEL NCPP Y LAS DIFICULTADES QUE AFRONTARON LOS ACTORES 
JUDICIALES, AÑO 2015 
 
FUENTE: encuesta aplicada a los actores judiciales, año 2015 




En  conjunto,  los  actores  judiciales  son  153,  entre  jueces  
penales, fiscales y defensores públicos. De esta cantidad de actores 
judiciales, 84 consideran que la ejecución del NCPP fue regular, y de 
estos actores, 83 señalaron que durante el año judicial 2015 tuvieron 
dificultades de vez en cuando. Sólo un actor judicial, de los 84, señaló 
que no afrontó dificultades. Luego, en segundo orden, de acuerdo a la 
cantidad de actores judiciales, se destacan  52  actores  quienes  
perciben  que  la  ejecución  del  NCPP  fue deficiente, de los cuales 
49, señalaron que afrontaron dificultades durante el año 2015. En 






































































































































































































ejecución del NCPP fue muy deficiente; y de estos actores, 7 señalaron 
que tuvieron muchas dificultades. (Tabla 22). 
 
Como se puede apreciar en el análisis de la tabla, en la mayoría 
de las escalas se observa la correlación existente entre las dos 
variables, es decir, la mayoría de los actores que consideraron que la 
ejecución fue regular, señalaron, también,   que afrontaron dificultades 
de vez en cuando en el año judicial 2015, lo que corresponde a 
regular. De la misma manera sucede con los actores judiciales 
ubicados en las demás escalas de valoración. 
 
Entre las tendencias de las dos variables, se encuentra la 
coincidencia en 146 actores judiciales (7+49+83+5+2), lo que 
porcentualmente resulta que la coincidencia se da en el 95% 
aproximadamente. Con este porcentaje muy alto de coincidencia, se 
puede inferir, sin necesidad de aplicar el modelo estadístico de 
correlación, que entre las dos variables de estudio existe un alto grado 
de correlación, con lo que se comprueba la hipótesis central 
planteada en este estudio. Este 95%, si lo convertimos en decimal, se 
tiene el 0.95, que según la escala de valoración del coeficiente de 
correlación, corresponde al gado muy alto. 
 
Sin embargo, para cumplir con el procedimiento estadístico, se 
aplica a continuación el Modelo de Correlación de Datos Agrupados en 





este efecto se aplica la fórmula que se asumió en el proyecto de 
investigación y que ahora es el momento de aplicar con los datos 
disponibles. 
 
∑                           ∑              ∑
 










El coeficiente de correlación que se obtiene con el Modelo de 
Pearson es de r= 0.95, lo que es similar al valor hallado a través de la 
sumatoria de los porcentajes coincidentes en la  tabla de correlación (Tabla 
22). Este coeficiente hallado se contrasta con los valores positivos de la 




VALORES POSITIVOS DEL COEFICIENTE DE CORRELACIÓN 
 
ESCALA CUANTITATIVA ESCALA CUALITATIVA 
0 Correlación nula 
0,01 a 0,19 Correlación positiva muy baja 
0,2 a 0,39 Correlación positiva baja 
0,4 a 0,69 Correlación positiva moderada 
0,7 a 0,89 Correlación positiva alta 
0,9 a 0,99 Correlación positiva muy alta 
1 Correlación positiva grande y perfecta 





El coeficiente de correlación obtenido de 0.95 significa, según los 
valores positivos (Tabla 23), que entre las variables “ejecución del NCPP” 
y las “dificultades que afrontan los actores judiciales” durante el año judicial 
2015, existe un grado de correlación muy alto, comprobándose de esta 
manera la verdad de la hipótesis planteada en  la presente 
investigación. Es decir, el coeficiente de correlación se interpreta de 
acuerdo a la tabla de valoración del coeficiente de correlación de Karl 
Pearson. Esto es, el coeficiente obtenido con la aplicación de la fórmula 
(r=0.95) significa que el grado de correlación es alto y el tipo es directo o 
positivo. 
 
Este coeficiente de correlación que se obtiene, con el que se prueba 
la verdad  de  la  hipótesis  central  planteada,  significa,  por  otro  lado,  
que  la ejecución   de   cualquier   norma   está   directamente   relacionada   
con   las dificultades que los ejecutores  pueden confrontar o, al revés, las 
dificultades que se afrontan está directamente relacionada con la forma 
cómo se ejecuta. 
 
En el caso concreto del estudio realizado, la ejecución del NCPP 
que comprende la difusión y la dotación de recursos durante el año judicial 
2015 condiciona de manera directa las dificultades que se afrontaron en 
ese año. La explicación de esta tesis se fundamenta en el hecho de que si 
los actores judiciales están adecuadamente informados y evidencian un 
alto nivel de conocimiento acerca de los preceptos del NCPP, es lógico 





estará  exenta  de errores notables o de fallas  elementales. Así mismo, 
cuando las instituciones a las que pertenecen los actores judiciales, están 
dotadas de los recursos necesarios e indispensables, es lógico suponer 
que las dificultades disminuirán notablemente o estarán ausentes, es 
decir, no habrá dificultades durante la ejecución de las normas. 
 
En el caso de los resultados analizados, se infiere que, según la 
percepción y versión de la mayoría de los actores judiciales, la difusión del 
NCPP y la dotación de recursos, fue regular; por otro lado, las dificultades 
que afrontaron durante el año judicial 2015 fue de vez en cuando, lo que 
de otra manera significa que fue regular.  La versión en este sentido fue 
dada por 83 actores judiciales, es decir, el 54% de actores judiciales 
consideran que la ejecución del NCPP fue regular y las dificultades 
afrontadas fueron también regulares. 
 
Si se contrasta con otros distritos judiciales donde también se viene 
ejecutando el NCPP, se puede señalar que la relación de las dos variables 
es similar. Este es el caso de los distritos judiciales de Arequipa, 
Moquegua y Tacna, donde la ejecución del NCPP durante el año 2015 es 
correspondiente sólo al nivel regular, según las versiones de colegas 
abogados que trabajan en las mencionadas jurisdicciones. 
 
Por consiguiente, existe un trabajo pendiente en las tres 
instituciones que constituyen los actores principales del proceso penal en 





criterios didácticos que debe permitir que los actores judiciales siempre 
estén al tanto de la normatividad vigente, y al mismo tiempo, los 
ciudadanos demandantes de la justicia también estén adecuadamente 
informados de sus deberes y derechos, dentro del marco del NCPP. A la 
difusión se debe acompañar con una racional dotación de recursos 
económicos, de materiales y de personal necesario. Sólo así se puede 
asegurar y promover una ejecución sin muchas dificultades que opaquen 










PRIMERA: La ejecución del Nuevo Código Procesal Penal   se relaciona con 
las dificultades que afrontaron los actores judiciales durante el 
proceso común penal (abogados, fiscales y jueces) en el Distrito 
Judicial de Puno, en una medida que corresponde al grado muy 
alto. Se arriba a esta conclusión porque el coeficiente de 
correlación obtenido, mediante la aplicación del  modelo  
estadístico  de  Pearson,  es  de  0.95,  lo  que  de  acuerdo  a  la 
valoración de los coeficiente, corresponde al grado de correlación 
muy alto. 
 
SEGUNDA: El Poder Judicial, la Fiscalía y la Defensoría Pública difundieron el 
Nuevo Código Procesal Penal de vez en cuando. El 49% de los 
jueces, el 55% de los fiscales y el 62% de los defensores 
públicos, perciben que la difusión fue de vez en cuando. En 
cuanto a la dotación de recursos, el 49% de jueces, el 55% de 
fiscales y el 62% de defensores públicos señalaron que la 
dotación fue regular. 
 
TERCERA: La escala de valoración en la que se ubica la ejecución del Nuevo   





tres instituciones durante el año judicial 2015, en función de los 
datos recogidos respecto de las dimensiones de investigación: 
difusión y dotación de recursos, es la escala regular. Se concluye 
así porque el 55% de los actores judiciales respondieron en este 
sentido a las preguntas que se les formuló a través de un 
cuestionario  referido  a  las  dos  dimensiones  de  la  variable:  
“ejecución  del NCPP”. 
 
CUARTA: Las  dificultades  que  afrontaron  los  defensores  públicos durante 
el proceso común penal en el año judicial 2015, fue el 
desconocimiento e inadecuada aplicación de las normas del nuevo 
código y algunas debilidades en las técnicas de litigación oral; los 
fiscales también evidenciaron, en algunos casos,  
desconocimiento  de  las  normas,  deficiencias  del  trabajo en  
equipo, deficiencias en la coordinación con la Policía Nacional, 
ausencia de un laboratorio de criminalística implementado y 
obstáculos para acceder a los diversos registros de información de 
las instituciones públicas; mientras que algunos  jueces  mostraron  
debilidades  en  la  conducción  de  las  audiencias según el 
protocolo establecido,   mantuvieron algunas viejas prácticas del 
modelo inquisitivo y, en ocasiones, hubo  ausencia de unidad de 
criterio para emitir las resoluciones. 
 
QUINTA: La escala de valoración en la que se puede ubicar las dificultades 





fiscales y jueces), en conjunto, durante el proceso común penal, 
en el Distrito Judicial de Puno, durante el año judicial 2015, es 
correspondiente a la escala de vez en cuando o regular. Se arriba 
a esta conclusión porque un promedio del 55% de los actores 
judiciales, señalaron que afrontaron dificultades de vez en cuando 
durante el proceso común penal en el año 2015. 
 
SEXTA: Los abogados particulares que también participan en el proceso 
penal afrontan similares dificultades que los defensores públicos. 
Se arriba a esta conclusión por asociación lógica con los 
defensores públicos, ya que no se dispone de datos verificados 
debido a que no se tuvo como objetivo de estudio a esta población 











PRIMERA:  El  Poder  Judicial  de  Puno,  dentro  de  sus  actividades anuales, 
debe considerar la difusión de  las normas vigentes y, dentro de 
ellas, el Nuevo Código Procesal Penal. La difusión no sólo debe 
ser mediante cursos o seminarios, sino a través de los medios de 
comunicación a través de un modelo didáctico que esté al alcance 
de la ciudadanía en general. 
 
SEGUNDA: Toda acción o proceso que tenga que implementarse requiere de 
recursos económicos, materiales y de personal idóneo. Por 
consiguiente, el Poder judicial debe prever al inicio de cada año 
judicial los recursos necesarios para implementar adecuadamente 
el Nuevo Código Procesal Penal. 
 
TERCERA: El Colegio de Abogados y el Ministerio de Justicia deben 
consideran dentro de su plan anual de trabajo institucional la 
capacitación y el asesoramiento permanente a los defensores de 
oficio y a los abogados en general acerca de la forma cómo 
deben desenvolverse  durante el proceso común. Además, en 
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cada etapa del proceso penal, deben brindarles el apoyo 
necesario. 
 
CUARTA: El Ministerio Público debe disponer de una oficina de 
asesoramiento permanente para que los fiscales puedan 
resolver las dudas que tienen o puedan resolver las dudas que 
afrontan cuando deben intervenir en el proceso común. Además, 
en forma permanente deben convocarse entre los fiscales para 
analizar y corregir los errores en los que incurren. En este caso, 
es importante promover el aprendizaje en equipo. 
 
QUINTA: El Poder Judicial debe promover el inter-asesoramiento 
permanente entre los jueces que tienen que ver con la 
implementación del nuevo código. Cada semana deben realizar 
una reunión para evaluar su desempeño y retroalimentar sus 
saberes jurídicos respecto de la aplicación adecuada del NCPP. 
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ANEXO N° 1 
MATRIZ DE CONSISTENCIA 
Título de la tesis: DIFICULTADES EN LA EJECUCIÓN DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL EN EL DISTRITO JUDICIAL PUNO. 
PROBLEMA OBJETIVOS HIPÓTESIS VARIABLES INDICADORES METODOLOGÍA 
¿Dificultades en la 
ejecución de 
Nuevo Código 
Procesal Penal en 




OBJETIVO GENERAL HIPÓTESIS GENERAL INDEPENDIENTE Constitución Política 
Nuevo Código Procesal Penal. 
Difusión del Nuevo Código 
Procesal Penal. 
Dotación de los Recursos en el 
Nuevo Código Procesal Penal. 
Código Penal 
Código de Ejecución Penal 
Acuerdos Plenarios del Poder 
Judicial.  




Casos resueltos por los 
Órganos Jurisdiccionales. 




Jurisprudencia de falta 
uniformidad en las dediciones 








Revisión de Memorias de los 
tres actores judiciales. 
Seminarios, conferencias, 
cursos, charlas, boletines, 
periódicos, tv y internet. 
Legislaciones comparadas. 






Hojas de entrevistas 
Hojas de encuestas 
Cuestionarios 
General: Determinar la 
medida en que se relaciona la 
ejecución del Nuevo Código 
Procesal Penal con las 
dificultades que afrontaron los 
actores judiciales (abogados, 
fiscales y jueces) en el Distrito 
Judicial de Puno. 
La medida en que se relaciona la ejecución del 
Nuevo Código Procesal Penal con las 
dificultades que afrontaron los actores 
judiciales (abogados, fiscales y jueces). 
 
Ejecución del Nuevo 
Código Procesal Penal 
(NCPP). 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS HIPÓTESIS ESPECÍFICAS DEPENDIENTE 
a) Señalar la frecuencia con 
que el poder judicial, la fiscalía 
y la defensoría de puno 
difundieron el Nuevo Código 
Procesal Penal. 
b) Establecer la escala de 
valoración en la que se puede 
ubicar la Ejecución del Nuevo 
Código Procesal Penal. 
c) Identificar las dificultades 
que afrontan los defensores 
públicos, fiscales y jueces en 
el Nuevo Código Procesal 
Penal. 
d) Establecer la escala de 
valoración en la que se puede 
ubicar las dificultades que 
afrontan los tres actores 
judiciales. 
a) El Poder Judicial, la Fiscalía y la Defensoría 
Pública difundieron el Nuevo Código Procesal 
Penal de vez en cuando y la medida en que 
dotaron de recursos necesarios para evitar 
dificultades durante el proceso común penal 
en el que intervinieron, fue regular. 
 
b) La escala de valoración en la que se ubica 
la ejecución del Nuevo Código Procesal 
Penal, considerando en conjunto a las tres 
instituciones durante el año judicial 2015, en 
función de los datos recogidos respecto de las 
dimensiones de investigación: difusión y 
dotación de recursos, es la escala regular. 
 
c) Las dificultades que afrontaron los 
defensores públicos durante el proceso 
común penal en el año judicial 2015, fue el 













las  normas  del  nuevo  código  y  algunas  
debilidades  en  las técnicas de litigación oral; 
los fiscales también evidenciaron, en algunos 
casos, desconocimiento de las normas, 
deficiencias en el trabajo en equipo con la 
Policía Nacional y la ausencia de un 
laboratorio de criminalística implementado y 
obstáculos para acceder a los diversos 
registros de información de las instituciones 
públicas; mientras que algunos jueces 
mostraron debilidades en la conducción de las 
audiencias según el protocolo establecido,   
mantuvieron algunas viejas prácticas del 
modelo inquisitivo y, en ocasiones, hubo  
ausencia de unidad de criterio para emitir las 
resoluciones. 
 
d) La escala de valoración en la que se puede 
ubicar las dificultades que afrontaron los 
actores judiciales (defensores públicos, 
fiscales y jueces), en conjunto, durante el 
proceso común penal, en el Distrito Judicial de 
Puno, durante el año judicial 2015, es 
correspondiente a la escala de vez en cuando 




ANEXO N° 2 
ENCUESTA 
DIRIGIDA A LOS JUECES 
PENALES 
 
I. PARTE INFORMATIVA 
 




1.3. JUEZ PENAL:………………………………………………………………… 
 
1.4. FECHA DE LA ENCUESTA:………………………………………………… 
 
Instrucción: Señor Juez, se le solicita, por favor, que responda a las siguientes preguntas marcando 
con una exis (X) en la alternativa que, según su opinión, corresponde a la verdad. Gracias. 
 
 




1. ¿Es verdad que la Corte Superior de Justicia, según sus competencias y 
obligaciones, organizó muchos cursos de capacitación referidos al NCPP 
para los jueces en el año 2015? 
a) Es verdad      (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad             (    ) 
d) Otra respuesta: ……………….………………………………………………… 
 
 
2. ¿Es verdad que la Corte Superior de Justicia, según sus competencias y 
obligaciones, organizó seminarios referidos al NCPP para los jueces en el 
año 2015? 
a) Es verdad      (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad             (    ) 




3. ¿Es verdad que la Corte Superior de Justicia, según sus competencias y 
obligaciones, organizó foros y conferencias referidos al NCPP para los 
jueces en el año 2015? 
a) Es verdad      (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad             (    ) 





4. ¿Es verdad que la Corte Superior de Justicia, divulgó adecuadamente y 
en forma didáctica, por los medios masivos de comunicación, los aspectos 
pertinentes del NCPP para el conocimiento de la opinión pública? 
a) Es verdad      (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad             (    ) 
d) Otra respuesta: ……………….………………………………………………… 
 
5. ¿Es verdad que la Corte Superior de Justicia, divulgó adecuadamente y 
con frecuencia, el NCPP a través de revistas, boletines y trípticos al interior 
de la institución? 
a) Es verdad      (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad             (    ) 
d) Otra respuesta: ……………….………………………………………………… 
 
 
DOTACIÓN DE RECURSOS: 
 
6.  ¿Considera  usted  que  al  Poder  Judicial  se  le  asignó  un  presupuesto 
suficiente para aplicar adecuadamente el NCPP? 
a) Sí                     (   ) b) Regularmente (    ) c) No                    (   ) 
 
7. ¿Considera usted que los jueces están bien remunerados, como debe ser, 
para cumplir con su trabajo adecuadamente durante el proceso de 
aplicación del NCPP? 
a) Sí                    (    ) b) Regularmente (    ) c) No                   (   ) 
 
8. ¿Considera usted que el Poder Judicial fue provisto de los recursos 
materiales necesarios (materiales de escritorio, computadoras, bibliografía y 
otros) para aplicar adecuadamente el NCPP? 
a) Sí                    (   ) b) Regularmente (    ) c) No                   (   )  
 
9. ¿Considera usted que los jueces están  provistos de los recursos 
materiales necesarios (materiales de escritorio, computadoras, bibliografía y 
otros) para cumplir con sus funciones adecuadamente dentro del marco del 
NCPP? 
a) Sí                    (   ) b) Regularmente (   ) c) No                    (   ) 
 
10. ¿Considera usted que el Poder Judicial está provisto del personal 
administrativo necesario para aplicar adecuadamente el NCPP? 
a) Sí                    (   ) 
b) Regularmente (   ) 
c) No                   (   ) 
 
 
III. DIFICULTADES QUE AFRONTAN 
1. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para relacionarse con los fiscales, 
los defensores públicos, con los inculpados y acusadores durante el control 
de la investigación? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca                     (  ) 
 
2. Señale las dificultades que afronta con frecuencia durante el control de la 










No tengo dificultades (  ) 
 
3. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para relacionarse con los fiscales, 
los defensores públicos, con los inculpados y acusadores durante la 
administración de la fase intermedia? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca                     (  ) 
 
4. Señale las dificultades que afronta con frecuencia durante la 
administración de la fase intermedia. Si no tiene  dificultades marque “X” 





No tengo dificultades (  ) 
 
5. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para relacionarse con los fiscales, 
los defensores públicos, con los inculpados y acusadores durante la fase de 
la instalación del juicio? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca                     (  ) 
 
6. Señale las dificultades que afronta con frecuencia durante la fase de la 






No tengo dificultades (  ) 
 
7. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para relacionarse con los fiscales, 
los defensores públicos, con los inculpados y acusadores durante la 
actuación probatoria? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca                     (  ) 
 
8. Señale las dificultades que afronta con frecuencia durante la fase de la 






No tengo dificultades (  ) 
 
9. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para relacionarse con los fiscales, 
los defensores públicos, con los inculpados y acusadores durante fase 





b) De vez en cuando (    ) 
c) Nunca                     (  )  
 
10. Señale las dificultades que afronta con frecuencia durante la fase 
decisoria. 





















































DIRIGIDA A LOS DEFENSORES 
PÚBLICOS 
 
I. PARTE INFORMATIVA 
 




1.3. ABOGADO DEFENSOR:…………………………………………………… 
 
1.4. FECHA DE LA ENCUESTA:……………………………………………… 
 
 
Instrucciones: Señor Abogado, se le solicita, por favor, que responda a las siguientes interrogantes 
marcando con una exis (X) en la alternativa que según su opinión corresponde a la verdad. Gracias. 
 
 
II. EJECUCIÓN DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL 
(NCPP) 
 
1. ¿Es verdad que la Defensoría Pública, según sus competencias y 
obligaciones, organizó muchos cursos de capacitación referidos al NCPP 
para los abogados defensores en el año 2015? 
a) Es verdad                  (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad             
(    ) 
d) Otra respuesta: ……………….……………………………………………… 
 
 
2. ¿Es verdad que la Defensoría Pública, según sus competencias y 
obligaciones, organizó seminarios referidos al NCPP para los abogados 
defensores en el año 2015? 
a) Es verdad                  (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad             
(    ) 




3. ¿Es verdad que la Defensoría Pública, según sus competencias y 
obligaciones, organizó foros y conferencias referidos al NCPP para los 
abogados defensores en el año 2015? 
a) Es verdad      (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad             (    ) 
d) Otra respuesta: ……………….………………………………………………… 
 
 
4. ¿Es verdad que la Defensoría Pública, divulgó adecuadamente y en forma 
didáctica, por los medios masivos de comunicación, los aspectos 







a) Es verdad (    ) 
b) Sólo algunas veces (    ) 
c) No es verdad (    ) 





5. ¿Es verdad que la Defensoría Pública, divulgó adecuadamente y con 
frecuencia, el NCPP a través de revistas, boletines y trípticos al interior de la 
institución? 
a) Es verdad      (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad             (    ) 
d) Otra respuesta: ……………….………………………………………………… 
 
DOTACIÓN DE RECURSOS: 
 
6. ¿Considera usted que a la Defensoría Pública, como institución, se le 
asignó un presupuesto suficiente para aplicar el NCPP? 
a) Sí                     (   ) b) Regularmente (    ) c) No                    (   ) 
 
7. ¿Considera usted que los defensores de oficio cuentan con los recursos 
económicos suficientes  para  cumplir  con  su  trabajo  durante  el proceso  
de aplicación del NCPP? 
a) Sí                     (   ) b) Regularmente  (    ) c) No                    (   ) 
 
8. ¿Considera usted que las oficinas de la Defensoría pública, como 
institución, está provisto de los recursos materiales necesarios (materiales 
de escritorio, computadoras, bibliografía y otros) para aplicar adecuadamente 
el NCPP? 
a) Sí                     (   ) b) Regularmente (   ) c) No                    (   ) 
 
9. ¿Considera usted que los defensores de oficio están   provistos de los 
recursos materiales necesarios (materiales de escritorio, computadoras, 
bibliografía y otros) para cumplir con sus funciones adecuadamente dentro 
del marco del NCPP? 
a) Sí                     (   ) b) Regularmente  (    ) c) No                    (   ) 
10. ¿Considera usted que la Defensoría Pública, como institución, está 
provista del personal administrativo necesario para aplicar adecuadamente 
el NCPP? 
a) Sí                    (   ) b) Regularmente   (   ) c) No                    (   ) 
 
 
III. DIFICULTADES QUE AFRONTAN 
 
1. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para relacionarse adecuadamente 
con su patrocinado, con los familiares, así como con la parte contraria al 
asumir la defensa? 






2. Señale las dificultades que frecuentemente afronta para comunicarse con 






No tengo dificultades (  ) 
 
3. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para relacionarse adecuadamente 
con su patrocinado, con los familiares, así como con la parte contraria 
durante la diligencias? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca                     (  ) 
 
4. Señale las dificultades que frecuentemente afronta durante las diligencias. 





No tengo dificultades (  ) 
 
5. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para solicitar, conforme a las 
normas vigentes, su acceso a los expedientes de la fiscalía y del Poder 
Judicial? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    )   c) Nunca                   (  ) 
 
6. Señale las dificultades que frecuentemente afronta para acceder a los 
expedientes de la fiscalía y del juzgado. Si no tiene dificultades marque “X” 




No tengo dificultades  (  ) 
 
7. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para relacionarse con su 
patrocinado, con los familiares y con la parte contraria durante las distintas 
audiencias y en el juicio oral? 
a) Con frecuencia      (   ) 
b) De vez en cuando (    ) 
c) Nunca                     (  ) 
 
8. Señale las dificultades que afronta en las distintas audiencias y en el 











9.  ¿Con  qué  frecuencia  tuvo  dificultades  para  esgrimir  los  argumentos  
y mostrar las pruebas convincentes para defender a su patrocinado durante 
el juicio oral? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca                     (  ) 
 
10.  Señale  las  dificultades  que  tiene  durante  la  defensa  oral.  Si  no  















DIRIGIDA A LOS FISCALES 
 
  
I. PARTE INFORMATIVA 
 






1.4. FECHA DE LA ENCUESTA:………………………………………………… 
 
 
Instrucción: Señor Fiscal, se le solicita, por favor, que responda a los siguientes preguntas 
marcando con una exis (X) en la alternativa que según su opinión es la verdad de los hechos. Gracias. 
 
 





1.   ¿Es   verdad   que   el   Ministerio   Público,   según   sus   competencias   
y obligaciones, organizó muchos cursos de capacitación referidos al NCPP 
para los fiscales en el año 2015? 
a) Es verdad          (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad         (    ) 
d) Otra respuesta: ……………….………………………………………………… 
 
 
2.   ¿Es   verdad   que   el   Ministerio   Público,   según   sus   competencias   
y obligaciones, organizó seminarios referidos al NCPP para los fiscales en 
el año 2015? 
a) Es verdad      (    ) b) Sólo algunas veces   (    )  c) No es verdad            (    ) 




3.   ¿Es   verdad   que   el   Ministerio   Público,   según   sus   competencias   
y obligaciones, organizó foros y conferencias referidos al NCPP para los 
fiscales en el año 2015? 
a) Es verdad           (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad        (    ) 
d) Otra respuesta: ……………….………………………………………………… 
 
 
4. ¿Es verdad que el Ministerio Público, divulgó adecuadamente y en forma 
didáctica, por los medios masivos de comunicación, los aspectos 
pertinentes del  NCPP para el conocimiento de la opinión pública? 
a) Es verdad        (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad          (    ) 









5. ¿Es verdad que el Ministerio Público, divulgó adecuadamente y con 
frecuencia, el NCPP a través de revistas, boletines y trípticos al interior de la 
institución? 
a) Es verdad               (    ) b) Sólo algunas veces   (    ) c) No es verdad    (    ) 




DOTACIÓN DE RECURSOS: 
 
6. ¿Considera usted que al Ministerio Público de Puno se le asignó un 
presupuesto suficiente para aplicar el NCPP? 
a) Sí                     (   ) b) Regularmente (    ) c) No                    (   ) 
 
7. ¿Considera usted que los fiscales están adecuadamente remunerados  
para cumplir con su trabajo durante el proceso de aplicación del NCPP? 
a) Sí                    (   ) b) Regularmente (   ) c) No                   (   ) 
 
8. ¿Considera usted que el Ministerio Público, como institución, está 
provisto de los recursos materiales necesarios (materiales de escritorio, 
computadoras, bibliografía y otros) para aplicar el NCPP? 
a) Sí                    (   ) b) Regularmente (   ) c) No                   (   ) 
 
9. ¿Considera usted que los fiscales están  provistos de los recursos 
materiales necesarios (materiales de escritorio, computadoras, bibliografía y 
otros) para cumplir con sus funciones dentro del marco del NCPP? 
a) Sí                    (   ) b) Regularmente (   ) c) No                   (    ) 
 
10. ¿Considera usted que el Ministerio Público está provisto del personal 
administrativo necesario para aplicar el NCPP? 




III. DIFICULTADES QUE AFRONTA 
 
1. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para comunicarse con las partes en 
conflicto durante la conducción de la investigación preparatoria? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca                     (  ) 
 
2. Señale las dificultades que afronta con frecuencia para conducir la 












3. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para comunicarse con la Policía 
Nacional y solicitar su intervención durante la conducción de la investigación 
preparatoria? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca                     (   ) 
 
4. Señale las dificultades que afronta con frecuencia para solicitar el apoyo 
de la Policía Nacional para salvaguardar sus investigaciones. Si no tiene 




No tengo dificultades (  ) 
 
5. ¿Con qué frecuencia tuvo dificultades para formular la acusación 
cumpliendo con los protocolos prescritos? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca                     (  ) 
6. Señale las dificultades que afronta con frecuencia para dictar las 
disposiciones, providencias, formular los requerimientos y la acusación. Si 





No tengo dificultades (  ) 
 
7. ¿Con que frecuencia tuvo dificultades para argumentar adecuadamente el 
juicio oral? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca                     (  ) 
 
8. Señale las dificultades que afronta con frecuencia en las distintas 






No tengo dificultades (  ) 
 
9.  ¿Con  que  frecuencia  tuvo  dificultades  para  evitar  algún  
entredicho  o altercado con la parte que en el proceso se ve afectado en 
sus intereses? 
a) Con frecuencia      (   ) b) De vez en cuando (    ) c) Nunca                     (  ) 
 
10. Señale las dificultades que afronta con frecuencia durante su 
participación en todo el proceso común penal. Si no tiene dificultades sólo 




No tengo dificultades (  ) 
